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            NOTA PRELIMINAR ACERCA DEL CONTENIDO DE ESTE VOLUMEN 


			

	    

	
			 

            Jaume Vicens Vives nació en Gerona en 1910 y murió en Lyon en junio de 1960. En los cincuenta años de esta vida truncada en plena madurez y en las dos décadas de su plena actividad científica, escribió algunos libros importantes y numerosos estudios que se hallan desperdigados en las más diversas publicaciones, y que hoy serían inaccesibles sin la reciente compilación de su Obra dispersa. Estos estudios, menos conocidos que sus libros, dan la medida justa de la valía de Vicens como historiador, de la amplitud de sus conocimientos y del afán renovador que le movió a aventurarse en distintos campos, abandonando la cómoda reclusión del especialista para abrir caminos que hicieran más fecunda la investigación histórica y, con ello, más profunda y auténtica la comprensión de nuestro pasado. 


			En este volumen se han reunido cinco estudios de historia de España que corresponden a la etapa de madurez de Vicens (fueron escritos entre 1954 y 1960) y que nos ofrecen un panorama muy amplio, tanto en un sentido cronológico (desde la Baja Edad Media hasta el siglo XX), como por su contenido y sus temas, que van desde la estricta historia económica hasta el estudio de las instituciones, e incluyen dos intentos de articular los datos de la historia política con la evolución económica y social de dos períodos de la historia contemporánea española. La intención que ha movido a hacer esta compilación no ha sido la de dar una imagen de la obra de Vicens, sino la de ofrecer a un público más vasto que el que hasta ahora han tenido unos trabajos que poseen plena actualidad y validez, y que conservan intacta aquella fuerza de sugestión, casi provocativa, que Vicens infundía a su obra escrita y a su enseñanza universitaria. 


			El primero de los estudios incluidos es «Coyuntura económica y reformismo burgués». Lo hemos escogido para abrir el volumen, prescindiendo de dar una ordenación cronológica a estos trabajos, porque se trata de una de las obras más características de Vicens. Apareció en el volumen correspondiente a 1954 de Estudios de historia moderna y anuncia las ideas que desarrollaría pocos años después en su libro sobre los catalanes en el siglo XIX. En estas páginas vemos a un hombre que, aunque se muestra respetuoso con la más insignificante parcela de conocimiento aprovechable aportado por sus colegas, pugna por romper el caparazón muerto de una historiografía anecdótica anclada en un interminable desciframiento de las intrigas palaciegas para hallar nuevas perspectivas en la investigación de un fenómeno tan decisivo como la crisis del Antiguo Régimen en España: una etapa de veinticinco años (de 1808 a 1833) que suele aparecer descrita como un período de absurdo y gratuito fluctuar entre el liberalismo y el absolutismo. Vicens parte de los datos económicos para mostrarnos cómo se forma la consciencia de clase de la burguesía catalana, que explicará las actividades adoptadas ante los problemas políticos del país. Si el análisis económico se limita a una óptica coyunturalista (impuesta entre nosotros por la escuela de los Annales), la intención del autor trasciende del mero plano de lo económico, tratando de construir una explicación de historia total, donde economía, política e ideología se integren y se expliquen mutuamente. 


			En segundo lugar se ha incluido una muestra de su labor como medievalista: como estudioso de los problemas del siglo XV, de los que era uno de los mejores especialistas. Se trata de «La economía de los países de la Corona de Aragón en la baja edad media», ponencia presentada al VI Congreso de historia de la Corona de Aragón (en 1957), para la que contó con la colaboración de Luis Suárez Fernández y de Claude Carrère, si bien el planteamiento, la elaboración y las conclusiones son del propio Vicens. En estas páginas, que sintetizan admirablemente la investigación realizada hasta entonces e incluyen los resultados preliminares de trabajos que aún se hallaban en curso de realización, se plantea con una perspectiva amplia y ambiciosa toda la problemática de la expansión mediterránea de la Corona de Aragón, de los condicionamientos económicos que le dieron su peculiar configuración histórica, de sus relaciones con Castilla en el ámbito mediterráneo y, finalmente, del tremendo colapso económico, político y social que condujo a la decadencia catalana del siglo XV. 


			A continuación figura «Estructura administrativa estatal en los siglos XVI y XVII», ponencia escrita para el XI Congreso internacional de ciencias históricas, que se celebró en Estocolmo en agosto de 1960, cuando hacía dos meses que había fallecido el autor. Aquí examina cómo se efectuó el tránsito de los pequeños equipos de gobierno de las monarquías autoritarias del Renacimiento a la compleja organización administrativa que requerían los Estados absolutos de los siglos XVI y XVII, fijando muy especialmente su atención en los problemas suscitados por la edificación de la complicada estructura polisinodial del Estado de los Austrias españoles y en las facetas particulares que en él presentan la corrupción de los funcionarios y la venta de oficios. 


			El cuarto de los estudios recogidos es el más breve, pero tal vez sea el que habrá de suscitar mayores discusiones. «La industrialización y el desarrollo económico de España de 1800 a 1936» es un trabajo que fue escrito para la Primera conferencia internacional de historia económica, celebrada también en Estocolmo y en agosto de 1960. En este breve ensayo avanza una hipótesis acerca del inicio de la revolución industrial en España y de las etapas de su crecimiento económico en los siglos XIX y XX. La empresa era arriesgada porque faltaban (y siguen faltando) los estudios de base en que cimentar con cierta seguridad una interpretación global. La hipótesis de trabajo expuesta en 1960 por Vicens sigue siendo lo más atinado y lo más nuevo (metodológicamente hablando) que se ha escrito hasta hoy acerca de este tema. Para que se entienda cuál es la distancia que separa la obra de Vicens del tono mediocre y provinciano que domina el tratamiento de estas materias en nuestra historiografía, recomiendo al lector que tras haber concluido «Coyuntura económica y reformismo burgués» y «La industrialización y el desarrollo económico de España de 1800 a 1936», busque textos publicados posteriormente, como el artículo de José M. Sanz García «En torno a dos siglos de industrialización española» (publicado en Arbor y reeditado en 1965 en un volumen de Estudios sobre historia de España), o el volumen que contiene las conferencias pronunciadas con motivo de aquel inefable Bicentenario del inicio de la industrialización de España, celebrado en Barcelona en 1967. El simple contraste de la lectura bastará para hacérselo comprender. Estos textos de Vicens siguen sirviendo hoy como arma de combate contra tanta mediocridad amparada en el raquitismo de nuestra investigación, contra tanto laurel académico de cartón pintado. 


			Para cerrar el volumen se ha escogido «España: 1868-1917», una síntesis del complejo panorama de la historia española entre la revolución de 1868 y la primera guerra mundial, que fue escrita para un volumen de «problemas e interpretaciones» de historia contemporánea de Europa, aparecido en Milán en 1960. Nada más alejado de la mera compilación factual que suele encontrarse en un manual: éste es un intento de comunicar a un público no especializado los problemas con que se enfrenta el investigador en el curso de su trabajo y el estado actual de sus interpretaciones. El lector descubrirá en estas páginas un panorama conciso y certero (y, a la vez, el más estimulante que hasta ahora se haya escrito) de un período crucial de nuestro pasado que abarca medio siglo: cincuenta años repletos de acontecimientos que vieron una revolución, una república, dos dinastías distintas, una guerra civil; pero, sobre todo, grandes transformaciones en nuestra sociedad. Los mecanismos políticos de la Restauración (el tinglado de la farsa parlamentaria que no se asentaba en unas formas democráticas auténticas, sino en la gran mentira del caciquismo) se estudian en contraste con el crecimiento de la agitación obrera y de las tendencias disidentes representadas por el laicismo y por los nacionalismos periféricos. Viene después, como sirviendo de gozne entre dos etapas distintas, la crisis de 1898: tras ella se abre una época en que se suceden el regeneracionismo y su breve momento político, el fracaso del reformismo maurista, la experiencia de Canalejas y, a su muerte, la descomposición de los partidos tradicionales. Nada es desdeñado en este cuadro, desde el dato político hasta la evolución intelectual, pasando por el crecimiento económico o el desarrollo de los movimientos obreros. Estas páginas, que resumen lo que sabemos y nos advierten de lo mucho que nos falta por saber, son la mejor introducción al estudio de la historia de España en el siglo XX. 


			Característica común de estos cinco estudios es su afán combativo. Combate contra el tópico adormecido en las páginas de los manuales y en las tradiciones de la enseñanza; inquietud por asimilarse unos métodos nuevos que permitan llegar a comprender mejor las cosas y a explicarlas mejor (una aspiración que desborda el terreno meramente científico, puesto que una correcta comprensión del pasado es un instrumento imprescindible para la construcción del futuro). Todo en estos textos nos habla de una voluntad de ir más lejos: no son una meta de llegada, sino un testigo que se entrega en el relevo al corredor que debe seguir adelante. Tras la muerte de Vicens, la ciencia histórica no ha detenido su avance: nuevos problemas preocupan a los investigadores, nuevos métodos les plantean el reto que implica la correcta asimilación de técnicas cada vez más difíciles, pero que ofrecen en contrapartida la promesa de resultados inalcanzables hasta ahora. Entre nosotros, por desgracia, el ejemplo de Vicens, que intentó situarse a la altura de los más avanzados, no ha suscitado la debida emulación. Nuestra historiografía permanece en su mayor parte sorda a lo que sucede en el mundo. Estos estudios de Vicens tienen hoy un tono de fresca y rotunda novedad en comparación con la mayoría de lo que se publica en nuestro país. Cabe esperar que este contraste estimule, sobre todo a los jóvenes, a recoger la lección y a aspirar a un trabajo científico más ambicioso y más honesto. 


			JOSEP FONTANA 
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            DOS FACTORES DE LA EVOLUCIÓN DE LA ESPAÑA DEL ANTIGUO RÉGIMEN


			

			 



			I


			

			 



			Una de las principales preocupaciones del historiador de los sucesos de la Edad Contemporánea en España debe ser la de reducir a comprensión los cambios políticos acaecidos en el país entre 1808 y 1837. Hasta la fecha, a pesar de las más nobles e imparciales tentativas, que omitimos consignar, el estudio de este proceso se ha limitado por lo común a una acotación de las peripecias de la política cortesana y parlamentaria, según que hayan prevalecido en la vida política el absolutismo de Fernando VII o la agitación oratoria de las Cortes de 1812-1814 y 1820-1823. Este procedimiento ha dado lugar a un confusionismo indescriptible, en el que suele perderse toda coherencia para dar lugar a los resultados más sensacionales e imprevistos. A través de la mayoría de relatos históricos, el humor personal, el capricho partidista y la veleidad espiritual parecen dominar la escena de la historia de España en la crisis final del Antiguo Régimen, como anticipando lo que, a juicio de algunos, fue el resto de la vida del país en el siglo XIX: pura baladronada de unos cuantos insensatos para provocar la ruina interna de la nación y su descrédito ante el extranjero.


			Nos resistimos a creer que nuestros bisabuelos puedan reconocerse bajo tan sombrías tintas, y estamos sospechando que tanto desastre debe achacarse más a la lupa empleada hasta la fecha por los historiadores procedentes del periodismo o del campo político partidista que a la verdadera actuación social de nuestros antecesores. En efecto, tan pronto se intentó bucear en alguna corriente profunda del subsuelo histórico español, se ha comprobado que existían en él líneas firmes y coherentes, que sólo era preciso seguir para alumbrar la verdad —aunque sólo fuera una parcela de la verdad—. A pesar de los baches inevitables que se registran cuando se explota por vez primera un terreno virgen, tal es el mérito que cabe reconocer en los estudios de Federico Suárez, Hans Juretschke y Vicente Llorens1 sobre filiación del liberalismo, romanticismo y del tradicionalismo hispánicos.


			Aun incurriendo en el mismo riesgo —el de los baches—, intento en estas notas rastrear otros filones del cambio de la estructura histórica española en los albores del siglo XIX. Sin olvidar el interés que merecen los estudios de filiación intelectual, intentaré demostrar cómo la coyuntura económica, el desarrollo industrial y la formación de la mentalidad burguesa moderna coadyuvaron de modo decisivo en la transformación de la sociedad española del Antiguo Régimen y prepararon el advenimiento del sistema liberal en España.
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			La situación económica y financiera de España fue, a lo largo del reinado de Fernando VII, una piedra de toque para medir el éxito político de los gobiernos del absolutismo restaurado. Sin comprender exactamente las líneas generales de tal coyuntura no puede abordarse el estudio de los problemas políticos planteados en aquella etapa.


			No se han medido a fondo las desfavorables consecuencias que provocó para el futuro económico de España la guerra de la Independencia. Sobre este particular deberían hablar las cifras: pero las cifras esperan todavía su obstinado investigador. En la actualidad sólo podemos afirmar, globalmente, que el país quedó arruinado, su hacienda deshecha y el comercio y la industria paralizados. España, que se había beneficiado notoriamente del desencadenamiento de la primera gran onda larga del ciclo capitalista decimonónico —iniciada en 1789— y de su posición periférica respecto al centro de la vorágine guerrera creada por la Revolución francesa,2 chocó con la realidad de este conflicto al ser incluida en la aventura napoleónica. Seis años de guerra empobrecieron su agricultura y desarticularon su hacienda, a la par que el comercio periclitaba ante el corso y la industria sucumbía ante la escasez de numerario, la inseguridad de los tiempos y la irrupción en el mercado de productos extranjeros. De todo ello han hablado, aunque en términos imprecisos, Juan Sardá y José M.a Fontana.3


			Liberada España de las tropas napoleónicas, el principal empeño de cualquier gobierno de aquellos años debía centrarse en la restauración económica del país. Esta empresa era tanto más difícil cuanto, a partir de 1813, se asiste a la fase decadente de la primera onda larga decimonónica, cuyo punto más bajo se alcanzará en 1830. Pues bien, si desde el regreso de Fernando VII hubo en España un criterio de restauración en el orden político, falló totalmente el pensamiento económico. Es importante, pues, comprobar que durante todo el reinado de Fernando VII España se movió en la fase de un período de contracción, mucho más acentuado que en el extranjero por el empeño en mantener una política inmovilista, de cerrado tradicionalismo monetario, cuya única salida había sido desde 1817 una deflación violenta y la paralización total de los negocios.4


			Ciertamente, en 1821, al socaire del triunfo de los liberales, las Cortes intentaron doblar el cabo del estancamiento financiero del país acudiendo al único remedio que imponían las circunstancias: empréstitos exteriores, de un lado, y devaluación de la moneda, de otro. Según la concepción de los economistas constitucionales, España tenía que dejar de ser el filón argentífero de Europa, renunciando a una moneda de alto valor que desaparecía inmediatamente por las fronteras y, era reemplazada por divisas francesas, inglesas y portuguesas de menor tenor de metal precioso.5 Ello habría conducido a estabilizar los precios, algo recuperados en 1820. Desgraciadamente, la presencia del ejército francés en 1823 y la subsiguiente revocación de aquella medida previsora, abocó al país a un nuevo período de precios bajos, de desorden monetario y de absoluta ineficacia económica. El cuadro que publicamos (pág. sig.), construido según las cifras dadas por Sardá para la plaza de Barcelona,6 prueba la extensión de la fase de contracción durante el resto de la época de dictadura personal de Fernando VII.


			Desde 1823 la situación se agravó considerablemente por el hecho de continuar el drenaje de la moneda fuerte española hacia Europa, pero sin el imperio colonial que antes era su manantial inagotable. Fernando VII y sus ministros no alcanzaron a hallar otro remedio que el de acudir al empréstito exterior. Pero el dinero sólo vino a España a costa de grandes quebrantos. De los 2.000 millones de reales en que aumentó la deuda pública española entre 1824 y 1834, sólo la mitad entraron en el país.7 Pero aun esos mil millones de reales tuvieron escasa repercusión en su economía. Baste decir que en el mismo lapso las cecas españolas sólo acuñaron la exigua cifra de ocho millones de reales, menos del 1 por 100 del total importado. Nadie se ha preocupado hasta la fecha de indagar el paradero del resto, aunque los más suspicaces atribuyeran la desaparición a inconfesables negocios de los círculos allegados a la Corte. En todo caso, dos hechos incontrovertibles se desprenden del movimiento hacendístico en la denominada Década ominosa: de un lado, la circulación del napoleón francés como signo de hegemonía extranjera desde los días de la invasión revolucionaria,8 y, de otro, el auxilio prestado por banqueros afrancesados y liberales al sostenimiento del trono de Fernando VII. Los empréstitos del barcelonés Gebhardt y del exiliado Aguado sostuvieron la dictadura de Fernando VII desde los años críticos de la revuelta de los agraviados catalanes,9 inclinando sin duda al soberano a una política de mayor benevolencia respecto al partido afrancesado —aquí situamos al grupo del Ministro de Hacienda López Ballesteros—, y preludiando, mucho antes del matrimonio del monarca con María Cristina, la claudicación de la Corte ante los elementos liberales.
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			Figura 1. Evolución de los precios al por mayor en Barcelona, de 1812 a 1856, según las cifras dadas por Sardá (base: 1913 = 100).

			
			 


			Las necesidades financieras de los gobiernos de Fernando VII abrieron el acceso al poder no sólo a determinados elementos filoliberales, enciclopedistas y afrancesados, sino también a la burguesía. Esta última no podía contemplar inmóvil el oprimente colapso de la economía española, ya que en él se implicaba la ruina de sus particulares intereses. Por esta causa su intervención en los negocios públicos selló con rasgo característico el despeje de la incógnita de la situación política que planteaba la indecisión de Fernando VII entre apostólicos y liberales.
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			Cuando hablamos de burguesía española entre 1750 y 1833, no nos referimos a una clase social inconcreta, como se acostumbra hacer al tratar de este período, sino taxativamente a los comerciantes sin almacén abierto y a los fabricantes e industriales del algodón y de la seda. En esta verdadera acepción de la palabra, los únicos estamentos burgueses de España correspondían a los comerciantes gaditanos y a los comerciantes y fabricantes catalanes.10 Nuestro trabajo, por razones de honestidad histórica, se ha de limitar a estos últimos.


			Es temerario creer que el desarrollo de la economía catalana a lo largo del siglo XVIII, fue promovido por las medidas «ilustradas» de los gobiernos de Carlos III. Éste es uno de los tópicos que vienen perdurando sin motivo, sobre todo después del concluyente estudio de Pierre Vilar sobre las transformaciones económicas registradas en Barcelona en aquella centuria.11 Según este autor, el auge comercial e industrial de Cataluña aparece entre 1730 y 1760 como consecuencia de un fenómeno general de alza de precios, que afectó a toda España, pero que en aquella región supo aprovecharse invirtiendo en las explotaciones agrícolas, las transacciones locales, el comercio internacional y la industria las ganancias entre los márgenes del negocio y las tarifas del trabajo, mantenidas al nivel tradicional por la continua afluencia de mano de obra (progreso demográfico). A un primer período de preparación (1730-1735), sucedería otro de realizaciones (1745-1760), que daría lugar a una primera capitalización de los recursos del país. Entre 1760 y 1770, mucho antes, por tanto, de que Cataluña alcanzara la libertad oficial de comerciar con América (1778), se registra una tendencia al cambio de estructura económica en el ámbito peninsular, caracterizado por el desplazamiento de su centro de gravedad de la Meseta a la periferia, En 1775 las curvas de precios revelan (fig. 2) la consumación de este fenómeno. Hacia fines del siglo, el impulso es tan considerable que Barcelona casi duplica a Madrid por el tenor de los salarios pagados. La capital de Cataluña se convierte en foco de atracción, al que acuden incluso los obreros de Rouen. La inflación en los beneficios, los espléndidos resultados del comercio y la estabilización del cambio por una clase social que lo dirige y saca grandes provechos del mismo.12


			A cada nueva fase de progreso económico, la burguesía catalana adquiere mayor desarrollo y presiona al gobierno para obtener nuevas ventajas. He aquí una afirmación que no concuerda con la definición formulada por J. Sarrailh al referirse a los elementos reformistas del siglo XVIII: «un roi, quelques hommes: grands seigneurs, politiciens, prélats, artisans intelligents et quelques sociétés “d’espris éclairés”».13 La burguesía catalana, desde luego, no propugna reformas quiméricas, ni quizá posee una línea de orientación política definida. Esto último vendrá más tarde, cuando la convulsión revolucionaria y la guerra de la independencia la enfrenten con su propio destino. Pero exige reformas prácticas y se adelanta a ellas utilizando las grandes armas que tiene a su disposición: el dinero y la técnica, que conquistan fuertes posiciones en torno al trono.


			Examinemos más de cerca la sucesiva formación de la estructura burguesa catalana, centrándola, eventualmente en Barcelona. En 1756, en la etapa que hemos llamado de las realizaciones, se constituye, por privilegio de Fernando VI, la Real Compañía de Comercio de Barcelona. Integran la Junta particular de la misma grandes comerciantes, muchos de ellos ciudadanos honrados y nobles terratenientes. He aquí la lista: don Buenaventura de Milans, Bernardo Gloria, Agustín Gibert y Anrich, Ramón Picó, don Domingo de Durán y de Muxiga, don Francisco de Busquets, don Francisco de Clota, don Antonio Francisco de Milans, Jaime Guardia y Morera, Esteban Matas, José Puiguriguer y Clarina, Pedro Gecseli, Francisco Puget, Francisco Oller, Juan Vidal y Mir, Juan Pongem menor y Domingo Verdaguer.14 El encabezamiento honorífico tiene aquí un justo valor social (nobles y caballeros), mientras que los demás nombres, como los de Bernardo Gloria y Ramón Picó, responden a la antigua y privilegiada condición de ciudadanos honrados de Barcelona, o bien al nuevo lustre concedido por los beneficios industriales en el incipiente arte de las indianas: tal José Puiguriguer y Juan Pongem, troncos de importantes familias burguesas en la Cataluña ochocentista.
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			Figura 2. Índice de precios de Madrid (Hamilton, línea de trazos) y Barcelona (Vilar, línea seguida) entre 1737 y 1798. Base: 1737-1750 = 100.

			
			 


			
			Estos comerciantes constituyen el nervio de la junta Particular de Comercio de Barcelona, reglamentada por Carlos 111 el 24 de febrero de 1763, a consecuencia de activas gestiones de los elementos interesados en el progreso del comercio, la agricultura y «las fábricas» del Principado.15 En efecto, desde 1758 se habían agrupado en un Cuerpo de Comerciantes, cuya matrícula se conserva en el archivo de la extinguida junta de Comercio.16 Figuran en ella 41 nombres, los arriba indicados, más otros 24 de diversa condición social. En conjunto había 5 nobles (Buenaventura de Milans, Francisco de Busquets, Domingo de Durán, Tomás de Llança), 8 ciudadanos honrados de Barcelona (Bernardo Gloria, Agustín Gibert, Ramón Picó, Pedro Benzi, José Fábregas, Melchor Guardia, Miguel Francisco Pujol y Juan Bautista Pujol) y 25 comerciantes (17 de Barcelona, 3 de Mataró y uno de cada una de las siguientes poblaciones: Arenys de Mar, Monistrol, Lérida, Sabadell y Santa Coloma de Queralt). Entre tales comerciantes figuran, además de Puiguriguer, Pedro Gecseli y Francisco Puget, Juan Vidal y Mir, Juan Pongem, fundadores de la Real Compañía de Barcelona, otros cuyas actividades debían moverse en plano parecido: esto es, el tráfico comercial con América.


			Para tener idea aproximada de la generación representada por esta primera matrícula oficial de comerciantes barceloneses, debe tenerse en cuenta que los más jóvenes —Melchor Guardia y José Francisco Seguí— contaban en 1758 veinticinco años, mientras que habían cumplido setenta y tres Francisco de Busquets y Francisco Puget, los cuales habían conocido, sin duda, las luchas de Barcelona contra Felipe V. La mayoría oscilaba entre los cuarenta y los sesenta años, de acuerdo con este esquema:


			

			 


		
			[image: ]


			 



			El promedio vital de cada uno de los comerciantes matriculados en 1758 era 53,41 años, cifra elevada que responde a la formación lenta de la clase burguesa que consideramos.


			En los años sucesivos el reclutamiento social y cronológico de los miembros del referido Cuerpo de Comerciantes varió bastante. En 1761 fueron admitidos 21 miembros; en 1762-1764, otros 20. Entre los primeros figuraban dos nobles (Francisco de Milans y Antonio de Durán) y tres ciudadanos honrados (José Gloria, Miguel Alegre y Mariano Picó); entre los segundos, sólo un ciudadano honrado: Mariano Canals. El promedio vital habíase modificado radicalmente de acuerdo con el siguiente cuadro:
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			Se trata, evidentemente, de otra generación, la de los hombres de 30 a 40 años, surgidos a la vida económica con la apetencia producida por los buenos negocios del reinado de Fernando VI. El promedio de la nueva promoción de matriculados refleja el cambio: 38,51 años. Esta cifra indica la inyección de juventud que experimentó el cuerpo de Comerciantes y que continuó, en líneas generales, en lo sucesivo.


			En cuanto a la procedencia geográfica de los comerciantes matriculados entre 1762 y 1764, la mayoría procedían de Barcelona (29). Los 12 restantes eran agentes del Principado (4 de Mataró, 2 de Sarriá, 1 de La Bisbal, 1 de La Escala, 1 de Tortosa, 1 de Alforja, 1 de Vich y 1 de Teyá).


			Hallamos así definidos, dentro del mismo grupo social burgués, dos generaciones distintas. La que había rehecho la prosperidad del Principado, partiendo del momento ruinoso de 1714, y la que vivía la primera época de realizaciones del comercio colonial. La más antigua constituye, de modo específico, la gran burguesía comercial barcelonesa del siglo XVIII, análoga, en líneas generales, a otras burguesías mercantiles de los principales puertos de Occidente en la misma época. La más joven consiste, según toda probabilidad, en los innovadores de la transformación industrial, comerciantes enriquecidos que invirtieron parte de sus recursos en el desarrollo de la industria de indianas.


			Esta sugerencia —la aparición de la generación de los industriales de indianas— viene corroborada por los siguientes hechos. Como es sabido, la primera fábrica de indianas establecióla en 1738 en Barcelona Esteban Canals y Garau.17 Pero como cuerpo colectivo de intereses no aparece hasta la protesta que en 1760 elevaron al gobierno de Carlos III los fabricantes de «indianas, lienzos pintados, cotonías, blavets y demás tejidos de algodón» contra la pragmática concediendo la libre introducción en España de los productos similares extranjeros. La pugna para imponer su criterio a los secretarios de Estado del Ramo duró hasta 1770, y en este decenio empezó a robustecerse el espíritu colectivo del grupo. Cuando Carlos III accedió definitivamente a sus peticiones en esta última fecha, los fabricantes de indianas pudieron aceptar el papel que el gobierno español les reservaba en el fomento del algodón americano y reunirse en la titulada Compañía de Hilados de Algodón, escriturada ante el notario Baltasar Oliveras, 24 de agosto de 1772.18 Esta Compañía constituye el símbolo de la segunda generación burguesa, del mismo modo que la Compañía de Barcelona lo era de la primera.


			Ahora bien, estudiando los nombres de sus 25 fundadores, hallamos en su seno 6 comerciantes matriculados: Juan Pablo Canals, José Gloria, Miguel Formentí, Sebastián Anglí, Antonio Pongem y José Francisco Seguí, cuyas edades eran, por aquel entonces (1772), de 42, 49, 57, 46, 37 y 39 años, respectivamente, lo que los empalma directamente con la segunda generación que se desprende de la matrícula del Cuerpo de Comerciantes. Cabe suponer que sus colegas de la Compañía de Hilados no les aventajarían en edad; pero ello sólo quedará comprobado cuando se analicen sus biografías y se examinen los contratos de compañías industriales que fundaron. Pues un nuevo fenómeno aparece en esta generación industrial de indianas: la amplia constitución de sociedades para explotar la industria algodonera (de los 25 miembros de la Compañía de Hilados, 13 eran sociedades en compañía).


			Definir los deseos de estos dos grupos burgueses que de 1763 a 1782 coincidieron en el Cuerpo de Comerciantes y estuvieron representados por la Junta de Comercio de Barcelona, es hoy día todavía muy difícil. De la Junta de Comercio conocemos su espíritu innovador, su afán de progreso técnico, su plan de difusión cultural y científico, sus relaciones con los hombres más caracterizados del Despotismo Ilustrado español: Ricardo Wall, Campomanes, Floridablanca. Pero todavía ignoramos el espíritu público que informaba sus gestiones.19 Cierto es que, apenas constituida la Junta, decidióse adquirir en Francia una Cyclopedia, sin duda la famosa Encyclopédie de la Ilustración;20 pero este argumento es válido de manera muy relativa para abonar la difusión del pensamiento ilustrado entre los burgueses de Barcelona. Ni el mismo nombre de Antonio de Capmany, con toda su magnitud, serviría de prueba general y concluyente. Lo que sí podemos afirmar es el amplio deseo de reformismo económico y administrativo que movió a la Junta de Comercio, no sólo para proteger a la industria catalana, sino también a la agricultura, el comercio y el bien común —la fábrica—, contra la rutina burocrática y el inmovilismo gremial. Después de siglos de silencio, la burguesía barcelonesa sólo sabía balbucir sus claros deseos de reforma del país proclamando las palabras «libertad de comercio y de fabricación».21
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			Entre 1792 y 1797 asoma en la historia de Cataluña la tercera generación burguesa. El motivo es obvio: la gran oleada de prosperidad que experimentó el país a partir de 1760 y concretamente a consecuencia del comercio con América (especialmente, el azúcar) y de los fabulosos negocios realizados desde el desencadenamiento de la Revolución francesa, redondeó las grandes fortunas e hizo ascender una nueva clase de parvenus. Basta contemplar el cuadro del desarrollo del comercio barcelonés a fines del siglo XVIII —formulado de acuerdo con los datos recogidos del derecho de periaje—22 para percatarse de la favorabilísima coyuntura que permitió el salto definitivo del capitalismo comercial al industrial en Cataluña (fig. 3).


			Ciertamente, la burguesía de viejo cuño —comerciantes y fabricantes de indianas— no contempló con buenos ojos el movimiento revolucionario francés. Los trabajos de Miguel de los Santos Oliver y Ángel Ossorio y Gallardo23 prueban la actitud antirrevolucionaria de aquel sector social, que respondió afirmativamente al sentido tradicionalista que entonces demostró Cataluña. Otros autores, como Carrera Pujal, han contribuido con nuevas y valiosas aportaciones a consolidar este punto de vista. Nada menos que 115 fabricantes algodoneros de Barcelona hicieron donativos para las ocurrencias de la guerra con Francia.24 Pero esta comprobación no encierra la exclusión de todo sentimiento filorrevolucionario en el seno de la sociedad catalana: ni entre los intelectuales de la ciudad y las provincias, ni entre el pueblo, que acudía a las tertulias de las reboticas de los libreros de Barcelona, cuyas noticias propalaban después los que el Barón de Maldá designó con el nombre de «noveleros».25
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			Figura 3. Desarrollo de las recaudaciones por derecho de periaje en el puerto de Barcelona, según datos de Ruiz y Pablo, Carrera Pujal y J. Vicens, entre 1760 y 1804. Obsérvense las caídas provocadas por las guerras contra Inglaterra (1779-1783, 1797-1802) y el brusco aumento durante la Revolución francesa (1789-1791).

			
			 


			Pero prescindiendo de su actitud política, la burguesía acogió como verdadero maná la lluvia de oro que la Revolución depositó en sus talegas. Una fiebre de negocios se apoderó de Barcelona, una ciudad que nacía definitivamente al rango de gran metrópoli capitalista. El comercio con América —tutelado ahora por los mismos ingleses— debió de ser sensacional, a juzgar por las estadísticas aludidas, y, asimismo, paños, sedas y contonías catalanes hallaron en el interior peninsular un mercado sin competencia.


			Paradójicamente, ese fecundísimo período cancela el esplendor de la Junta de Comercio y del Cuerpo de Comerciantes. A partir de 1788 —cuando se registraron todavía once admisiones a la matrícula mercantil catalana— nadie parece tener interés en formar parte de tan ilustre organismo. Entre 1788 y 1794 sólo se señalan cuatro admisiones. De pronto, en 1794, una serie de órdenes de la Junta Suprema de Comercio dispusieron el ingreso de 17 nuevos miembros en la Matrícula: en particular, banqueros. En adelante, éste será el procedimiento utilizado. Se dibuja una casta burguesa que, rompiendo con el criterio liberal característico de la Junta, tenderá a convertirse en sector privilegiado, reaccionario social y económicamente. El hecho de que por Real Acuerdo de 1801 se admitieran tres representantes gremiales en el seno de la Junta de Comercio26 corrobora el sentido retrógrado que tomó la institución a partir de la Revolución francesa.


			Por aquellos días debió también periclitar la Compañía de Hilados de Algodón, de la que aún se nos habla en 1799. El motivo de la cita es muy importante: una escritura notarial de fecha 10 de mayo de 1799, por la que se constituye el Cuerpo de Fábricas de Tejidos e Hilados de Algodón.27


			Nos hallamos, sin duda de ningún género, ante la tercera generación burguesa catalana. Los 50 industriales que, inducidos por la necesidad de defender sus intereses ante la crisis provocada por la guerra contra Inglaterra, acordaron unirse para acudir a las autoridades del Estado, integran la célula de lo que, en el futuro, será poderoso árbol en la Comisión de Fábricas y el Fomento del Trabajo Nacional. Los califica el nombre de tejedores que ostentan. Ya no se trata de los grandes comerciantes de la ruta americana, ni de los poderosos fabricantes de indianas e hilados de algodón. En general son gente sencilla, cuyos apellidos prueban el abolengo menestral o campesino. Sus medios financieros son escasos. Acuerdan sostener los gastos del Cuerpo con una modesta contribución semanal de un xavo (un ochavo de real) por telar y máquina. Cuando se les exige una aportación en metálico para apresurar trámites, sólo tres de ellos hacen un donativo de 8 duros y uno de 6. La mayoría se contentan con aportar un duro.28 ¡Cuán lejos nos hallamos de las 16 libras que, como mínimo, cotizaba un fabricante de indianas en 1772 para su Compañía de Hilados de Algodón!


			Algunos de ellos eran los mismos que en 1793 se habían sumado a los industriales de la indiana para contribuir a la guerra contra el francés. ¿Comulgaban en 1797 con idénticos principios, cuando el gobierno de Carlos IV hacía frente común con el antiguo adversario para luchar contra la poderosa Inglaterra, que cerraba los caminos a todo comercio y arruinaba la incipiente industria textil catalana? Sólo una paciente investigación en los archivos podrá aclararnos tan importante pregunta.
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			La guerra de Independencia sella el momento en que una nueva generación, como en el resto de España, aparece en Cataluña. Llámese de 1808 o de 1812, el guarismo no importa. La formidable convulsión destruyó el viejo orden de cosas e impuso a todos los protagonistas del drama —por vez primera, el pueblo en sentido lato— una actitud respecto al presente y al futuro del país. Desgraciadamente, no abundan los estudios que nos informen sobre las características específicas del pensamiento político y de las corrientes de pensamiento de cada grupo social. Conocemos las manifestaciones externas del sentimiento catalán gracias a las obras de Desdevises, Rahola, Soldevila y Mercader.29 Los textos recogidos en las proclamas, las deliberaciones de la Junta Suprema del Principado, la correspondencia oficial y la publicística coinciden en presentar el alzamiento de Cataluña como una violenta reacción antinapoleónica, realizada en defensa de la trilogía Religión, Patria y Rey. Pero si no existen dudas sobre la casi unanimidad del sentimiento antifrancés, que en Cataluña deriva de fines del siglo XVII y se había caldeado con los acontecimientos de la Guerra Gran, ni tampoco el fervor con que se empuñaron las armas en defensa de la tradición católica, en cambio las palabras Patria y Rey, profusamente empleadas, respaldaron, seguramente, conceptos de muy distinto valor para quienes las utilizaron. Esta afirmación, válida para toda España, encuentra en Cataluña matices que le son propios.


			Si durante los seis años de guerra contra Napoleón fue firmísimo el sentimiento de adhesión a la causa dinástica de Fernando VII y profundo, aunque más confuso, el de pertenecer a una misma colectividad que desde Barcelona a Cádiz y de Cádiz a Oviedo luchaba por su propia existencia, esta comprobación no empece adscripción al absolutismo político ni al centralismo ministerial que se habían derrumbado en 1808. Días antes de las luctuosas jornadas de mayo de 1808, en un memorial que debían elevar a la Corte de Bayona los representantes del Ayuntamiento de Barcelona, se hacía constar el deseo de esta Corporación de que «en todas las provincias que tienen fueros particulares se guarden éstos religiosamente por todos los tribunales».30 Este criterio de tradicionalismo histórico, que podría definirse como provincialista, continúa predominando a lo largo de la contienda, e informará de modo pleno la actuación de la Junta Superior del Principado y de los círculos en torno, como se demuestra de modo palmario en los acuerdos del Congreso de Solsona de 1810 al imponer el juramento de defender las exenciones, buenos usos y costumbres de Cataluña.31 La vuelta a la tradición como medio de evitar los errores del pasado se dibuja lentamente como fórmula de un futuro mejor. De aquí, sin duda, nacerá el reformismo histórico del partido realista, que se desplegará concretamente en el manifiesto del barón de Eroles, noble catalán, en los mismos días que el famoso manifiesto dado por la Regencia de Urgel en 1822.32


			Al lado de esta corriente, y dejando al margen el pensamiento minoritario de los intelectuales afrancesados, como Tomás de Puig, o el cosmopolitismo ideológico de un Capmany, nos interesaría rastrear las causas que hicieron posible la aparición de un clima liberal en la Cataluña de 1820. Es indudable la existencia de fuerzas innovadoras en el seno de la sociedad catalana entre 1814 y 1820. En 1815 Ballot publica su Gramática Catalana, que empezó a redactar en 1810. De 1798 a 1819 los hermanos Ignacio Torres Amat (muerto en 1811) y Félix Torres Amat preparan el Diccionario de escritores catalanes. En julio de 1815 se inaugura en Barcelona una «Sociedad Filosófica», cuyo miembro más relevante será el distinguido poeta y economista liberal Buenaventura Carlos Aribau.33 En el mismo año, el fogoso fray Eudaldo Jaumandreu (que en 1820 será constitucionalista decidido) comienza sus explicaciones de economía liberal, entendidas, como dirá más tarde, para oponerse a la «enseñanza antigua, tenebrosa y rutinaria».34 Estos signos de reformismo liberal, que se manifestarán tan pujantes en la generación posterior, la de los románticos y del Estatuto Real, deben hallar sus precursores en los mismos años de la ocupación francesa en Cataluña. Y, sobre todo, lo importante es descubrir el mecanismo que hizo posible que el constitucionalismo se elevara como pabellón de la burguesía catalana entre 1820 y 1930.


			Es indudable que la única preocupación de los comerciantes y fabricantes de Barcelona en 1808 era asegurar para sus negocios el mayor esplendor y los mayores beneficios. Para ellos la política de Godoy —la aproximación a Francia y la guerra contra Inglaterra— había resultado nefasta, porque favorecía el contrabando a lo largo del Pirineo y causaba enormes perjuicios al comercio americano. Por esta causa, un movimiento de júbilo acogió significativamente en Barcelona la caída del príncipe de la Paz. Pero los proyectos de Napoleón desbordaron tan optimistas previsiones. Ante el riesgo de aceptar una orientación política y económica todavía más sujeta a los deseos de Francia, los burgueses barceloneses expresaron sus deseos de que se les concediera un puerto franco y se mantuviera la política proteccionista seguida por Carlos III.35 El levantamiento popular y la ocupación napoleónica hicieron vanas estas demandas. En línea general la burguesía, entre 1808 y 1814, se recluyó en sus casas,36 mientras periclitaba la producción industrial y decaía el tráfico mercantil. Pero no debe olvidarse que guardaba el oro de los beneficios obtenidos durante el gran período de prosperidad de 1780 a 1804.


			Un grupo de comerciantes, sin embargo, alternó con los hombres de negocios extranjeros que la oleada napoleónica llevó hasta Barcelona. La cooperación con negociantes, fabricantes y técnicos extranjeros había sido moneda corriente en la ciudad durante el siglo XVIII. Sospechamos que a raíz de la euforia económica de las dos últimas décadas del siglo, esta corriente se intensificó, dando lugar a la creación de importantes firmas comerciales francesas, italianas, inglesas e incluso norteamericanas en la ciudad.37 Durante la ocupación francesa los comerciantes extranjeros hicieron su agosto en Barcelona, convertida por la fuerza de los hechos en punta de la especulación y del agiotismo de la época. En un interesantísimo trabajo,38 Mercader ha puesto de relieve la excepcional coyuntura que vivió entonces la capital de Cataluña: mientras las fábricas estaban paralizadas, afluían a la ciudad, por los caminos de mar y tierra, sumas considerables de cereales y partían de ella algodones, géneros coloniales y metales. De este enorme tráfico, realizado muchas veces clandestinamente, se beneficiaban no sólo las autoridades y tropas napoleónicas, sino también los jefes y las tropas de los llamados insurgentes. Colosales negocios se realizaron en aquel período en Barcelona, de los que salieron beneficiados, en primer término, los negociantes extranjeros, pero en los cuales no dejaron de tener participación los naturales del país. Si gracias a Ruiz de Pablo, Mercader, Roustit y Broussolle39 tenemos hoy una idea bastante clara de la actuación de los hermanos Durand, especialmente del llamado Raymond, de Perpiñán; Boyer y Fonfrède, de Toulouse, y de sus colegas franceses Perret, Arabet Gautier y Cía., Compte y Cía., Joseph Lajust, Sargelet, Sagnier y Cía., Lardon; de los norteamericanos Thorndike y Carrol (este último cónsul de su país en la ciudad); de los Moly, Pollan, Dodero, Garetta, Gebhardt, Bacigalupi y otros muchos que aún quedan por clasificar en sus negocios y relaciones, en cambio poco se sabe de los naturales del país que les ayudaron en sus andanzas comerciales entre patriotas y afrancesados. Pero no solamente es indudable que existieron, sino que también conocemos el nombre del más importante de ellos: Gaspar Remisa y Mialons, el futuro jefe del Real Tesoro durante los últimos años de Fernando VII.40 Este grupo de «asentistas», grandes especuladores del mercado negro, constituyen una nueva promoción burguesa en Barcelona.


			¿Influyeron los negociantes franceses en la ideología de los burgueses catalanes con los que se hallaban en relación? ¿Con los Puig, Santaló, Carol, Nadal, Gimbreda, Garriga y Puiguriguer (Esteban) con los que estaban en relación a propósito del asunto de la exportación de coloniales retenidos en Barcelona?41 ¿Coadyuvaron al desarrollo de la francmasonería en Barcelona, ampliando el radio de acción centrado en la labor de militares, burócratas e impresores franceses y afrancesados? ¿Formaron parte de la logia «Triunfo de la Amistad», que aparece establecida en 1812 bajo los auspicios del intendente Chauvelin, o coadyuvaron en la infiltración de símbolos y distintivos masónicos, como los que cargaba el buque que fue apresado entre Rosas y Barcelona hacia la misma fecha?42 Preguntas que sólo podrá contestar una investigación muy imparcial y aguda, pero que exige la realidad de los hechos y las críticas lanzadas en 1823 por elementos católicos contra determinados miembros de la Junta de Comercio que eran masones o se creía pertenecían a la masonería.43
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			Surgiendo de tan encontrados orígenes económicos e ideológicos se moldea la generación burguesa de 1814, la que llevará al triunfo la revolución industrial en Cataluña, implantará la supremacía del algodón, del hierro y del vapor, y a través de la Comisión de Fábricas —su organismo símbolo— prestará apoyo decisivo al triunfo de la causa liberal en 1832.


			La coyuntura económica de la época —como hemos analizado al comenzar estas páginas— no fue favorable para el despliegue de la potencialidad comercial e industrial de Cataluña. La depresión en la coyuntura y la inopia de los gobiernos de Fernando VII amenazaron gravemente el porvenir económico catalán, ya muy comprometido después del episodio napoleónico. En 1817 pareció que las cosas se remediaban algún tanto y que se entraba en una nueva fase de prosperidad;44 pero este síntoma no fue más que el canto del cisne de la liquidación del período de guerras revolucionarias. La caída vertical de los precios, coincidiendo con los desórdenes políticos del país, paralizaron la industria y el comercio de Barcelona en los años sucesivos. En 1824 el poeta y economista Aribau describía de la siguiente manera el estado de los negocios en Barcelona: «La mayor parte de las fábricas se han cerrado; los talleres están cubiertos de polvo; los artesanos pordioseando por las calles; los labradores quejándose del ínfimo precio a que ha reducido sus trigos la concurrencia de extranjeros; el comercio activo en inacción y el pasivo reducido a lo absolutamente preciso. Es fuera de toda duda que los capitales han disminuido considerablemente». El autor busca las causas de este quebranto en «la pérdida de las Américas, el escandaloso contrabando, la epidemia, el estado de inquietud en que se ha vivido, la guerra de que ha sido teatro, las contribuciones inmensas que se le han exigido».45 Desde luego, se reserva otras que era difícil exponer después de la restauración de Fernando VII en el solio absolutista.


			Es evidente que la fecha indicada —1824— representa el punto más bajo alcanzado por la economía catalana en todo el siglo XIX. Pero mientras la depresión continúa acentuándose y los precios se desploman hacia el abismo de 1829, las energías de la burguesía se rehacen de manera paradójica pero evidente. Su voluntad de supervivencia se reveló a comienzos de 1822 organizando en los salones de la Lonja de Barcelona una exposición de las manufacturas catalanas que fue «pasmo» del público visitante,46 y en el transcurso de 1821, en sendos informes emitidos por la Junta de Comercio contra la solicitud de Cádiz recabando que las Cortes concedieran la libertad de comercio y el proyectado arancel que dimanó de tal movimiento.47 Este espíritu no quedó sepultado por el desencanto de 1824. Al contrario, entonces se inició una época de indeclinable voluntad de superación. Mientras «muchos jóvenes»48 de la burguesía salían al extranjero, especialmente a Inglaterra, para aprender las novedades técnicas y mecánicas del día —entre ellos el famoso José Bonaplata,49 que instalaría la primera máquina de vapor en Barcelona—, en la industria se recibían con agrado técnicos franceses e ingleses y se aceptaban nuevas modalidades en la producción. Antes de 1829, dos fabricantes barceloneses —Juan Rull y José Giralt— habían introducido dos cilindros mecánicos de estampar y de 733 hiladoras barcelonesas, 410 eran del tipo denominado francés, que equivalía a la mulejenny inglesa.50 La afirmación lanzada por Madoz, respecto al estancamiento técnico de las manufacturas catalanas —que se basaba, según él, en la utilización de las máquinas importadas por el conde de Cabarrús en 1804—,51 no se halla confirmada ni por los datos anteriores ni por el feliz proyecto de Pedro Antonio Viguer de aplicar la energía hidráulica a las fábricas de hilados y tejidos,52 ni por los datos que suministra la estadística barcelonesa de 1829; 90 hilaturas, 199 fábricas de tejidos y 56 de estampado, de las cuales, respectivamente, 16, 42 y 2, pueden calificarse de negocios industriales modernos.53 Si la industria de Barcelona no podía parangonarse en aquel momento con las similares de Inglaterra y Francia, la fase de inmovilidad económica había quedado ampliamente superada. Y de ello se beneficiaron, sin duda, los grandes industriales que, desde 1832, introdujeron en el país, con el vapor, el telar mecánico y la selfactina.


			El hervor expansivo de la burguesía catalana de los años veinte contrasta con el desorden y la apatía que imperaban en las más altas esferas oficiales, cuya política, según sabemos, consistía en ir tirando a base de empréstitos extranjeros. He aquí un primer plano de discontinuidad entre la monarquía de Fernando VII y el estancamiento burgués catalán, que inclinaría a éste a buscar una solución política liberal a despecho de su actitud proteccionista industrial. Pero para no incurrir en una generalización defectuosa es preciso que nos detengamos en el análisis de los distintos niveles de la burguesía barcelonesa tal como quedó constituida a raíz de la guerra de Independencia.


			

			 



			A) La burguesía tradicional barcelonesa de tipo gremial y corporativo. Gran parte de la producción industrial de Barcelona continuaba adscrita a los viejos moldes de la organización gremial. A pesar de las leyes promulgadas por las Cortes de Cádiz y refrendadas en 1820, los gremios barceloneses continuaron en pleno vigor hasta 1834, fecha de la extinción del monopolio de trabajo en toda España. Aunque faltan estudios precisos sobre las últimas décadas del predominio del corporativismo industrial en Barcelona, parece evidente la verosimilitud de las acusaciones que se les formulaban sobre el anacronismo de sus estatutos y la falta de sentido de empresa y progreso. Los fabricantes algodoneros les tachaban de «ceguedad y egoísmo», les acusaban de utilizar «artefactos bastos» y de mantener «preocupaciones añejas y rancias, antiguallas, que si bien en aquellos tiempos la falta de luces y el ningún adelantamiento de la ciencia de perfeccionar las artes y sus productos, pudieron hacer un tanto soportable, etc.».54 Es indudable que este nivel de la burguesía barcelonesa estaba condenado a una trágica y paulatina extinción, o a una adecuación a la estructura industrial impuesta por «un trabajo asiduo, en ensayos repetidos, en el estudio de la mecánica y la química y en todo cuanto estimule el perfeccionamiento», tal como les aconsejaban los impertérritos innovadores del ramo algodonero.


			

			 



			Este nivel burgués gremial debía responder a las llamadas del tradicionalismo foralista. Pero hoy por hoy no estamos, capacitados para aseverarlo.


			B) Los comerciantes y banqueros de nuevo cuño. He aquí un nivel burgués de la mayor importancia entre 1814 y 1832. Es posible afirmar que constituyó en este período el exponente más importante de la riqueza catalana y contribuyó en grado muy significativo a preparar el cambio político que iba a dar al Estado una estructura constitucional.


			Entre 1814 y 1820 se matricularon forzosamente como comerciantes en Barcelona más de un centenar de individuos. Esto no tiene más importancia que el deseo del gobierno absolutista de restaurar la Junta de Comercio y de llenar los huecos abiertos por la muerte y la ocupación napoleónica. Pero, en cambio, presenta subido interés la relación de los nombres que formaron en estas promociones de matriculados: Juan Bacigalupi, Vicente Bacigalupi, Serafín Bacigalupi, Gaspar Remisa, Magín Corominas, Ramón Bonaplata, Gabriel Bonaplata, Antonio Dodero, Francisco de Larrard, Francisco Lesús, Juan Rull, entre otros. Asentistas y comerciantes enriquecidos durante el tráfico negro napoleónico salvaron las aguas de la «purificación» y llegaron a las orillas de la Restauración dispuestos a continuar prestando su «apoyo» a las fuerzas patriotas.


			El caso de Remisa55 es, seguramente, singular, pero no exclusivo. En todo caso demuestra una trayectoria que es preciso retener para observar la libertad de movimientos de los parvenus durante el período napoleónico. Nacido en una aldea de las cercanías de Vich en 1784, sin medios de fortuna conocidos, apareció en 1812 en Barcelona como asentista. Sobrevenido el colapso de la ocupación francesa en España, don Gaspar continuó ejerciendo su remuneradora ocupación bajo los auspicios del capitán general de Cataluña, Castaños, el vencedor de Bailén, quien debía convertirse en íntimo amigo suyo. Ágil, paciente, simpático, el primero en suscribirse a las listas de beneficencia y en apoyar el desarrollo del bel canto en la ciudad, protector de literatos y artistas, era en 1819 suministrador único de la guarnición de Barcelona y miembro del Directorio de la Compañía de Reales Diligencias. Sus fabulosos negocios le permitieron aportar 3.776.000 reales a la sociedad de banca «Canals y Remisa», que fundó en 1822. Por aquel entonces él mismo evaluaba su fortuna en 15.000.000 de reales. Esto le permitió tomar bajo su cargo en 1823 el abastecimiento de los ejércitos franceses en Levante y Cataluña, operación financiada por el banquero Gabriel Julien Ouvrard.


			Para Remisa la política era un instrumento de sus negocios, y como éstos habían prosperado bajo el régimen de Fernando VII, se convirtió en un elemento afecto a la dictadura establecida por el monarca después de sus primeros choques con el bando «apostólico». Pero desde su punto de vista, el régimen andaba mal. Por esto el ministro López Ballesteros, que en reiteradas visitas de Remisa a Madrid comprobó que el catalán «entiende mucho en números», le elevó al cargo de director del Real Tesoro. Desde este puesto de alta responsabilidad, desarrolló las reformas hacendísticas de López Ballesteros, apoyó la industrialización de Cataluña y no olvidó la marcha de sus negocios, que fueron prosperando grandemente, sobre todo desde que pudo controlar las minas de plata de Guadalcanal (1827), las de cobre de Río Tinto (1829) y la empresa del canal de Castilla (1831). En todo ello no anduvo únicamente el interés personal, sino el impulso romántico del empresario creador de riquezas públicas.


			

			 



			La historia de este catalán no es única. Paralela a ella es la de José Safont, otro ausonense que hizo fortuna en Barcelona y Madrid al amparo de las circunstancias. Nos interesaría saber qué pensaban y qué querían estos miembros de la burguesía bancaria y comercial barcelonesa trasladados a Madrid. Pero su acción no puede ser desconocida. Los amigos y protegidos catalanes de Remisa eran liberales: uno de ellos, Buenaventura Aribau, que en 1823 saludó con una poesía italiana el desembarco del general Pepe, el ídolo de los constitucionalistas napolitanos, en Barcelona,56 y Torres Amat, el ilustre canónigo tarraconense que en 1820 fue miembro de la primera Junta liberal barcelonesa.57 Sus amigos financieros castellanos eran liberales: Javier de Burgos, el duque de Sotomayor, el banquero emigrado Antonio Aguado, copartícipes en la Sociedad del Canal de Castilla. Sus movimientos en 1833, durante la crisis que llevó al poder a Martínez de la Rosa, fueron harto significativos. Remisa fue el hombre que sirvió de contacto entre María Cristina y el general Llauder, el autor del manifiesto que iba a inaugurar el predominio liberal en España.58


			Teniendo como norte la actuación política de Remisa, no se nos podrá acusar de aventurados si reputamos a los comerciantes y banqueros barceloneses muy propicios a la dictadura «ilustrada» de Fernando VII, como camino para lograr un cambio de régimen constitucional moderado. Si a través de esta política sinuosa lograron situarse en el mundo de los negocios y, conservando su fe católica, dar un buen bocado a los bienes secularizados de la Iglesia,59 tales objetivos mundanales responden al complejo mental que caracterizó al hombre de negocios del moderantismo español.


			C y D) Los fabricantes algodoneros. Este estrato burgués corresponde a la mentalidad más característica del capitalismo industrial del siglo XIX y, en consecuencia, merece nuestra máxima atención. Confluyen en este nivel social no sólo los antiguos fabricantes de la Compañía de Hilados y los más recientes del Cuerpo de Fábricas de Tejidos e Hilados de Algodón, sino todos aquellos hombres de empresa que, procedentes del comercio o del artesanado, hallaron satisfacción a sus inquietudes en el desarrollo de la nueva y revolucionaria industria algodonera.


			No obstante, y para ajustarnos a la realidad de los hechos, hemos de distinguir en este grupo la minoría rectora (nivel C) y los ciento cincuenta fabricantes (nivel D) que no veían más allá de sus balances y seguían a los primates según las oscilaciones de la producción. Si la mentalidad economicista era común a todos y todos defendían a la una el denominado sistema prohibitivo, o sea el proteccionismo para sus industrias, no puede aseverarse que el simple fabricante fuera asimismo copartícipe de los ideales políticos de sus más calificados representantes. Pero el hecho de que aceptara su jefatura revela que las ideas del grupo minoritario no debían ser muy disconformes con las que ellos mismos habrían podido sustentar.


			Conocemos la mentalidad política de este nivel burgués a través de la «Comisión de Fabricantes de hilados, tejidos y estampados de Algodón del Principado de Cataluña». La historia de esta asociación es muy mal conocida. Graell, su principal tratadista, la hizo derivar de la Junta de Comercio y de una Comisión de Fomento, que no logró localizar en el tiempo.60 Sus errores han pasado a los posteriores historiadores de la economía catalana.61 Lo cierto es que la Comisión de Fábricas fue un organismo sino clandestino, por lo menos ilegal, aunque tolerado por las autoridades. Su reglamento no fue aprobado hasta el 28 de noviembre de 1841, durante la regencia del general Espartero y el dominio del partido progresista.62


			El mismo hecho de la semiclandestinidad del citado organismo industrial sitúa a sus creadores en el plano de la oposición al gobierno de Fernando VII o por lo menos al régimen administrativo y económico que aquél representaba. En 1838, al presentar una instancia a la reina regente para regular su situación jurídica, la Comisión aducía el hecho de que desde Carlos III existía en Barcelona una asociación de fabricantes, que primeramente se había llamado Real Compañía —«representada en otro tiempo por una Junta de tres directores y ahora por esta Comisión de Fábricas»—.63 Nosotros sabemos que ni la Junta de Comercio ni la Compañía de Hilados de Algodón tuvieron nada que ver con los industriales textiles algodoneros. Se trataba de un argumento confusionario. El verdadero padre de la Comisión de Fábricas era el Cuerpo de Fábricas de Hilados y Tejidos de Algodón creado por escritura privada en 1799.


			En 1804 este Cuerpo intentó que el gobierno de Carlos IV aprobara sus estatutos como corporación pública. El informe de la Junta Central de Comercio fue desfavorable (1806),64 particularmente en el extremo de autorizar a los fabricantes algodoneros una total independencia de gestión. Era aquél un momento de reacción corporativista, según ya hemos anotado. Es posible que desde entonces el Cuerpo de Fabricantes buscara el apoyo de la Compañía de Hilados, a la que había acudido desde el mismo día de su creación.65 En todo caso, después de la ocupación napoleónica, Compañía de Hilados y Cuerpos de Fábricas actúan mancomunadamente; mejor dicho, el nuevo organismo se acoge a la anacrónica compañía, cuyos fines habían ya caducado, para beneficiarse del privilegio real que la amparaba. Cuando en 1818 aparece en la prensa de Barcelona una convocatoria en nombre del Real Cuerpo de Hilados, Tejidos y Estampados de Cataluña, la suplantación se ha consumado. Como escribe Carrera Pujal, un mismo secretario se ocupaba de los asuntos de las oficialmente distintas asociaciones.66


			En 1820, al producirse el pronunciamiento de Riego, el Cuerpo de Fábricas intentó aprovechar la oportunidad para obtener el reconocimiento oficial que le había sido negado en 1804. Su secretario era entonces el inquieto agustino Eudaldo Jaumandreu, conocido por sus ideas liberales, y uno de sus elementos más activos el director Serapio Sangermán. Previo informe de la Diputación Provincial y de la Junta de Comercio, el Cuerpo de Fábricas fue autorizado provisionalmente por el jefe político de Barcelona, señor Zarco del Valle. Seguramente data de aquel momento el nombre de Comisión de Fábricas de Hilados, Tejidos y Estampados y su organización con un comité de nueve miembros, elegidos por los fabricantes del ramo.67 No obstante el apoyo recibido de las autoridades locales, la Comisión no logró verse reconocida por el Gobierno. El informe que elevó en 1822 para que aprobara su reglamento fue detenido por la Junta de Comercio, celosa de sus prerrogativas.68


			Simultáneamente, el Ayuntamiento de Barcelona, al que el nuevo orden constitucional acababa de conceder el fomento de la agricultura, la industria y el comercio de la población, dio vida, con la colaboración de la Junta de Comercio, a una Comisión de Fomento (29 de julio de 1821).69 La infiltración de elementos liberales fue en ella notoria: al lado de fray Eudaldo Jaumandreu figuraba Magín Corominas —diputado a Cortes, miembro de la Junta de Comercio y esforzado abogado de la Comisión de Fábricas—. Es posible que ésta buscara salida a sus propósitos a través del nuevo organismo, y que ello diera lugar a la confusión —fortuita o buscada— sobre la paternidad de la Comisión de Fomento respecto a la Comisión de Fábricas, según aparece en el documento de 1838.


			El desplome del régimen constitucional silenció a Eudaldo Jaumandreu, a Magín Corominas —acusado de masón— y a la Comisión de Fábricas. Según informe de Serapio Sangermán (julio de 1826) sólo dos fabricantes continuaban al frente del directorio de la asociación. Los demás o habían fallecido o huido,70 lo que prueba su adscripción a la ideología liberal. Pedía Sangermán que se reorganizara la Comisión, lo que tuvo efecto bajo los auspicios de la Junta de Comercio y de su vocal don Magín Corominas el 13 de julio de 1826. Este hecho tuvo dos consecuencias: enrolar a todos los fabricantes de hilados, tejidos y estampados bajo la Comisión, con la obligación de cotizar para el desarrollo de sus fines71 y ofrecer a Fernando VII un apoyo económico y político en la lucha que acababan de declararle los apostólicos.


			Esta afirmación no es intuitiva. Queda demostrada por los siguientes e inmediatos sucesos: la vibrante acogida que tributó Barcelona a Fernando VII en diciembre de 1827, «en señal del verdadero triunfo que ha conseguido el rey nuestro señor, que con sólo la real presencia se han disuelto las reuniones de gente armada que tenían al Principado en el mayor trastorno y conflicto» —palabras de la Junta de Comercio al referirse a la reducción de los agraviados de 1827—;72 la concesión por el monarca del Real Decreto sobre Aranceles provisionales (Tarragona, 1828), primera medida de declarado sabor proteccionista a la industria algodonera catalana;73 el reconocimiento en el mismo Real Decreto de la Comisión de Fábricas, al encargársele de distribuir entre los fabricantes los hilados extranjeros decomisados;74 y, sobre todo, la decisión tomada en la Asamblea que se reunió en la Lonja el 4 de enero de 1828, consistente en hacer a Fernando VII un gracioso donativo de un millón de reales para atender a los gastos de su persona y casa.75 Decididamente, la burguesía liberal barcelonesa acababa de firmar un pacto con el monarca. Pacto tácito, a cuyo término no podía sorprender que figurara una atenuación del régimen absolutista.


			Desde este momento la partida está echada. María Cristina fue recibida en Barcelona con gran pompa, y aunque nadie podía predecir entonces el futuro rumbo de los acontecimientos, su personal encanto contribuyó a prender para la monarquía el apoyo de los elementos de la burguesía. Si Gaspar Remisa fue cautivado por la nueva soberana, hasta el punto de convertirse en uno de sus más fieles servidores, amigos y consocios,76 ¿qué tiene de extraño que los fabricantes de la Comisión se adhirieran a su causa aunque no comulgaran con el credo liberal? En particular Pedro Fábrega, Juan Cortés, Pablo Muntadas, Antonio Mas, Pablo Vilarregut y J. de Castañer, quienes el 22 de diciembre de 1832, después de los sucesos de La Granja, acordaron hacer a la reina la «ofrenda de su agradecido corazón» y manifestar la adhesión a la causa de su hija de 180.000 hombres, patronos y obreros, que se levantarían para hacer huir «la hidra» que amenazaba la «fulgente diadema» de la «excelsa Princesa».77


			¿Liberales? Desde luego, no carlistas, a los que calificaron muy pronto de «malvados enemigos».78 Pero tampoco liberales a ultranza, sino partidarios de la libertad «moderada y justa». Convencidos en absoluto de que «el trabajo no puede tener actividad ni en la tiranía del despotismo ni en los desórdenes de la anarquía».79


			Como dice Graell, la Comisión de Fábricas no guardó neutralidad a la muerte de Fernando VII. Mejor habría podido decir, sin duda, que desde 1826 esperaba el advenimiento de un régimen de templanza, conforme a las tradiciones pactistas del país.80
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			Estas Notas pueden proporcionar una nueva y fecunda hipótesis de trabajo sobre los orígenes del siglo XIX español: la participación de la burguesía periférica en el cambio político de 1832-1833, producido a favor de la causa liberal por el doble motivo de su reformismo administrativo y político y de la incapacidad del gobierno de Fernando VII de dar un orden económico al país.


			

	    

	
		 

            LA ECONOMÍA DE LOS PAÍSES DE LA CORONA DE ARAGÓN EN LA BAJA EDAD MEDIA1


			

	    

	
			 

            El interés despertado por los temas de historia económica de la Corona de Aragón en el Congreso celebrado en Palma de Mallorca en 1955,2 algo antes de que en Roma se discutiera la ponencia firmada por M. Mollat, J. Johansen, M. Postan, A. Sapori y Ch. Verlinden;3 permite esperar un pronunciado avance de tales estudios en el actual VI Congreso, que se reúne en Cerdeña. Avance en un doble sentido: en el de trazar el esquema esencial del organismo económico que fue entre 1330 y 1500 la Corona de Aragón —hoy sólo intuido— y en el de contribuir a resolver, en un caso concreto de economía regional mediterránea, la polémica abierta entre los especialistas sobre la evolución de la coyuntura en este período: de tendencialidad «depresiva» para la mayoría, contradiciendo la euforia de la teoría clásica: sobre la formación del movimiento renacentista, y «progresiva» para otros, a los que no llegan a convencer los datos aportados por los primeros.4


			El objeto de la presente ponencia será también doble. Una parte se referirá a la estructura y vínculos económicos de los países de la Corona de Aragón en los siglos XIV y XV, incluyendo las oportunas referencias a los Estados vecinos, singularmente Castilla. La segunda tratará de la dinámica coyuntural en las mismas centurias.
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			LA CORONA DE ARAGÓN, ORGANISMO ECONÓMICO


			

			 



			Hoy, la primera pregunta que se plantea el historiador, al tratar de comprender la expansión territorial de la Corona de Aragón en los siglos XIV y XV, es la de saber si responde o no a una estructura económica de base. Desde luego, han quedado superadas las interpretaciones puramente políticas y diplomáticas y las personales y heroicas, sobre el proceso de formación de la Confederación catalanoaragonesa y de su complejo imperial en el Mediterráneo occidental.5


			Pero esto no basta. Es preciso saber si la Corona de Aragón fue a fines del siglo XV una realidad económica, y, en este caso, las etapas de su formación y el carácter de tal organismo: a) en relación con las economías regionales vecinas: norteafricana, castellana, lenguadocianoprovenzal e italiana, y b) en relación con los tipos de imperialismo económico del pasado (concepción veneciana) y del inmediato futuro (imperialismo español en América).


			Podrá parecer atrevido indicar esta orientación de marcha en el campo de la historia macroeconómica, cuando aún están por resolver los detalles más esenciales en el campo de la microeconomía. Pero es preciso situar el tema en la perspectiva más amplia para que den resultado las hipótesis de trabajo de las futuras investigaciones, sean o no económicas. Así, uno de los puntos débiles del esquema de filiación colonial mediterráneo-atlántica del profesor Charles Veslinden6 radica, evidentemente, en la falta de andamiaje estructural económico que debe justificarlo.


			Ya en 1940 hicimos observar7 que «la red de las relaciones económicas de Cataluña precedió, casi siempre, a la acción cultural y política de los pueblos levantinos de la Península en los países mediterráneos». También hablábamos entonces de «diagonal insular» y de «ruta de las islas» (Baleares, Cerdeña, Sicilia) para señalar el eje de marcha económico y político de la Corona de Aragón en el Mediterráneo occidental. De este modo hemos ayudado a la comprensión de la historia catalanoaragonesa. Pero en cuanto a la traducción de tal hipótesis de trabajo en realidades tangibles, hemos de reconocer que el progreso realizado ha sido mínimo. Esperamos que no sucederá lo mismo en el futuro.


			Remachando nuestra tesis de 1940, hoy nos parece claro que la Corona de Aragón se estableció sobre la ruta de las especias y que gran parte de su política estribó en la conservación y defensa de la misma. Ésta fue una actitud mantenida celosamente por los mercaderes catalanes, concretamente por los barceloneses, que logró superar las vacilaciones de la monarquía, motivadas por dificultades internacionales y crisis internas.


			El proceso de reconstitución imperial catalanoaragonesa, llevado a cabo por Pedro el Ceremonioso, debe obedecer a este hecho, de la misma manera que en el comienzo de la expansión fueron los ciudadanos de Barcelona los que indujeron a Jaime I a la conquista de Mallorca. Para la monarquía la empresa mediterránea se presentó como un ideal religioso: la realización de la Cruzada (no sólo en Jaime I, sino en Jaime II, quien, según ha demostrado Salavert, quería «proceder» hacia Oriente, apoyándose el ejército en las islas cristianas, esto es, Mallorca, Menorca, Cerdeña y Sicilia),8 o bien como un problema de equilibrio de poderes (Anjou y Aragón, güelfos y gibelinos). Pero en el fondo de la cuestión se debatía el problema de la posesión de los estrechos centrales del Mediterráneo y de las bases de Cagliari, Alguer, Mahón y Mallorca.


			Es muy posible que la ruta inicial de la expansión marítima catalana no fuera la de las Islas y de las especias, sino la del oro, los esclavos y la lana, esto es, la ruta africana. Teniendo en cuenta los orígenes de la fortuna de Barcelona, inclusa en el Imperio carolingio,9 el comercio con la Valencia árabe, etapa obligada con el mundo norteafricano, y después el enlace directo con éste, fueron elementos quizá decisivos en las primeras acumulaciones de capital barcelonés. También es muy posible que Mallorca fuera elegida como conquista propiciatoria más en vista a su papel de puente respecto a la costa bereber que al litoral sardo o siciliano. Pero a pesar de la perduración de la corriente económica africana, cuya densidad acaban últimamente de ponderar los trabajos de Ángeles Masiá10 y de Charles E. Dufourcq,11 es inevitable referirnos a la ruta de las especias como estructura fundamental del gran comercio barcelonés y base del imperialismo mediterráneo de sus reyes.


			Si se acepta esta afirmación, queda planteado un grupo de sugestivos temas: ¿Cuál fue el área exacta del comercio barcelonés de la especiería en Francia meridional y la península Ibérica? ¿Cómo se prepararon los capitales necesarios para equipar la flota mercantil? ¿Quiénes fueron los hombres que dirigieron el movimiento: pisanos, como sugirió Verlinden; lenguadocianos, como hemos indicado nosotros; o quizá nativos catalanes, entre los cuales algún grupo de judíos influyentes?12


			A esta primera etapa (comercio de la especiería, a través de Sicilia; tráfico de oro, esclavos y lana, con África Menor) sucede, desde comienzos del siglo XIV, una segunda en que la industria tendrá un papel más acusado. El establecimiento de grandes manufacturas textiles en Barcelona, y de rechazo en el resto de Cataluña, ha quedado definitivamente fechado alrededor de 1304, gracias a un notable documento publicado por J. E. Martínez Ferrando y comentado por él y J. Reglá.13 Sobre la base de una tradición textil para el consumo local se pasa, en cuestión de unos decenios, a «grans companyes de draps» y a una activa industria de exportación. Una de las causas que influyeron en este proceso fue sin duda —y así lo señalan ambos autores— el cese o la paralización de las importaciones de tejidos franceses desde 1283 a 1313. Pero no puede concebirse el éxito de la gran industria lanera catalana sin un fuerte mercado de consumo interior (la población crece hasta 1348 en Cataluña y Valencia) y una expansión internacional de amplios horizontes. De un lado, hacia Castilla, cual era la doctrina económica del baile de Barcelona Romeu de Marimón —atraerse a los castellanos para que no compraran más tejidos que los catalanes—, y de otro, naturalmente, hacia el Norte de África y las islas mediterráneas.


			Sería de interés primordial trazar la historia de la conquista comercial de esos territorios. Lamentablemente, estamos muy alejados de esa meta. De Castilla conocemos muy poco excepto el fracaso catalán en Sevilla ante los genoveses,14 del cual podría hablarse aún mucho. De Sicilia menos todavía, pues todo ha quedado oscurecido ante el aparato militar y diplomático desplegado por los reyes de Aragón en la isla o bien por algunas noticias sobre el papel de escala en la ruta a Egipto.15 De Cerdeña, poco más o menos. El único andén litoral sobre el que sabemos algo concreto es el de África Menor, gracias a la benemérita labor de Masiá y Dufourcq. De sus investigaciones se desprende un hecho importante: el desarrollo del comercio entre Cataluña y Alejandría vía Sicilia corresponde al aumento de la penetración mercantil de la Corona de Aragón en Túnez, Bugía y Tremecén. El tratado firmado en 1301 entre Jaime II y el hafsí Abu-Asida Mahomet II sería el gozne que abriría la opulencia para los industriales y comerciantes catalanes, en detrimento —y esto es lo importante— de Sicilia, que hasta entonces dominaba en la región. La idea es de Dufourcq16 y nos parece excelente como hipótesis de trabajo. Pero para comprobarla es necesario analizar previamente la actividad de las colonias catalanas en Sicilia —Messina, Palermo, Trápani— y la paulatina sustitución del mecanismo mercantil siciliano por el catalán.


			De todas formas el siglo XIV se presenta como la gran época de la economía catalana en el Mediterráneo occidental. Organismo joven, que no requiere medidas proteccionistas de cuño oficial, porque marcha viento en popa, a compás del dinamismo de industriales y comerciantes, políticos y militares. Los clásicos, como Capmany, han espumado lo mejor de la documentación de la época. En sus páginas todo aparece sereno, resuelto. La verdad se nos revela en las trabajosas e interesantes líneas que Masiá ha dedicado al comercio ilícito de los catalanes con Egipto.17 El apetito de la ganancia priva sobre cualquier amenaza de anatema papal, más si son judíos buena parte de los comerciantes embarcados, como Salomón Jaffic, Isaac David, Isaac Magalup, Bonjué Yucef, Isaac Vives, etc. Desde 1305 —la fecha coincide con la que antes dimos sobre el establecimiento de la gran industria textil en Barcelona— un tribunal eclesiástico real absuelve a cuantos navegantes, patronos y mercaderes se embarcan para Alejandría con el objeto de comerciar con aquel puerto, a pesar de las prohibiciones contenidas en la bula de Nicolás IV de 1291. Absolución lograda a buen precio, no hay que olvidarlo. Pero, como hace observar Masiá, los documentos de absolución, que examina hasta 1334, sólo nos dan una exigua parte del personal interesado en el comercio de Levante: la de aquellos que, poco hábiles, caían en las mallas de las autoridades reales y eclesiásticas.


			De este modo se iban a comprar las especias y las drogas a Alejandría. ¿Cómo se pagaban? Los catalanes no poseían más que un medio para ello, atendida la pobreza de su suelo en metales preciosos, el oro que importaban de África del Norte como contrapartida de sus ventas en aquellos mercados (especias, tejidos, coral, hierro forjado) y de la percepción de tributos por sus soberanos (al estilo del fijado en 1301: de 2.000 a 3.000 dinares anuales). La gran arteria del organismo económico de la Corona de Aragón aspiraba oro de África del Norte y lo bombeaba sobre Alejandría, en donde se adquirían las especias que luego serían redistribuidas a lo largo de las costas del Mediterráneo occidental.


			Este esquema básico comprende otros puntos importantes que es necesario mencionar. En las condiciones antedichas el saldo de la balanza comercial debía ser favorable, pues las especias vendidas en Occidente con oro barato sudanés debían producir márgenes comerciales satisfactorios, a pesar de pérdidas por ataques piráticos, naufragios, deterioros, etcétera. También debe añadirse a la partida beneficios el saldo de la industria textil, con mercados prósperos en Cerdeña, Sicilia y África Menor, adonde se reexportaban telas de calidad, flamencas y francesas, y «drapades» catalanas baratas, de tipo popular. Añadamos a ello los remanentes derivados de la del metal y del coral, esta última monopolio técnico de los catalanes durante la Baja Edad Media18 y estimable fondo de ingresos a causa de la expansión mundial de tal piedra. Como saldo negativo hemos de situar las importaciones de cereales en las grandes ciudades, sobre todo Barcelona, la compra de esclavos (en particular después de la Peste Negra)19 y la adquisición de objetos de lujo en los mercados francés, italiano y flamenco.


			El corazón de este organismo era Barcelona, capitalidad política y centro financiero de la Corona de Aragón. En la última década, dos excelentes trabajos sobre el establecimiento de la deuda municipal20 y el desarrollo progresivo del sistema tributario21 han venido a aclarar puntos oscuros de la economía urbana mediterránea y a completar la magistral lección de Usher sobre los banqueros catalanes de los siglos XIV y XV y el establecimiento de la Taula de Canvi. Sin embargo, confesamos que en este punto no nos sentimos satisfechos, ya que habríamos adelantado un gran paso si ciertas investigaciones hubieran llegado a su normal desarrollo.


			A comienzos del siglo XV, cuando ya se ha iniciado la crisis de la economía catalana (por ahora no hablamos de depresión de la coyuntura), el organismo mercantil e industrial de la Corona de Aragón en el Mediterráneo da síntomas de fatiga. Revela este proceso el admirable estudio que Jacques Heers ha dedicado al comercio mediterráneo de la época, basándose en los documentos del Archivio Datini.22 Comparando la actividad de venecianos, genoveses y catalanes en los puertos de Oriente y Occidente, Heers señala el atraso técnico de estos últimos respecto a los primeros en especialización mercantil: mientras los venecianos, y en pos de ellos los genoveses, embarcaban partidas únicas, ligeras y remuneradoras, especialmente pimienta, las listas de carga de las naves catalanas continuaban siendo un mosaico de géneros, según procedían de las caravanas. Asimismo, el transporte marítimo catalán era lentísimo. Los venecianos empleaban cerca de un mes en el viaje de vuelta de Alejandría (de veinticuatro a cuarenta días); los catalanes, para un trayecto algo mayor, que podía durar a lo sumo sesenta días, invertían unos tres meses, a veces seis. Ello demuestra que sólo practicaban un tráfico de gran cabotaje, de corte plenamente medieval, con escalas reiteradas, a partir de Sicilia, y el resto del complejo económico de la Corona de Aragón.


			La realidad que nos describe Heers merece ser estudiada de cerca. No puede admitirse, sin más, la incapacidad de los catalanes para adaptarse al nuevo estilo de los negocios, por aferramiento a formas tradicionales de comercio. Si los venecianos iniciaron el sistema de tráfico rápido y especializado, debemos atribuirlo a la creciente demanda del mercado de Europa central; fatalmente los genoveses les siguieron por el mismo camino. Barcelona no se encontró con esa posibilidad, ni en el sur de Francia, ni en Aragón, ni en Castilla. Esto es obvio. Limitóse a hacer lo que estaba en sus manos, renunciando al duro, aunque remunerador, comercio con el mar Negro y cercenando sus posibilidades en África. Simultáneamente, la presencia de los portugueses en Ceuta y el desarrollo de la actividad castellana en el litoral africano atlántico23 deben conjugarse con una frustración: la de la expansión mallorquina en el Senegal. La apertura de este territorio al comercio catalán (oro, marfil y esclavos), iniciada bajo tan buenos auspicios a mediados del siglo XIV,24 quizás habría dado al organismo económico de la Corona de Aragón en el Mediterráneo occidental el empaque de comercio que hoy echamos de menos. Perdida esa posibilidad, tuvo que defenderse empleando otros recursos.


			Se inicia así una nueva fase en la estructura de la economía de la Corona de Aragón en el Mediterráneo occidental. Ante la competencia extranjera, que no cede ni en los mismos puertos de Sicilia,25 las autoridades superiores evolucionarán, cada vez más, hacia la adopción del criterio de un imperialismo político basado en una fuerte flota de guerra, a poder ser permanente, y proteccionismo comercial. Es posible considerar toda la historia catalanoaragonesa del siglo XV, desde la batalla de San Luri, en Cerdeña (1410), a la victoria de Gonzalo Fernández de Córdoba, en Garellano (1504), como una marcha en el sentido indicado. Con altibajos, desde luego, pero con una tendencia inmutable que se consuma totalmente bajo Fernando el Católico. En este sentido coinciden el imperialismo castellano de Alfonso el Magnánimo con el imperialismo catalán de un Requesens o de un conde de Módica. La tremenda acción agresiva de Alfonso el Magnánimo en el Mediterráneo occidental debe relacionarse con esta atmósfera de crisis de los años 1430: ruptura con Marsella, Génova, Florencia, Nápoles, Túnez y Castilla. Y si bien debe cederse en Ponza, en 1435, la perseverancia de Alfonso —ideal caballeresco— y la de los burgueses catalanes (de lo que hay constancia en las Cortes de la época)26 se impone sobre los factores adversos. No hay que olvidar que pocos meses antes de la muerte de Alfonso el Magnánimo la flota de Vilamarí tenía reducida Génova a completo asedio.


			Como es bien sabido, la tensión suscitada por la política de Alfonso el Magnánimo estuvo a punto de provocar el colapso del organismo económico de la Corona de Aragón en el Mediterráneo. Pero superados los dos negros decenios de 1460 a 1480, la potencialidad de Castilla, respaldando a los catalanes, permite reinstaurarles en los lugares tradicionales de su comercio, con amplias ventajas aduaneras, primero en Cerdeña, luego en Sicilia y finalmente en Nápoles y África Menor. Sicilia sobre todo, será hasta 1640 coto cerrado de la economía catalana decadente, quizás incapaz de abrirse paso hacia los horizontes de la nueva economía atlántica.


			En este momento se termina la evolución iniciada tres siglos antes. Ahora la economía de la Corona de Aragón es un organismo estrictamente localizado en el Mediterráneo occidental, con algunos apéndices —escasos— hacia Alejandría y Flandes. El núcleo de este organismo —Cataluña— se ha acaparazonado con severas medidas proteccionistas, que tienden a defender su industria y su comercio, ya que su flota mercante, que intentó revalorar el Acta de Navegación de 1453, se disipó en la crisis revolucionaria de 1462-1472, y sólo reaparece tímidamente, hacia 1490. Proteccionismo severo que permite exportar todavía tejidos, corales, cuero y hierro forjado hacia Cerdeña, Sicilia y Nápoles, y regresar con algunas especias y trigo.27
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			PAPEL DE CASTILLA EN LA ECONOMÍA DEL MEDITERRÁNEO EN LOS SIGLOS XIV Y XV


			

			 



			¿Cuál había sido durante los últimos siglos el papel de los territorios del reino de Castilla en la economía mediterránea? La presencia castellana —esto es, vasca, montañesa, gallega y andaluza— en la navegación y el comercio del Mediterráneo merecen una investigación a fondo, cuyos resultados, a tenor de lo ya logrado por Jacques Heers,28 no vacilamos en considerar de primerísimo interés. En efecto, a través de ellos empezamos a darnos cuenta de los problemas planteados por la imbricación de la economía mediterránea con la atlántica —y viceversa— en la época de los Grandes Descubrimientos.29


			Según los datos que poseemos, es indudable que en la época que examinamos hay más una influencia de la economía mediterránea sobre Castilla que a la inversa. Son los genoveses quienes ayudan a los reyes castellanos a abrir el estrecho de Gibraltar a fines del siglo XIII, y ellos forman los cuadros de su primera marina de guerra. Hasta 1370 los almirantes son todos o casi todos genoveses. La apertura del estrecho, que es un fenómeno decisivo en el paso de los siglos XIII a XIV, crea una nueva ruta comercial entre Italia y Flandes, explotada en principio por italianos, especialmente genoveses, que en Sevilla acabaron por constituir una colonia de gran importancia, si bien todavía mal conocida.30


			Henri Laurent supone que, desde mediados del siglo XV, los españoles suplantan a los italianos en la explotación de esta ruta y actúan como intermediarios, incluso entre Venecia y Flandes.31 Esta afirmación debería ser comprobada documentalmente. Hasta ahora, los estudiosos la ponen en duda. Ciertamente, existían vínculos y relaciones, pero de fecha más tardía y, al parecer, poco sistemáticos. Por ejemplo, sabemos que en 1403 los Albertini de Florencia utilizaban, para su comercio con Flandes, una flota matriculada en Bilbao, de la que era dueño, al menos en parte, Diego López de Stúñiga, justicia mayor de Enrique III y tronco de los futuros condes de Plasencia. Los tres patrones, cuyo nombre es conocido, eran respectivamente de Laredo, Deva y Bermeo.32 En realidad los italianos no hacían sino contratar el transporte de cargas; los vascos fueron en todo este tiempo simples porteadores.


			Es muy posible que los castellanos aprendieran el camino del Mediterráneo entre 1382 y 1393. Los estudios hasta ahora realizados tienden a rebajar la importancia que se ha dado a las campañas marítimas de Pedro I de Castilla, que no parecen haber arrojado resultados decisivos. En 1382, cuatro años después de comenzar el Cisma de Occidente, estalla, como un episodio más de la querella entre ambos Papas, la guerra civil en Nápoles. Los clementistas apoyan entonces la candidatura de Luis de Anjou. En auxilio de este pretendiente contratan los servicios de una flota castellana, que acude a Italia bajo el mando de un experimentado marino, Fernán Ruiz Cabeza de Vaca.33 Cuando la guerra acaba, con el fracaso del pretendiente, los marinos castellanos no abandonan ya el Mediterráneo, sino que permanecen en él dedicándose a actividades mercantiles y piráticas. Desde luego, puede comprobarse documentalmente que, sobre todo en los primeros años del siglo XV, Benedicto XIII contrataba barcos castellanos para constituir la gran flota que pensaba llevar a la conquista de Italia.34


			Hace algunos años Luis Suárez Fernández recogió, en un artículo muy breve, algunos puntos de vista y nuevos datos acerca de la cuestión.35 Entonces llamó la atención sobre el preponderante papel que jugaba Cartagena en la inclinación castellana hacia el Mediterráneo. Creemos que resultaría provechoso insistir sobre este punto. Sabemos hoy que lanas y cueros constituyeron los dos principales productos de exportación castellana a Italia. Algunas ciudades de la Corona de Aragón, Valencia sobre todo, e incluso Mallorca, en modo alguno Barcelona,36 actuaron como intermediarias en este comercio. También sabemos que, a principios del siglo XV, la presencia de naves castellanas en Sicilia era un hecho normal.


			Cartagena era principalmente una base militar. Aunque fuese visitada por comerciantes italianos, aunque en ella se embarcasen cargas para Italia, no puede considerársela como una etapa mercantil. La explicación es muy lógica. Una parte del comercio castellano en esta zona se hacía por tierra. La principal dificultad con que tropezaba la navegación por el Mediterráneo era la piratería. La proximidad de las costas castellanas a las de Granada y África motivaba una lucha mortal contra los corsarios. La incursión de Pero Niño en 1404 —Cerdeña, Córcega, Túnez—, vivamente relatada por su cronista Gutierre Díez de Games,37 es de un interés enorme como muestra de la actividad de unos marinos que apenas si han dejado huellas escritas.


			Hay tres fechas decisivas en la inclinación de los castellanos hacia el Mediterráneo: 1406, 1415 y 1423. La expansión mongólica de Tamerlán, pese al quebranto que supuso para los turcos, empeoró las condiciones del comercio en Asia Menor y Siria. Los italianos buscaron en Occidente una compensación a sus pérdidas en los mercados de Oriente. Y no sólo genoveses, pisanos o florentinos, sino incluso venecianos, aparecieron en los puertos de Castilla. Hay media docena de jugosas cartas en Simancas38 que nos aclaran esta cuestión. Los italianos traían paños de oro y seda, paños «bervíes», metales trabajados, especias y objetos de lujo.39


			Después del saqueo de Marsella por Alfonso V (noviembre de 1423), la ciudad, que había sufrido un marasmo económico terrible, inició su renacimiento. Carente de flota, apeló a los servicios de los marinos vascos que, en gran número, acudieron. Desde 1426 se constituye en Marsella un cónsul de los españoles —es decir de los castellanos— llamado Vasco Pérez de Santiago. Los datos recogidos por Baratier y Reynaud40 proporcionan listas de barcos, patrones y empresarios; son todos procedentes de los puertos septentrionales de España. Las malas relaciones entre Castilla y Aragón favorecen esta tendencia.


			La fecha de 1415 es siempre significativa: conquista de Ceuta por los portugueses. Acabamos de llamar la atención sobre el papel que desempeña en orden al frenazo de la expansión catalana en el Atlántico central. Viceversa, Heers la sitúa como umbral del gran momento de portugueses, gallegos y vascos en el Mediterráneo.41 Por vez primera un pueblo atlántico detenta una base de tal importancia en el Estrecho de Gibraltar y Ceuta se convierte en etapa comercial de singular envergadura. A partir de este momento, y gracias a la rivalidad política entre genoveses y catalanes, florecerá la navegación hispánica de carga; los vascos, habitualmente al servicio de Barcelona; los portugueses y gallegos, al lado de Génova. La situación no se modificará fundamentalmente hasta fines de la centuria. ¿Cuándo? Lo desconocemos. Pero en 1495 los portugueses son los dueños del comercio del azúcar en el Mediterráneo, y los genoveses sus procuradores acreditados. Azúcar que traen de Madeira y de Canarias (por Cádiz) y que llevan a Venecia y Chios.42 La transformación debe haberse realizado hacia 1480, o tal vez antes, pero siempre relacionada con este producto. Quizá debamos añadir a este factor la posesión del oro. Los portugueses son dueños ahora de importantes fuentes auríferas. Spooner ha señalado con precisión las etapas de la conquista de las rutas del oro sudanés: 1443, centralización en la isla de Arguín del polvo aurífero procedente de Timbuctú; 1470, descubrimiento del golfo de Guinea; 1482, erección de San Jorge de la Mina.43 Desde el fondo del Atlántico ecuatorial, la onda económica suscitada por el dorado metal proyecta sobre el Mediterráneo la ofensiva de las carabelas lusas. Y, a la zaga de ellos, no los olvidemos, los castellanos.44


			De este choque entre marinos mediterráneos e hispánicos va a surgir el tipo del navegante atlántico, descubridor de América. El hecho es bien sabido. Pero la teoría se explica mejor comprendida en el clima que presentamos y ejemplificada mediante datos concretos.45 Es de desear que la fortuna acompañe a los investigadores en la exploración sistemática de los fondos notariales y que pueda escribirse la biografía detallada —antes de la empresa heroica de 1492— de cuantos constituyeron el equipo italoespañol —y, en definitiva, mediterráneo— que la realizara.
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			LAS FLUCTUACIONES ECONÓMICAS


			

			 



			Según hemos indicado antes, el prof. Eugen A. Kosminsky se ha manifestado contrario a la teoría de que los dos siglos finales de la Edad Media —mejor dicho, aquellos en los cuales arranca la Modernidad— fueron un período de contracción demográfica y económica. Prescindiendo de las consideraciones apriorísticas que se observan en su actitud, resalta en la formación de ella una paladina ignorancia de la evolución económica de las Españas. Laguna tanto más sensible, cuanto el territorio peninsular posee precisamente un estudio estadístico notable relativo a la evolución de precios y salarios en los siglos XIV y XV: la obra de Hamilton Money, wages and prices in Valencia, Aragon and Navarre.46


			Trabajos como el del eminente economista americano aclararían, sin duda, la marcha de la coyuntura económica mediterránea en los siglos XIV y XV si se extendieran a las zonas principales del comercio y la industria de la época. Bastaría, para comenzar, poseer una historia de la actividad de los principales puertos, al estilo de la que han publicado, para el de Marsella, los Sres. Baratier y Reynaud. Pero de la misma manera que echamos de menos el estudio de las fluctuaciones de precios y salarios en Cataluña, Provenza, Genovesado, Toscana, Nápoles, Sicilia, Túnez y Venecia, encontramos a faltar los datos esenciales de la actividad comercial de Génova, Barcelona, Porto Pisano, Nápoles, Cagliari y Palermo. Sin esas andaderas es arriesgado emitir hipótesis de conjunto, por lo que los firmantes de esta Ponencia recomiendan encarecidamente la elaboración de un plan de conjunto para el estudio del comercio prerrenacentista en el Mediterráneo occidental.47


			Limitándonos, pues, al organismo de la Corona de Aragón, en cuanto centrado por Cataluña, es posible afirmar, después de los trabajos de Hamilton, Smith, Usher, Vilar y Vicens Vives,48 que se conocen los rasgos esenciales, la «tendencialidad» del devenir económico. Tendencia que es de contracción y decadencia y, si estas palabras prejuzgan excesivamente un análisis que aún queda por apurar a fondo, marcadamente depresiva entre las dos épocas doradas del gran comercio medieval (siglos XII y XIII) y el gran comercio atlántico colonial (siglo XVI).


			I. — A partir de la segunda mitad del siglo XIV el mundo económico occidental entró en una fase muy distinta de la que había sido causa del despertar mercantil de los siglos XI y XII, conocido con el nombre de Revolución Comercial. El equilibrio económico en la prosperidad se rompe hacia 1350. Predomina desde entonces una larguísima etapa de depresión caracterizada por el descenso de la curva demográfica, la atonía en el mundo de los negocios y el estancamiento financiero. La deficiente producción agrícola, la falta de mano de obra, la inmovilización de capitales, coinciden con el empuje de los turcos otomanos en Oriente y el desencadenamiento en los mares y en los continentes de una serie de guerras que perturban seriamente las actividades del comercio y de la industria. Los países y las ciudades que habían podido atesorar las riquezas de la buena época de la economía medieval, se salvaron de la ruina gracias a su potencialidad financiera y al círculo de clientes que pudieron conquistar años atrás, entre los cuales se contaban muchos príncipes de Occidente. Tal fue sensiblemente el caso de las grandes ciudades italianas, sobre todo de Florencia, Venecia y Génova. En Cataluña, la crisis económica agravó los problemas del desequilibrio social, provocando una guerra civil que iba a devorar los recursos del país. Examinemos las etapas de la misma.


			En Cataluña, como en otros lugares, el año 1381 fue el año negro de la economía internacional. Tras un largo período de alza vigorosa de precios y salarios (1350-1380), provocada y alimentada por el colapso demográfico, una serie de quiebras bancarias demostró que había terminado la época de los buenos negocios. Entre 1381 y 1383 quebraron los principales bancos privados barceloneses (Pere Descau, Andreu d’Olivella, Pere Pasqual y Arnau Esquerit), gerundenses (Ramon Medir) y perpiñanenses (Bartomeu García).49 Esta importante convulsión, consecuencia inmediata de una exagerada ampliación de créditos de la tesorería real, sin la contrapartida de un aumento demográfico, industrial, comercial y tributario, fue el principio de una serie de bancarrotas, a las que no puso remedio el establecimiento de la Taula de Canvi en Barcelona y otros lugares de la Corona. Destinada a garantizar el funcionamiento de las finanzas municipales, esa entidad representaba una medida defensiva para el rentista, no un soporte efectivo para el empresario de una economía en expansión. Cinco años después, en 1406, caía el poderoso banco de los Gualbes, uno de los puntales de la economía barcelonesa.50 Desde este momento, la capital catalana se encontró sin una banca privada de categoría, tanto más cuanto que los monarcas, carentes del dinero que necesitaban para sus empresas, abrieron de par en par a los italianos las puertas de las finanzas reales. Gubern ha indicado la instalación del genovés Lucchino Scarampone en la Corte de Juan I; Mitjá ha descubierto el decreto que firmó su hermano Martín el Humano concediendo a los florentinos e italianos —exceptuados los genoveses— la libertad de comercio en sus reinos (1402).51


			La historia de las imposiciones municipales barcelonesas, tal como nos la ha descrito Jean Broussolle,52 coincide con los datos que acabamos de dar. Aunque las cifras de su trabajo no sean absolutamente significativas, señalan una «tendencialidad» que no puede desconocerse. Desde 1375 los precios de los artículos de primera necesidad empezaron a fluctuar, preludiando el período deflacionista de 1380 a 1415; al mismo tiempo, las imposiciones municipales hallaron cada día menos arrendadores, signo infalible de que se cobraban mal. La rarefacción de los capitales y la mala percepción de los impuestos contribuyeron a poner de manifiesto la existencia de un mal endémico en los presupuestos municipales del siglo XV: el arreratge, o sea los retrasos de los arrendadores en el cumplimiento de sus obligaciones. El año 1391 es, en este sentido, el último de un máximo de plenitud ciudadana. A partir de esa fecha, los retrasos se multiplican: de 1391 a 1415, quintuplicaron (de 3.300 a 16.000 libras). 


			El cuadro que acabamos de dibujar corresponde al desencadenamiento de la crisis económica general, que en Cataluña se extendió desde 1380 a 1420, aproximadamente. Siguiendo el ejemplo de lo acaecido en Valencia, podemos sospechar que los precios bajaron, a través de violentas conmociones periódicas, mientras que los salarios tomaban ventaja sobre los precios y reducían los márgenes de beneficios industriales. Tanto en las ciudades como en el campo, el malestar económico se tradujo en explosiones revolucionarias. La plebe urbana asalta y saquea los calls judíos. En Barcelona durante el progrom de 1391, «mariners e pescadors e altres», apoyados inmediatamente por los payeses de los alrededores, atacaron no solamente las casas de los judíos, sino que amenazaron también las de los ricos. Corría la voz de que los «grossos» —la burguesía que se había armado para hacer frente a la revuelta— querían destruir a los «menuts». «Muyra tothom e visca lo Rey e lo poble» —éste fue el grito de guerra de la plebe anárquica, conmovida por el trastorno económico de la ciudad—.53 En Gerona, en Lérida y en Perpiñán se registraron hechos parecidos: destrucción de los calls, acometidas a los ricos, quema de papeles de las escribanías oficiales. Aunque gran parte de los hebreos se convirtieron al cristianismo, pasando como conversos a la actividad social del Cuatrocientos, la supresión de la judería barcelonesa —decretada por Martín el Humano en 1401— marca sin duda un hito en el viraje de Cataluña hacia su decadencia económica.


			En el agro, la agitación remensa empieza a manifestarse desde 1380. Es el momento en que llega a la plenitud la generación diezmada que nació hacia 1361-1373, en los años de las grandes mortandades. Desde 1380 la situación en el campo se caracteriza por un desasosiego subversivo, que halla su contrapartida reaccionaria en la constitución «Com a molts» de 1413, dictada por las Cortes de Cataluña aprovechando el cambio de dinastía.


			Si examinamos ahora la evolución del comercio durante este período, no debe sorprendernos la afirmación de M. Mitjá de que en 1412 el pulso económico de Barcelona apenas si era perceptible.54 Ciertamente, la inflación, primero, y la crisis económica con sus vaivenes, después, han favorecido a algunos ciudadanos mercaderes, que han realizado considerables negocios y mantienen un prestigio social de lujo y riqueza. Ciertamente, la capacidad marítima y comercial de Cataluña parece todavía intacta. Recopilando textos publicados por Capmany y Caresmar, Pierre Vilar demuestra que entre 1380 y 1420 el comercio con Oriente era todavía próspero: de diez a catorce viajes hacia Alejandría en 1394; otros tantos, en 1411; menos, pero sustanciales todavía, en 1420. Pero hay algo que funciona mal. Se revela en la guerra de desgaste contra Génova y Venecia, que se prolonga de 1390 a 1410, en la ruptura de relaciones con Egipto en 1408, y en el retroceso paulatino frente a la competencia genovesa. Pero las causas profundas de la depresión comercial sólo se conocerán más adelante, cuando se domine cuidadosamente la documentación.


			Un último punto a examinar es el referente a la moneda, y no por ser el último es el menos importante como clave para entender el desencadenamiento de la crisis económica catalana. En 1346, Pedro el Ceremonioso había establecido un nuevo tipo monetario: el florín. Ese monarca, que comenzó a reinar en un momento en que se vivía aún la época de plenitud económica, depositó en la nueva moneda —imitada de Florencia— «una esperanza que —como dice Vilar— justificaba el pasado económico glorioso, pero, a la postre, una esperanza excesiva, que el futuro iba a deshacer». Con objeto de mantener la firmeza del florín era necesario equilibrar la balanza de pagos con el exterior exportando tejidos, dominar el mercado bancario internacional, reducir los gastos militares. Pronto se demostró que esto no era posible. Desvalorizado sucesivamente en 1351 y 1363, quedó fijado en 1365 en un tipo que representaba el 75 por 100 de su tenor oro original. Este fracaso hizo perder la confianza en la nueva moneda y acrecentó en cambio la que tenían depositada los catalanes en el croat («cruzado»), signo monetario de su potencia en los dos siglos precedentes. Mantener la firmeza del croat fue una de las premisas económicas de la burguesía catalana, uno de los errores financieros que más caro se pagaron. Porque si a la monarquía, a los mercaderes, a los navieros y a los rentistas interesaba mantener el valor del croat frente a la oleada inflacionista, la devaluación de la plata respecto del oro, que representaba aquella moneda (el oro valía en ella 13,1 veces más que la plata, habida cuenta de que la relación bimetálica corriente en Europa era del 10,5), provocaba su evasión en masa o bien su atesoramiento. Se compraban croats de plata con florines de oro a buen precio y se les hacía desaparecer del mercado. La desorganización del sistema monetario se patentizó durante los reinados de Juan I y Martín el Humano, y dio lugar a variaciones brutales y contradictorias, en las cuales, si algunos hallaron la forma de enriquecerse, muchos sufrieron en sus haciendas. Especialmente reveladora es la crisis experimentada en 1407-1408, cuando la monarquía acuñó croats al precio tradicional de 12 dineros, mientras que en el mercado libre se cotizaban a 18,5. Se decretaron entonces una serie de medidas y contramedidas, con el resultado de que en menos de dos años la libra catalana —moneda de cuenta— tuvo cuatro equivalencias en plata: 62 gramos, 40,2, 53,1 y 41,33. Este desbarajuste prosiguió en años sucesivos, de tal forma que en 1415 los diputados del General se lamentaban a Fernando I de la invasión de moneda falsa francesa en Cataluña, que había hecho desaparecer del mercado los croats de plata, provocando una pérdida real de 3 sueldos por libra en el valor de las rentas.55


			II. — Después de cuatro decenios de profundas convulsiones económicas en el complejo precios-salarios-moneda, la crisis alcanza las organizaciones fundamentales de la economía catalana: la Diputación del General de Cataluña y los municipios, singularmente el de Barcelona. Es el momento en que se forma la conciencia de crisis económica, eje vertebral del desasosiego político y social catalán hasta la revolución de 1462.


			De acuerdo con las cifras dadas por Broussolle en su estudio sobre los impuestos municipales de Barcelona, el porcentaje de éstos en los ingresos presupuestarios de la ciudad descendió bruscamente desde 1427. En 1357, o sea setenta años antes, los recursos normales de tributación constituían el 52,27 por 100: en 1359, el 83,98 por 100, en 1360, el 56,05 por 100. En 1359, ya en la pendiente de la contracción, los impuestos equivalen tan sólo al 27,14 por 100; en 1414, al 34,53 por 100, con una leve recuperación: en 1423, todavía se alcanza el 14,14 por 100. En 1427 el derrumbamiento se mide con un porcentaje del orden del 5,04 por 100. Las cifras del rendimiento bruto y neto de las imposiciones reflejan la misma contracción en la década de referencia:56
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			Si del municipio barcelonés pasamos a la Generalidad de Cataluña, el colapso en la recaudación de impuestos tan significativos como el de la bolla (tejidos) y entradas i exides (aduanas) no es menos evidente. En 1425 el arriendo de los tributos se había subastado en 53.380 libras. Tres años más tarde, el mejor postor sólo ofreció 48.893. En 1431, seguramente ante el mal resultado de este arrendamiento, sólo se hallaron arrendadores para algún ramo de tributos, que se adjudicó en 15.548 libras. El resto (unas 23.960, según cálculos optimistas de los funcionarios del General), tuvo que administrarse por gestión directa. En seis años el arriendo de los derechos de este organismo había decaído en 13.000 libras, una cuarta parte del total de 1425.57


			Ambas series estadísticas permiten afirmar que entre 1425 y 1427 los catalanes se dieron cuenta de la gravedad y amplitud de la crisis económica, que de rechazo afectaba el crédito de las más altas instituciones del país. Desde el punto de vista psicológico no vacilamos en considerar esas fechas como el recodo decisivo del siglo.


			Es lógico que las medidas proteccionistas catalanas den comienzo y se desarrollen en este período con la constitución «Havents a cor», promulgada por la reina-lugarteniente María en las Cortes de 1422, por la cual se prohibía la importación de «draps alguns estrangers, de lana, de seda, o de or, o de qualsevol specie o qualitat sien», y con el proyecto de Lluís Sirvent, presentado a las Cortes en 1431, en nombre de los mercaderes barceloneses, para establecer una línea de navegación permanente Barcelona-Brujas-Barcelona-Alejandría, bien equipada y subvencionada por la Generalidad de Cataluña.58


			Coincidiendo con esa grave crisis tributaria catalana, se desarrolla otra análoga en Valencia. Así lo prueban los datos recogidos por el inteligente investigador Francisco Roca Traver en los libros de Cuentas del maestre racional de aquel reino (conservados en el Archivo Real de Valencia), datos que proporcionamos en su reveladora desnudez gracias a la fina atención de nuestro colega.
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			III. — Cuando más pesimistas eran las perspectivas, la coyuntura económica internacional tomó un giro más favorable. En el seno de la gran depresión del siglo XV, los años de 1430 a 1445 presentan un largo período de tendencia alcista. A consecuencia de ello, Cataluña ofrece algunos síntomas de recuperación. Los encontramos especialmente en el comercio. Los datos reunidos por Smith sobre el derecho de periaje para los años 1432-1434 presuponen, según parecer de P. Vilar, un movimiento global del orden de 2.717.500 libras barcelonesas, cifra que, de acuerdo con la misma opinión, no volvería a alcanzarse hasta el siglo XVII, teniendo desde luego en cuenta para esta época la revolución de los precios y el aumento de la imposición del séxtuplo.59 Con esta actividad de la marina catalana coincide el sostenimiento del ritmo de la navegación mercantil en el Próximo Oriente (de tres a cinco viajes hacia Alejandría y Rodas, durante el período 1439-1447) y en Flandes, de acuerdo con los estudios de las señoritas Carrère y Coll,60 y el desarrollo de la trata de esclavos en el mercado de Barcelona, que alcanza un máximo hacia 1440-1442.61 Del mismo modo cabe en este cuadro, hasta cierto punto color rosa, la ofensiva de los comerciantes catalanes de tejidos en el mercado de Tolosa, donde lograron colocar géneros hasta un 25 por 100 del consumo local en 1445 (partiendo de un 5 por 100 en 1432).


			No obstante, no podemos mostrarnos demasiado optimistas respecto a la firmeza de la economía catalana bajo la apariencia de la recuperación comercial. El bache de principios de siglo había sido lo suficientemente pronunciado para que todo el conjunto resultara descoyuntado. Si bien la moneda, por un juego natural de circunstancias, llegó a alcanzar cierta normalidad en 1425-1426, y la Corona y Barcelona aprovecharon la ocasión para estabilizar la relación bimetálica oro-plata en un 10,5 —la corriente en Europa occidental—, ni una ni otra tuvieron bastante decisión para abandonar el patrón florín, como fue el caso en Valencia, donde en 1426 creóse el «timbre».62 Había demasiados interesas comprometidos para que fuese posible la reforma. Además, aristócratas y ciudadanos seguían gozando de sus privilegios sobre payeses y menestrales pese a la sorda agitación que bullía en el seno de estas clases inferiores y que se puso de manifiesto en diversas Cortes de esa etapa, sobre todo en las de Tortosa (1429-1430) y Barcelona (1431-1434), y en el hundimiento de las primeras fortalezas de la oligarquía municipal de la Corona de Aragón.


			De que las cosas no marchaban bien hallamos claros indicios en la misma esfera comercial. Los hemos señalado en otros trabajos: la pérdida del mercado de especiería del Mediodía de Francia (en Tolosa, las especias catalanas desaparecen en 1436), a consecuencia del cambio de estructura en las relaciones internacionales y del apoyo prestado por Carlos VII de Francia y su ministro Jacques CŒur al comercio de Marsella; la decadencia de las ventas de tejidos catalanes a Sicilia ante la competencia de los géneros de distintas procedencias; la necesidad de reglamentar las importaciones de tejidos ingleses e italianos con el fin de evitar el desequilibrio de la balanza comercial y la huida de metales preciosos.


			Por todo ello no sorprende que corresponda a este momento de relativa prosperidad el reconocimiento oficial de la decadencia económica del país. «Lo renom dels catalans —dijo la reina María en el parlamento pronunciado ante las Cortes de 1440— que per lo món era tingut en estima, vuy envides és oít en Llevant ni en Ponent.»


			IV. — De modo que cuando en 1445 se entró en la fase aguda de la depresión del siglo XV, que iba a prolongarse hasta 1455 y después durante el resto de la centuria por una deflación acusada, Cataluña experimentó en carne viva el asalto de la coyuntura. La baja de los precios, la atonía en los negocios,63 sensibles en todas partes, exigieron de los catalanes una atención vital, que debía transformarse rápidamente en amplia pugna social y política.


			Las cifras del derecho de periaje, calculadas por Vilar, evidencian el despeño del comercio catalán por el abismo de una profunda crisis: 460.550 libras de tráfico en el puerto de Barcelona durante el año 1448-1449; 312.500 y 772.500, en los siguientes; 386.750, para el año 1452-1453; y 423.750 y 444.140, para los correspondientes a 1454-1455 y 1455-1456. El orden de descenso fue, a partir de 1432-1434, de cuatro a cinco veces. El hundimiento era evidente, y buenas razones tenía el obispo Margarit al lamentado en su famoso y conocido parlamento en las Corte de Barcelona de 1454. Comparando la situación del país con la de la época de Pedro el Grande, aquel humanista quejábase de que Cataluña se viese «totalment roïnada e perduda» y que la «nació catalana» se encontrase «quasi vídua» de la protección y del amparo reales frente a la adversidad de los tiempos.


			En la adversidad es cuando precisamente se miden las fuerzas y el temple de los individuos y de las actividades. Pero Cataluña había perdido el equilibrio social y la fe en el porvenir colectivo del país. Cada clase, cada individuo, procuró hacer frente a la crisis exigiendo medidas que le fueran favorables o bien tomándoselas por su cuenta. Así es como estallaron de nuevo en el campo las reivindicaciones de los remensas y las ciudades se dividieron en bandos y parcialidades políticas. En Barcelona, la Busca atacó a la Biga en el terreno económico, exigiendo la devaluación del croat y la implantación de medidas proteccionistas.64 La divergencia de criterios, unida a antagonismos familiares y sociales, sirvió de plataforma a violentas acometidas que prepararon el golpe de Estado municipal de 1453, la imposición de las dos medidas por los «buscaires», la tensión de las Cortes inauguradas en 1454 y, finalmente, la revolución de 1461-1462. En este ambiente de pasión y de ardua controversia, ni la devaluación del croat (8 de noviembre de 1453) ni el otorgamiento del Acta de Navegación de 24 de agosto del mismo año tuvieron las favorables repercusiones que imaginaron los dirigentes del partido popular.


			Sin embargo, y ésta es una de las primeras aportaciones incontrovertibles de la nueva etapa de investigaciones a que se libra actualmente Mlle. Claude Carrère, el partido de la «Busca» logró algunos grandes éxitos gracias a su política devaluacionista y proteccionista. En general tendía a basar la vida económica sobre bases más sólidas, y en particular quería evitar la hemorragia monetaria en dirección a Flandes, con cuyo país Cataluña tenía un comercio deficitario (al revés de Valencia), y fomentar ciertas industrias mal enfocadas, cada día más importantes en el comercio internacional: tejidos de lana fina (mediante la importación de lanas inglesas), sedería (admitiendo tejedores italianos) y transportes.


			Como resultado de las medidas de 1453 se pudo observar un momentáneo renacimiento de la economía catalana. En 1454 se construyeron en las atarazanas del país ocho embarcaciones de gran tonelaje, entre las cuales dos naus de 900 a 1.000 botas (o toneladas).65 Al año siguiente, seis buques hicieron la travesía del Mediterráneo y recalaron en Rodas o el Levante. En este sentido la devaluación actuó como prima a la exportación para los productos manufacturados y determinó que los mercaderes pudieran comprar oro en los mercados de África del Norte. Así pudo reconstruirse el mecanismo que compuso la base del gran comercio catalán del siglo XV.


			Todo ello es todavía problemático. Como lo es la duración de este movimiento y su influencia en la crisis política y social de la Cataluña coetánea. Ésta venía condicionada por el derrumbamiento de los años 1448 y 1450 y corría por sus propios raíles rumbo a la catástrofe de 1462.


			V. — En consecuencia, la cuarta fase de la coyuntura del siglo XV, que se extiende de 1455 a 1490, aproximadamente, etapa de inmovilización deflacionista, representó para Cataluña una época de ruina casi definitiva. Despoblación, huida de trabajadores, y emigración de capitales, saqueo de ciudades, quema de cosechas, confiscaciones, malversaciones, etc., aniquilaron el Principado. Fue entonces, y sólo entonces, cuando Valencia sustituyó a Barcelona como capital financiera de la Corona de Aragón,66 y cuando Castilla desplazó a Cataluña del centro hispánico de relaciones internacionales. Durante veinte años, de 1461 a 1481, el odio y la envidia, el ansia de muerte y de venganza, devoraron el Principado. Sólo con el advenimiento al poder de la generación del Rey Católico se inicia la política de enderezamiento («redreç»), la cual, espoleada por la primera oleada de recuperación económica europea (1490-1504), iba a permitir la reconstitución del país.


			Esta política de recuperación tendió a consolidar el organismo económico de la Corona de Aragón. De aquí la práctica del largo proteccionismo concedido a los catalanes sobre Cerdeña, Sicilia y Nápoles, al cual ya nos hemos referido. Volviendo al punto de partida, a la ruta de las Islas soñadas a fines del siglo XIII, Cataluña extendía sus intereses de uno a otro lado del Mediterráneo central; pero ahora respaldada por las naves y el ejército de Castilla.


			

	    

	
			 

            ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA ESTATAL EN LOS SIGLOS XVI Y XVII* 


			

	    

	
			 

            Una de las ponencias más brillantemente sostenidas y más calurosamente debatidas en el X Congreso Internacional de Ciencias Históricas, celebrado en Roma en 1955, fue la de los Profesores Roland Mousnier y Fritz Hartung, «Quelques problèmes concernant la Monarchie absolue».1 No obstante, nos ha inducido a replantear la problemática de los orígenes del Estado moderno la índole del debate, que a juicio de muchos, quedó inconcluso; el ciclo de interesantes investigaciones que se han dedicado desde 1955 a esclarecer aspectos esenciales de la estructura estatal en los albores de la Edad Moderna, y el hecho de que en aquella ponencia y discusión apenas se abordara un elemento tan esencial para la comprensión del tema como la dinámica de la organización político-administrativa de la Monarquía española, y lo que es más importante aún, de su expansión en el Nuevo Mundo. Abrigamos la esperanza de suscitar un amplio cambio de impresiones que permita abrir nuevas veredas a la comprensión de un fenómeno capital en la historia de los últimos cinco siglos.


			El tema del Poder, que afecta tan de cerca a las relaciones sociales, entra de lleno en el campo de las especulaciones religiosas, filosóficas e ideológicas. Esto explica la importancia que se dio en los primeros estadios de la investigación sobre la Monarquía absoluta al doctrinarismo político, a las reacciones intelectuales que necesariamente había provocado la afirmación de la prepotencia del Estado desde el Renacimiento. Tarea preliminar y evidentemente de gran utilidad. Pero por este camino se ha llegado casi al máximo de posibilidades, tanto en conocimientos, como en metodología; incluso se ha pecado por exceso al reducir las doctrinas a meros esquemas simbólicos.2 La investigación filológica, aliada al idealismo trascendente, ha desvirtuado a menudo la visión histórica del tema del Poder absoluto, que por encima de todo fue una realidad de mando. Una realidad vivida cotidianamente por quienes habían de gobernar y quienes deseaban o no deseaban ser gobernados de tal guisa. Para desentrañarla y restituírnosla, la historia de los principios políticos y jurídicos de la Monarquía absoluta se ha revelado insuficiente, cuando no errónea.


			Esta convicción explica la tendencia más reciente a examinar los orígenes del Estado moderno desde la óptica de otras posibilidades historiográficas. Así, debemos a la escuela del materialismo histórico no escasos progresos. Ha iluminado importantes aspectos de la Monarquía absoluta desde los estimulantes ángulos del desarrollo económico y de la dinámica social en los siglos XVI y XVII. Ha puesto a disposición de los investigadores un repertorio de hechos de los que no se puede prescindir. Tales hechos constituyeron una realidad palpable en aquella época, una realidad incluso mensurable, a partir de la cual se ha podido bosquejar el nacimiento de articulaciones íntimas en la estructura del Poder. Por este camino todavía podrá avanzarse mucho. Pero, en cambio, parecen agotadas las posibilidades interpretativas del modelo propuesto, en cuanto lo hacen tributario de una dinámica económica y social que plantea no ya la realidad histórica estudiada sino la proyección en ella de un sistema filosófico.3


			La atención de los estudiosos se ha concentrado en los últimos años en parcelas más humildes de la investigación (y, quizá, más aleccionadoras) sobre los orígenes del Poder en los tiempos modernos. Siendo el acto de gobernar una realidad que se ejercita a través de un sistema humano, el enfoque de las modernas hipótesis de trabajo tiende a iluminar el aparato burocrático que ha hecho posible la Monarquía absoluta. Éste es uno de los temas clásicos de la Historia del Derecho de cuño germánico: la investigación de las vicisitudes de las instituciones administrativas. También por este cauce se han realizado sustanciales progresos, aunque desde luego quedan muchas zonas todavía por explorar y no se ha llegado a establecer un proceso de similitudes y filiaciones o de discrepancias y singularidades. Pero la historia de las instituciones no es historia propiamente dicha; es una descriptiva de una situación del aparato del poder en un momento dado, que ignora su génesis y, sobre todo, desconoce la realidad tumultuaria que encubre. Por esta causa ha sido necesario bucear más hondo en el seno de la humanidad que constituía el armazón de la Monarquía absoluta, y llegar hasta los ministros y oficiales del Príncipe en su calidad de sostenes del Poder y actores de su progreso. Así ha empezado a desarrollarse el análisis de la burocracia de los siglos XVI y XVII, como elemento básico que determina la estructura interna de los Estados de la época y caracteriza —según Federico Chabod—4 el tránsito del absolutismo doctrinal de la Edad Media, que no se realiza, al absolutismo efectivo y realizador de los Estados occidentales en los siglos XVI y XVII.


			La presente ponencia se sitúa en esta línea. Su autor está convencido de que cuando se haya apurado la investigación sobre la organización interna del Estado en los orígenes de la Modernidad, cuando se posean los datos precisos sobre el nacimiento del funcionarismo y sobre el cúmulo de reflejos económicos, sociales, intelectuales e ideológicos que moldean la mentalidad del burócrata, se habrá dado un gran paso para comprender el Poder moderno y para la correcta aplicación de los resultados adquiridos a través de la historia de las doctrinas políticas y de los hechos económicos y sociales.5


			El primer punto que debe examinarse es el de la estructura efectiva del Poder en los siglos XVI y XVII. A juicio nuestro hay aquí dos factores que han enturbiado y continúan enturbiando la correcta comprensión de este fenómeno. Uno es la identificación entre Monarquía absoluta y Poder; otro es la confusión entre la misma Monarquía y el llamado Estado Nacional.


			El Príncipe del Renacimiento y del Barroco, surgido del doctrinarismo imperialista de las escuelas de Derecho romano bajomedievales y del empirismo del quattrocento italiano, tiende a arrogarse la plenitud incontrastada del Poder y del gobierno del Estado. A lo largo del período que examinamos, tal tendencia se ve reforzada por el impacto del humanismo, que en política es francamente cesarista, y la crisis religiosa y social del siglo XVI, en cuyo desarrollo la sociedad se ve empujada a depositar en la persona del monarca un papel de supremo árbitro y ordenador. Todo ello conduce a la deificación del Príncipe, especialmente sensible en los textos cancillerescos, en los de propaganda política y en las lucubraciones de pensadores, filósofos y teólogos. Pero median sendos abismos desde la apología principesca a la ordenación institucional del Estado y desde esta misma ordenación a la simple práctica de gobierno. La no observación de esta precaución metodológica ha hecho caer en burdos errores, como el de calificar de absoluto un Poder por el solo mérito de las teorías de unos cuantos letrados situados en el ápice del gobierno.6


			En la Europa agraria del Renacimiento y del Barroco, incluso en las monarquías occidentales donde aparecen algunas concentraciones capitalistas, comerciales o industriales, la autoridad se estratifica, por lo menos, en tres zonas. La más amplia de todas corresponde al gobierno directo de las masas campesinas por los delegados de los propietarios jurisdiccionales, bien sean laicos o eclesiásticos. Es el mundo de los villanos y de los semilibres, e incluso en ciertos lugares de los siervos. En este ámbito es un hecho la supervivencia no sólo del mundo feudal, sino de regímenes aún más antiguos, vinculados ya sea a la colonización romana, ya incluso a formaciones tribales precedentes. Contrariamente a lo que ha solido estimarse, la aproximación a este mundo jurisdiccional induce a creer que en aquellos tiempos se hallaba todavía en expansión o por lo menos en período de consolidación satisfactoria.7 Aquí radica una de las contradicciones importantes de la Monarquía absoluta, sobre todo en los países mediterráneos, en los cuales sólo llegó a merecer el acatamiento de los grandes señores y de los propietarios eclesiásticos a trueque del reconocimiento, primero, de esa jurisdicción particularista8 y, luego, de la intervención de ellos mismos en los principales resortes del Poder.9 Constituiría una revelación cartografiar los resultados de una encuesta documental sobre los señoríos exentos o las jurisdicciones privilegiadas en los siglos XVI y XVII. Entonces podría contemplarse, probablemente, la limitación geográfica del poder efectivo del Príncipe.10


			La segunda zona o estrato, según se la considere, forma el grupo de las jurisdicciones autónomas dentro del ámbito reservado a la autoridad directa del Príncipe. Corresponde a los cuerpos, organismos y colegios privilegiados surgidos desde la revolución comercial y la constitución de la burguesía urbana. Este grupo puede tener mayor o menor validez en las relaciones del Poder según la intensidad del legado medieval o las formas adquiridas por su desarrollo. A veces se le considera como emanación del llamado Estado de órdenes del Poder dual que caracterizaría la transición de la Monarquía feudal a la absoluta.11 En realidad, en este ámbito, como en el señorial propiamente dicho, no hay discusión sobre soberanía titular, ni incluso sobre la efectividad de la cláusula de Poder absoluto que figura en las proclamaciones y rescriptos de los príncipes; todo ello corresponde al Príncipe.12 Pero determina un hecho mucho más importante: crear una zona geográfica donde el Príncipe no dispone del dinero, de la milicia y de la justicia sino a través o mediante la aquiescencia de tales cuerpos, estén o no representados en la institución de las Cortes, Parlamentos o Estados Generales. La imbricación de estas jurisdicciones con las señoriales produce una multiplicidad de situaciones en los distintos países de Europa que es imposible reducir a una fórmula unitaria. En seguida insistiremos sobre este particular.


			En fin, el tercer estrato corresponde al propio nivel principesco y refleja la mentalidad de los grupos administrativos (no siempre idóneos con la evolución del principio de la Monarquía absoluta) de que el Poder se sirve para practicar una política. A lo largo de los siglos XVI y XVII existe una dinámica del Poder monárquico, que constituye un fenómeno independiente de la evolución del gobierno en los dos niveles anteriormente citados. Esta dinámica no representa un progreso constante. Hay altibajos y retrocesos importantes. Ello depende de la posibilidad en que se halla la Monarquía de solventar las contradicciones económicas, sociales y políticas planteadas por su pasado y reflejadas en su presente. Ningún caso más ejemplar que la contradicción interna de la monarquía española del siglo XVI, basada en la máxima concentración de poder en la cúspide y en la mínima irradiación del mismo hacia la base.13


			El segundo error metodológico a que aludíamos es la confusión entre Monarquía absoluta y Estado nacional. Deriva de la filosofía política como expresión perfecta de la comunidad social. Así surgió la ilusión del Estado nacional como forma definitiva de la dinámica histórica. Tal Estado habría comenzado a realizarse en el Occidente de Europa a fines del siglo XV y principios del siglo XVI gracias a la concentración del poder supremo en el Príncipe. Excepto en un solo país, Francia (y aun en este mismo caso habría que hacer no pocas salvedades geográficas y jurisdiccionales), en ninguna parte la Monarquía absoluta encarna una tradición nacional. Representa una asociación —impuesta por la fuerza, libremente consentida o surgida de una necesidad diplomática— de comunidades diferenciadas, a veces absolutamente dispares, a las que sólo un lento proceso de convivencia forjará, en el mejor de los casos, una vocación común; en otros, una aquiescencia resignada y pasiva, y en unos terceros un antagonismo sólo redimible por la segregación violenta. Tal es la realidad vivida en los siglos XVI y XVII, tan obvia que es innecesario ejemplarizarla. Por esta causa, el Príncipe se halla condicionado, en cuanto a su categoría política de monarca absoluto, a respetar las condiciones jurídicas en que se ha producido la unión o asociación de sus estados patrimoniales. De aquí la presencia de una serie de firmes obstáculos a su poder, y la necesidad de adaptaciones regionales para el ejercicio del mando. Adaptaciones no siempre fáciles, que a menudo alteran y malogran el programa del Absolutismo.


			Sería pues conveniente, para aclarar cuál fue la relación exacta entre Poder y Mando (Poder, como teoría; Mando, como práctica gubernamental), promover una serie de investigaciones sobre la estratificación y la regionalización de los resortes de la Monarquía absoluta en los distintos ámbitos europeos. De este modo podríamos obtener una idea verdadera de las estructuras internas estatales de aquellos siglos.


			El Estado del Renacimiento en el Occidente de Europa surge como consecuencia de los conflictos internacionales que oponen a las distintas monarquías desde el siglo XII. Esta afirmación puede parecer unilateral, tan unilateral por lo menos como la tesis de la constitución del Estado absoluto por la mecánica de la lucha de clases. En realidad no intentamos plantear una petición de principio, sino establecer una problemática sobre hechos empíricos.


			Es evidente que en el seno de las monarquías feudales varios factores no propiamente bélicos o diplomáticos contribuyen a las primeras quiebras de su estructura y preparan una evolución progresiva. El primero de todos ellos es la expansión demográfica del mundo europeo occidental, la primera gran oleada de humanidad que se desata a partir del siglo XI.14 Gracias a ella será posible proceder a la colonización interna, a la repoblación de vastos territorios, al desarrollo de las ciudades, y, por ende, a la expansión paralela en la agricultura, la industria y la vida comercial. Este movimiento demográfico y subsiguientemente económico, relacionado, a su vez, con las posibilidades de nuevas creaciones técnicas y culturales, desborda los marcos del aparato de la monarquía feudal, señala sus contradicciones internas y prepara las circunstancias de su transformación en Estados autoritarios y absolutos.


			Pero para que estas posibilidades tengan lugar es necesaria una atmósfera de tensión que ponga a prueba la resistencia del edificio feudal y la energía de las nuevas fuerzas que van a crear la estructura del Estado del Renacimiento. Tal atmósfera la provocan los continuos conflictos bélicos que se desatan en los siglos XII, XIV y XV al objeto de dar forma a unas posibilidades territoriales con preferencia a otras. Renouard ha señalado exactamente esta temática. La actual visión cartográfica del Occidente de Europa fue el resultado de una selección entre varias posibilidades,15 en la que sin duda acabó imponiéndose la ley de los grupos humanos más compactos y poderosos desde el triple punto de vista demográfico, económico y espiritual. El estado permanente de guerra en el Occidente de Europa impuso a las monarquías unas exigencias militares, diplomáticas y financieras que acabaron desbordando su marco feudal y las arrastraron hacia concentraciones crecientes de poder, en cuyo movimiento se vieron justificadas por la intelectualidad formada en el derecho justinianeo.


			Desde Sombart es conocida la relación entre guerra y capitalismo. Pero lo que ahora nos interesa no es insistir sobre este punto de vista, abordado por todos los historiadores y por el mismo Mousnier en su ponencia de 1955, sino en el carácter revolucionario que tuvieron tales conflictos desde el punto de vista interno. Porque tales guerras no fueron una sucesión de acometidas militares entre Estados homogeneizados, como las guerras «nacionales» del siglo XIX, sino profundas arremetidas en las que desempeñaron un papel importante las disidencias y las oposiciones intestinas de cada incipiente formación política. Este complejo fenómeno adquirió su mayor intensidad desde mediados del siglo XIV a fines del siglo XV. Francia, Borgoña, Inglaterra, Castilla, Portugal, la Corona de Aragón, Italia y Alemania fueron arrastradas por un impetuoso torbellino político-militar, en el que a menudo la guerra civil contó más que los conflictos exteriores. Baste recordar los decenios finales del siglo XV, en que cada Estado aspiraba a prevalecer en el tablero internacional con la complicidad de fuerzas sociales y políticas que combatía en su mismo suelo —fueran la aristocracia o la burguesía— y alentaba en el de los adversarios.16


			Por esta causa el triunfo de la monarquía autoritaria17 del Renacimiento se logró siempre sobre una doble vertiente: exteriormente, aniquilando o reduciendo a un enemigo peligroso; internamente, acaudillando una facción de la propia guerra civil. De aquí el fabuloso acrecentamiento del poder del Príncipe, y su justificación como doble garantía para mantener el orden dentro del Estado y su invulnerabilidad frente a las potencias exteriores surgidas de análogo proceso. Tareas ambas que sólo podía realizar mediante la creación de un ejército permanente, independiente de todo vínculo feudal,18 que tuviera como fines primeros hacer respetar sus preeminencias soberanas en el propio territorio estatal e implantar una estructura administrativa que fuera capaz de asegurar los recursos financieros exigidos por el mantenimiento del mismo.


			Tales son las condiciones en que crece y se desarrolla la monarquía del siglo XVI. Pero aunque la tendencia es la misma, la dinámica de cada Estado varía de acuerdo con las características dimanantes de su situación anterior, sobre todo de acuerdo con la persistencia mayor o menor de las fuerzas autónomas antes descritas, ya sea de estratificación social, ya sea de articulación regional. La concurrencia de tales factores, sumada a las contingencias de la política internacional y a las distintas oportunidades creadas por la expansión económica de la centuria, provoca la complejidad del panorama institucional y la disparidad de resortes efectivos de poder en las distintas monarquías europeas. Los casos más antagónicos son los de Francia y España, países a los que suele señalarse como frutos primerizos del Estado nacional absoluto del Renacimiento. Mientras en Francia la marcha hacia la consolidación del absolutismo se logra a través de la superación de conflictos sociales y políticos internos, en España la Monarquía unificada de Castilla y Aragón recibe el impulso decisivo hacia formas absolutistas de una contingencia externa: la llegada del tesoro americano. El oro y la plata de Indias permitirán a los príncipes españoles una libertad de movimientos excepcional en el manejo del aparato del Estado y una afirmación inconcusa de su posición autoritaria con los menores obstáculos posibles por parte de los poderes regionales o sociales;19 pero, al mismo tiempo, mantendrán la supervivencia a lo ancho y largo de sus dominios de las más sólidas estructuras de resistencia al Príncipe en todo el Occidente europeo.


			La tendencia hacia una solución definitiva de la concentración de poder en manos del Príncipe hace crisis a mediados del siglo XVII. A ello contribuyen cuatro factores principales que actúan en forma contradictoria, pero efectiva: la contracción económica, que impone un reajuste en las relaciones de poder entre el monarca y las fuerzas sociales en presencia; la dislocación de estas mismas fuerzas después de un siglo de expansión económica y de cambios en la distribución de la propiedad territorial y en el reparto social de las rentas; los sacrificios financieros exigidos por la necesidad de equipar y modernizar los ejércitos de acuerdo con la nueva táctica surgida a lo largo del conflicto internacional que opone a los Estados en esta época, y las exigencias de unos cuerpos burocráticos que, surgidos como expresión del nuevo Estado, practican muchas veces una política de contención o de deformación de la voluntad del Príncipe. La crisis política, social y administrativa que comporta tal choque se dirime simultáneamente en el Occidente de Europa entre 1640 y 1660, y sus resultados —no hay por qué sorprenderse de ello— son dispares en cada uno de ellos.20 Mientras en Inglaterra se marcha hacia una monarquía condicionada y en Francia hacia un absolutismo funcional, en España se regresa hacia las bases del sistema feudal y regional. Las soluciones más modernas, la inglesa y la francesa, acabarán por prevalecer, sobre todo esta última a corto plazo, por el ejemplo de efectividad dado por su administración. Pero aun así, la situación del Poder absoluto en la realidad francesa dista mucho de ser lo que describen los apologetas de la Corte de Versalles.


			Ejército y administración se conjugan, por tanto, para promover la preeminencia y centralización del Poder como realidad de mando durante los siglos XVI y XVII. A cada empuje bélico se registra la necesidad de acumular más hombres, pertrechos, abastecimientos y dinero en un lugar determinado,21 y sobre todo la de coordinar este proceso de concentración al objeto de hacerlo eficaz.22 Se necesita dinero, reclutar gente especializada, adquirir armas y mantenimientos, suministrar los equipos en tiempo oportuno, satisfacer las sucesivas contingencias de las operaciones. Todo ello presiona sobre los organismos del Estado y exige un esfuerzo del personal administrativo, tanto más cuanto que la movilización militar suscita múltiples problemas de orden social, jurídico y político. En esta línea de ideas podemos decir que el impulso hacia la monarquía administrativa a la moderna se inicia en el Occidente de Europa con las grandes operaciones navales emprendidas por Carlos V contra los turcos en el Mediterráneo occidental desde 1535.23 La amenaza que la Sublime Puerta hace pesar cada año sobre este ámbito (fruto de circunstancias políticas y sociales diversas, pero que se traducen en una formidable concentración de poder ofensivo), obliga a la cancillería imperial a poner en marcha un complicado y poderoso mecanismo naval y militar, en el que participan de manera directa e indirecta los distintos reinos que le obedecen o controla. Una armada es una empresa en la que prevalece más el factor técnico y el financiero, promovidos por la administración, que el sentido heroico e individualista del guerrero renacentista, el cual conserva aún el lastre de su precursor el caballero medieval. El aparato de guerra deja de improvisarse para convertirse en preocupación oficinesca regular. Es posible que una investigación a fondo compruebe esta hipótesis de trabajo: el desarrollo de los cuerpos administrativos de la monarquía en los países ribereños del Mediterráneo a mediados del siglo XVI, momento culminante de la ofensiva otomana.


			Durante este mismo período, la monarquía hispánica (y la citamos preferentemente por la entidad de sus problemas, pero sin olvidar los casos paralelos de otras potencias colonizadoras, como la portuguesa) se ha visto obligada a crear una estructura administrativa para el mundo americano. De la ocupación de las Indias Occidentales surgen una serie de problemas del más alto interés para la evolución que estamos examinando. Quizá el más importante de ellos sea el de los «justos títulos», de donde derivan no ya el derecho de conquista —que es un problema de filosofía política—, sino concretamente el derecho de administración de aborígenes.24 Pero en nuestro caso lo que nos interesa es analizar los cauces del proceso de expansión y conformación del aparato administrativo. Un aspecto de esta problemática se refiere a la filiación de las instituciones, que ha sido abordado por distintos autores, desde puntos de vista antagónicos. Es muy posible que exista una filiación mediterráneo-atlántica, con trasplante directo de organismos y aun de formas de administración coloniales. Es la tesis de Verlinden.25 Pero también debe existir una dislocación subsiguiente de funciones, de manera que bajo el mismo nombre se encubra un procedimiento de Poder y una articulación administrativa distintos. Tal parece ser el caso para los virreinatos.26 Otro aspecto es el de la presencia de organismos administrativos originales, surgidos de las contingencias del gobierno, la conquista y la explotación del Nuevo Mundo. Y otro aún, el del comportamiento de la burocracia colonial, alejada de los centros del poder principesco, y, por tanto, con propensión a nuevas características —sobre todo, en el aspecto de autonomía de criterio y facilidad de movimientos—, cuya reversión a la metrópoli es muy probable.


			Este doble fenómeno —encrucijada militar en el Mediterráneo y expansión colonial en el Atlántico— sitúa la Monarquía hispánica en el mismo foco de interés de los que estudian el desarrollo de la burocracia moderna. Nos hallamos, en efecto, ante un gran cuerpo político sujeto a formidables contradicciones internas: una de ellas, como hemos dicho, la existente entre la monarquía, al parecer omnipotente, y los poderes regionales y locales, en gran parte vivos y operantes; otra, la antítesis entre una burocracia regional muy arraigada a las viejas fórmulas y resistente a todos los embates desde los albores del siglo XVI (como es el caso del ducado de Milán),27 y la nueva burocracia, desprendida de cualquier contacto con las formaciones políticas medievales al haber surgido por voluntad del Príncipe en los exóticos parajes americanos. Los incesantes conflictos entre las distintas concepciones del Poder objetivo en la Monarquía hispana deberán alumbrar no pocos aspectos ignorados de la formación de la mentalidad de los cuerpos administrativos modernos.
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			Nos parece que uno de los aspectos más importantes a dilucidar es el distinto proceso de formación y la diversidad de expansión entre el modelo estructural del Estado español y el francés en los siglos XVI y XVII. Como tipos predominantes del aparato administrativo de la monarquía autoritaria —cada uno conceptualmente distinto del otro—, su confrontación plantea una problemática fecunda.


			El enraizamiento de ambas estructuras administrativas se halla en el mismo principio feudal de un Consejo que es a la vez asesor del monarca y alta corte de justicia. Los servicios centrales aparecen en forma confusa y embrionaria, vinculados a personalidades relevantes de la Curia (especialmente, la cancillería), mientras que la administración territorial se inicia tímidamente, en función de dos círculos de interés: el mantenimiento del orden público y el cuidado de la hacienda real. Esta semilla unitaria del aparato estatal alcanza una madurez favorable a la germinación tanto en Francia como en Castilla a mediados del siglo XV; allí después de la guerra de los Cien Años; aquí como consecuencia de la dialéctica del Poder entre la monarquía y la nobleza en tiempos del privado de Juan II, Álvaro de Luna. La política expansiva de ambas Coronas a fines del siglo XV respecto a un mismo objetivo (el predominio en Italia), plantea el rápido florecimiento de la administración moderna: los organismos centrales se especializan, mientras los territoriales acusan una mayor subordinación a las directrices de la monarquía. En Francia aparecen dentro del seno unitario del Consejo real cuatro grandes orientaciones de especialización: el Consejo de Estado, el de Hacienda, el Privado y el de Asuntos y Despachos, cuatro series distintas de unas mismas operaciones.28 En Castilla el proceso es el mismo (aparición de los Consejos de la Cámara Real, de Órdenes, Inquisición, Cruzada y Hacienda); pero en este caso viene adulterado y enmascarado por el injerto brusco de dos nuevas realidades en los mismos albores de la Monarquía hispánica: la tipología administrativa de la Corona de Aragón y el orden de gobierno necesario para hacer frente a los problemas de la expansión atlántica. Este doble hecho determina una orientación muy distinta del aparato del Estado en España y en Francia, más precoz el primero en cuanto a soluciones generales, más efectivo el segundo en cuanto a su misma particularidad.


			La Corona de Aragón comportaba como principios administrativos la pluralidad y la politerritorialidad. Sometida a las presiones de una triple administración en los países continentales (Aragón, Cataluña y Valencia) y de la necesidad de un gobierno para las distintas posesiones mediterráneas, tuvo que superarlas gracias a la adopción de concepciones administrativas más o menos nuevas y originales —no es preciso establecer una filiación institucional—, pero en todo caso singulares en cuanto a su funcionamiento en el seno de una misma comunidad política. Entre ellas merecen señalarse tres: la afirmación del principio de la independencia formal del cuerpo administrativo respecto a la antigua Curia regia; la coexistencia de órganos centrales de la administración con esferas privativas de gobierno en ámbitos territoriales definidos; la presencia de altos funcionarios en los que se desdobla la potestad regia. Esta dinámica creadora se desarrolla a lo largo del siglo XV y tiene como momentos capitales la creación de la cancellería catalana en 1424, el desarrollo de las Audiencias judiciales y la erección de los virreinatos, lugartenencias y capitanías generales en las posesiones mediterráneas.29


			Estos principios, incorporados por Fernando el Católico a la antigua tradición unitaria castellana, se reflejan tanto en el régimen de Consejos establecido por él y su esposa para el gobierno de la Monarquía hispana (polisinodia pura), como en el sistema arbitrado para la administración de las recién descubiertas Indias de Occidente. El momento capital es el de la erección del Consejo de Aragón (1494), que refleja la admisión del principio plural en la alta administración del Estado. Este hecho obligó a convertir en Consejo de Castilla (reorganizado en 1480) el antiguo Consejo real castellano y a improvisar un Consejo de Estado, órgano consultivo del monarca para los asuntos comunes, sobre todo en política exterior y guerra. Casi al mismo tiempo, y en virtud de las capitulaciones de Santa Fe (1492), se aceptaba para América el principio de la administración a través de virreyes y capitanes generales, e incluso de Audiencias de justicia y gobierno (1511).30


			A partir del establecimiento de esta concepción no se desarrollan modificaciones importantes hasta el tercer decenio del siglo XVI, cuando la Monarquía española se enfrenta con el doble problema de la guerra con Francia y la enorme expansión de sus conquistas en México (un solo problema: alimentar la guerra europea con el tesoro americano).31 A este momento corresponde la creación del Consejo de Indias,32 confirmación del régimen polisinodial (el Consejo se segregó del de Castilla en 1519, pero no recibió su espaldarazo legal hasta 1524) y superación del mismo en cuanto a atribuciones administrativas. En efecto, se le atribuyeron amplísimas facultades, entre las cuales la judicial en última instancia, la proposición de obispos y funcionarios, la preparación de la flota y los descubrimientos en Indias, la hacienda colonial, la legislación sobre los indígenas, etc. También era el Consejo quien recibía los informes de América y despachaba las resoluciones pertinentes de política general. Cuando se restableció en Indias el cargo virreinal (1535) quedaron remachados los eslabones de la cadena de la alta administración colonial.


			El evidente sentido imperial que propugnaba el funcionamiento del Consejo de Indias no halló equivalente en el conjunto europeo que regía Carlos V.33 Fue preciso que la idea imperial del César se replegara en las más reducidas pero viables dimensiones de una hegemonía española para que apareciera el primer organismo administrativo de tipo imperial en Europa desde los tiempos de Roma. Tal es la opinión de Koenigsberger al referirse a la creación del Consejo de Italia (1555-1558),34 hecho que reputa como la principal adquisición de la centuria en el campo de la técnica administrativa. Segregado del de Aragón, por razones de eficacia,35 el de Italia supervisaba la administración financiera, mercantil, aduanera, civil y militar, y fiscalizaba la acción de los virreyes y gobernadores de Sicilia, Nápoles y Milán. Sólo le escapaba la alta política, reservada al rey y al Consejo de Estado. Es muy posible que la experiencia lograda en el funcionamiento del Consejo de Indias influyera en la concepción del Consejo de Italia; también puede serlo la afirmación recíproca: en 1569 se reorganizaba aquél como autoridad suprema en el gobierno de América y la administración de justicia.


			La última etapa de creaciones sinodiales de la Monarquía española abarca los dos últimos decenios del siglo XVI: nuevos Consejos territoriales (Flandes, 1588; Portugal, 1580) y un Consejo especializado (el de Hacienda, 1593). El conflicto internacional en que se halla empeñada la España filipina (diplomacia, guerra, crisis de tesorería) explica su creación. Pero ya en estos años cruciales el sistema polisinodial da pruebas de fatiga. La dispersión de asuntos se traduce en incoherencias administrativas, en dilaciones que acumulan montañas de papeles; el confusionismo en las atribuciones de los Consejos alarga la tramitación de los asuntos y diluye las responsabilidades en los momentos críticos. La mediocridad y conservadurismo de sus miembros, en gran parte togados (o sea licenciados en Derecho), quizás asegurase la imparcialidad de sus decisiones judiciales,36 pero en cambio impedía el establecimiento de una teoría administrativa moderna. De este modo la polisinodia española permanece como un sistema de equilibrio entre fuerzas semiautónomas, cuando no antagónicas, ante el cual se estrellan los remedios que va a utilizar la monarquía desde comienzos del siglo XVII para sacarlo de su torpeza anacrónica: la introducción del personal manejable en los Consejos (1603, los consejeros de «capa y espada», o sea nobles), la valoración del papel de los secretarios de Estado (lograda a través del sistema de consultas) y, en fin, el supremo y peligroso recurso a un ministro universal omnipotente: el valido o privado.


			Mientras tanto, la evolución de la estructura administrativa en Francia ha sido menos ambiciosa y compleja, como menores han sido sus preocupaciones territoriales, y ello le ha permitido conservar el precioso elemento de unidad de dirección a que antes hemos aludido. Superada la crisis de las guerras de religión y el último embate del conflicto internacional con que finaliza el siglo XVI, la monarquía de Enrique IV tiene en su mano el Poder —cuyo uso le es reconocido universalmente—37 y los instrumentos para canalizar directamente sus designios. En efecto, las distintas secciones en que se ha ido especializando el Consejo real a lo largo del siglo XVI no son más que rudimentos de cuerpos sinodiales dentro de un solo organismo, cuyo impulso es unitario. Por otra parte, las atribuciones de los secretarios de Estado, que aparecen a viva luz en 1547, se mueven en unas directrices peculiares y crecientemente especializadas: primero, territoriales; luego, desde la reforma de 1588, por asuntos de gobierno. Aunque participan en las deliberaciones del Consejo, conservan siempre una autonomía funcional respecto al mismo, e incluso respecto al soberano, como presuntos jefes de unos servicios administrativos. Ésta será la gran fuerza de la revolución administrativa que realizará Francia durante el siglo XVII, la cual, como ha sido señalado,38 recibe su sello característico precisamente en las épocas de gobierno interpuesto de los grandes ministros de Luis XIII y de la Regencia de Ana de Austria. El principio moderno de que la administración es asunto de los órganos del gobierno y que éstos proceden en virtud de la norma de división del trabajo nace con Richelieu y se desarrolla con Mazarino. Este esquema permite dar cabida, en la administración territorial, a una nueva y decisiva pieza: el intendente. Los últimos estudios de Mousnier39 han puesto el dedo en una problemática altamente interesante a propósito de estos oficiales. Los intendentes, surgidos de los comisarios eventuales con que la monarquía procuró recuperar su autoridad en los períodos críticos de 1580-1600 y 1621-1628, se habrían desarrollado en su sentido específico de funcionarios supremos de la administración financiera y política provincial antes de la Fronda, a raíz del esfuerzo requerido por la guerra declarada a España en 1635. El paso decisivo se habría dado en 1643 y en cinco años se habrían convertido de jueces e inspectores en administradores de los impuestos y de los recursos provinciales. Así el Estado francés habría consumado la revolución de ideas que significó el paso de la preponderancia de la administración judicial a la preponderancia de la administración ejecutiva. En 1653, reducida la Fronda, comenzaba la aplicación sistemática y general del nuevo elemento administrativo.


			Consejo único (a pesar de las secciones especializadas, que recibirán su estructura definitiva en 1661), secretarios de Estado e intendentes, trazan el camino de la modernidad administrativa en la Francia de la última mitad del siglo XVII. Por el contrario, la Corona española arrastra el peso de su polisinodia arcaica desde el fracaso de la acción coordinadora del condeduque de Olivares, coincidente con la tensión administrativa provocada por la guerra con Francia. La dictadura del valido de Felipe IV se ejerce precisamente a través de los Consejos; pero cuando la política de uno y otros conduzca a la secesión de Portugal y a la tentativa de separación de Cataluña (desde 1640), será fácil acabar con el primero, pero imposible orillar el lastre de los últimos. En efecto, a lo largo del reinado de Carlos II los Consejos se declararán contrarios a renunciar a cualquiera de sus atribuciones, recordando una y otra vez el desastre en que terminó la experiencia de Olivares. Y aún más: intentarán erigirse en representantes calificados de la tradición foral para oponerse a toda reforma, aun la más mínima.40 El confusionismo, la rutina y el engreimiento caracterizan la fase final del desconcierto administrativo español bajo el régimen polisinodial de los últimos Austrias. Ello hace imposible una adaptación eficaz del cuerpo vario y dilatado de la Monarquía española a las necesidades de una nueva época y prepara el peligroso camino de la subversión total de las instituciones hispánicas a imagen francesa durante el reinado del primer Borbón en España.


			Pasado y futuro, entretejiéndose. Los hechos reales suscitan muchas dudas sobre la validez de cualquier modelo estructurante en la evolución de la monarquía absoluta europea de los siglos XVI y XVII.


			Y aun más, si consideramos al hombre, al funcionario, que pulula en los cauces administrativos que aquí han quedado descritos. La gran historia de la administración la forman las monarquías, los cuerpos consultivos, los grandes oficiales de la Corona, las corporaciones; la pequeña historia, las anécdotas y efemérides de unos y otros; la historia simple y verdadera, la actitud, el temperamento o la mentalidad —llámese como se quiera— del personal administrativo ante el ejercicio de su cargo. Siguiendo esta última y difícil vía de investigación, se plantea la problemática de la naciente burocracia estatal, a la que últimamente han dedicado valiosos estudios varios ilustres investigadores.41 Dada la importancia del empeño, las reiteradas peticiones de trabajos colectivos y simultáneos sobre el particular, parece muy conveniente que presentemos ante el Congreso la discusión de las siguientes hipótesis de trabajo.


			

			 



			I. Dificultad de adaptación del oficial medieval al funcionario moderno. Más que una hipótesis de trabajo, ésta parece ser una adquisición fundamental de la reciente historiografía. Mientras el Estado monárquico desarrolla formas nuevas de administración al compás de la presión de las circunstancias económicas, sociales y bélicas que le rodean en los siglos XVI y XVII, la mayoría de las personas que ocupan los cargos conservan una mentalidad totalmente medieval. Ciertamente, los tratadistas hablan de «función pública» desde principios del siglo XVII, pero quienes la sirven entienden por ella una ventaja personal de carácter patrimonial. Ello deriva, según Mousnier,42 de que el mismo príncipe continúa considerando el Estado como un patrimonio, a pesar de que los teóricos indican su calidad de usufructuario y administrador; al dar un oficio se desprende de una parte de su propiedad, que pasa a ser detentada por el beneficiario. Quizá sea aún más intenso el resabio feudalizante que impregna la administración en los primeros siglos del Estado centralizado a la moderna. Ésta es la tesis de Chabod:43 el oficio como «pensión» dada por el soberano.


			La propiedad de un oficio. El oficio como patente de monopolio jurídico e instrumento de expoliación.44 He aquí dos fórmulas opuestas a la misma esencia de la burocracia moderna. Y, sin embargo, sin ellas no podría comprenderse nada del aparato administrativo en los siglos XVI y XVII. En particular las formas de venalidad de las que luego nos ocuparemos.


			

			 



			II. La burguesía como manantial del personal administrativo. En teoría la burocracia de los siglos XVI y XVII se reclutaría entre la burguesía y sería un instrumento clasista en apoyo de la monarquía autoritaria o absoluta contra la nobleza.45 Es posible que así suceda en los países sujetos a una real expansión económica, como Francia. Ante el elevado número de cargos con que se amplía la administración del Estado, es muy lógico que la monarquía busque personal especializado y competente, de un lado; elementos adictos política y socialmente, de otro. La burguesía le ofrece unos y otros. Y, además, a través del sistema de la compra de oficios, es atraída irresistiblemente hacia la administración, como un medio de completar los recursos financieros del Estado. Por su preparación, su actitud social y su dinero la burguesía debería llevar el peso de la transformación burocrática del Estado feudal hacia la modernidad.


			Pero las situaciones históricas concretas permiten descifrar una problemática que no se ajusta exactamente a la afirmación anterior. En primer lugar, sería necesario definir de qué tipo de burguesía se está hablando; si no se trata, en realidad, de una burguesía urbana ya muy evolucionada, cuyo máximo aliciente consiste en fundirse con los núcleos aristocráticos de sangre o patrimonio. En este caso el sentido de privilegio y preeminencia —oriundos del mundo feudal— se infunden en el seno de la administración, contribuyendo a darle el matiz feudalizante de que antes hablábamos. Es muy posible que la burguesía que asciende a los cargos y se vincula a ellos haya sido previamente asimilada por la clase nobiliaria, por lo menos en cuanto a ideales de vida. Sobre este particular, sería interesante hacer una encuesta sociológica en varios países. Los resultados de los estudios practicados hasta la fecha parecen demostrar que la burguesía, en cuanto a fuente del personal burocrático, no tuvo la fuerza revolucionaria que se le atribuye. El examen detallado de la gran crisis del Estado en los países del Occidente de Europa entre 1640 y 1660 parece demostrar que el personal administrativo de origen burgués se limitó a servir discretamente la causa reaccionaria de los grandes propietarios aristocráticos.46


			Es muy posible que esta afirmación tenga un eco distinto según el país en donde nos situemos. En este sentido, estamos de acuerdo con Mousnier en su polémica con Porchnev cuando afirma que no puede aplicarse a la Francia del siglo XVII el patrón monocorde que el historiador ruso propugna cuando la califica de Estado feudal-absolutista;47 pero no creemos que pueda aplicarse a todos los países su hipótesis de trabajo sobre el predominio del espíritu burgués en la burocracia del siglo XVII. Quizás esto sea verdad para Francia —y sin duda, lo es aún para Inglaterra—;48 pero en las penínsulas mediterráneas, y singularmente en España, incluso en las regiones más mercantiles e industriales, la aspiración del burgués rico es hacer diluir su prole en el seno de la nobleza mediante la compra de propiedades y la adquisición de cargos públicos. Por otra parte, Braudel49 ha indicado que en Castilla el reclutamiento de los oficiales se hacía en gran parte entre los pobres y semiproletarios. ¿No es muy diferente la mentalidad de este tipo de funcionario que la del salido de la burguesía francesa? Y, con todo, tanto éste como aquél debieron desarraigarse del cuerpo social de donde procedían.


			Querríamos resumir brevemente nuestro pensamiento. En los Estados de fuerte tradición medieval, el personal administrativo de origen burgués tiende rápidamente a ennoblecerse a través del cargo y a mantener desde él las posiciones de privilegio de las oligarquías feudales o preeminenciales (entre otras, la suya propia); en los de evolución más moderna, el burgués funcionario podrá abrigar otros horizontes, sobre todo si se apoya en la articulación social de la nueva clase burguesa de los «fabricantes». En todo caso, a lo largo del siglo XVII impera en el Occidente europeo un proceso de refeudalización, según el cual las clases aristocráticas aprovecharían el mecanismo administrativo establecido por la monarquía autoritaria del siglo XVI para intentar recuperar la dirección en el seno del Estado; y para ello contarían con la complicidad de la administración de origen burgués. Éste nos parece ser el caso de España: ¿sucedería lo mismo en otros países?


			

			 



			III. Dificultad del reclutamiento del personal administrativo competente. Señala Koenigsberger que el gran problema de la administración durante la segunda mitad del siglo XVI en la Monarquía española fue la dificultad de encontrar funcionarios honestos y capaces. La mediocridad de consejeros y oficiales se debe buscar, según él, en el escaso rendimiento de las Universidades.50 Este tema merecería ser debatido y profundizado en equipo. Sin embargo, no parece caber duda sobre la incompetencia del burócrata en el ejercicio de la mayoría de los cargos de la época, aun los más elevados. La preparación para el oficio se obtiene con un título académico, pero con mayor eficacia aún contando con un buen padrinazgo o la amplitud del pecunio propio o familiar. Esto parece desprenderse del minucioso estudio de Chabod sobre la burocracia milanesa de los siglos XVI y XVII.51 En este caso, no se comprueba la presión de base de la burguesía para convertir la administración en portavoz de sus designios de clase —como en el siglo XIX—, ni tampoco el interés de la monarquía en fomentar el reclutamiento de personal especializado para defender sus intereses. Muchas veces el burgués con títulos académicos era más escollo que una ayuda eficaz.52


			

			 



			IV. La rentabilidad material como principal acicate del cargo administrativo. En principio, el oficio es deseado en los siglos XVI y XVII por la «dignidad» que comporta. Dignidad quiere decir preeminencia y excepción, una parcela del poder sintetizada en una actitud vital. En ciertos casos y países, la tendencia a la preeminencia y jerarquización, trasplantada al ámbito administrativo práctico, constituirá una traba para el normal funcionamiento del aparato de Estado: así sucedió, por ejemplo, en España.53 Pero en todas partes el funcionario aspira a un tren de vida más elevado, a una exteriorización social de su cargo.54 Este hecho incide de modo notorio en la mentalidad del burócrata respecto a la adecuada rentabilidad del oficio.


			En principio, aceptar un oficio en el mundo feudal era parte integrante de la fidelidad debida por el vasallo al señor. Durante el siglo XVI todavía encontramos casos en donde prevalece este sentimiento;55 incluso podemos decir que el funcionario debe ser primeramente fiel al monarca que al bien común. Pero esta mentalidad va desapareciendo a fines del siglo XVII, y en la siguiente centuria prevalece generalmente la teoría de que la fidelidad (y la entereza) del oficial se mide por el «justo salario» que recibe del príncipe.


			Chabod lo ha demostrado trayendo a colación las doctrinas de los moralistas españoles e italianos de la época: Luis de Molina y Giacomo Menochio.56 Ambos publicaron sus obras en el último decenio del siglo XVI. La reclamación de un «salario justo» está en relación, desde luego, con la revolución de precios del siglo XVI y la disminución del salario real hacia 1600; pero posiblemente también indica el desprendimiento de la función administrativa del viejo concepto feudal de fidelidad y la entrada en el campo de la mecanización de las relaciones entre Estado y funcionario. Sobre este particular el debate continúa abierto.


			Si se pudiera establecer el momento cronológico en que la rentabilidad material del cargo importa más que el viejo concepto de dignidad, habríamos adelantado un gran paso para establecer el comienzo de la corrupción como sistema administrativo. Hasta ahora se ha demostrado que, en general, los oficios eran rentables, o sea que teniendo en cuenta los estipendios y los emolumentos, más los extraordinarios autorizados, un oficial podía cubrir sus necesidades. Mousnier y Chabod57 abundan en esta opinión. Pero hasta que no sepamos exactamente la relación entre precios y salarios, decenio a decenio, para cada región, del modo que Verlinden la ha indicado para Flandes en la primera mitad del siglo XVI, y Brown y Hopkins para otros lugares de Europa (Alemania meridional, Austria y Valencia),58 será muy difícil establecer la rentabilidad real de un oficio, comprendidos todos sus ingresos.59 Y, en consecuencia, sólo generalizaremos al hablar de corrupción administrativa.


			

			 



			V. La corrupción puede considerarse como un sistema impuesto por la necesidad de remediar los fallos de los aparatos administrativos anticuados. Los abusos de los oficiales medievales pasaron en gran parte a los funcionarios del Estado autoritario-absolutista de los siglos XVI y XVII. Aunque no existe una clasificación sistemática de los mismos, podemos considerarlos como una ramificación proliferante de los abusos de poder en la zona específica de los ingresos personales. Es posible que los abusos aumentaran rápidamente en la época de desniveles monetarios acentuados, como es el caso para la inflación del tercer y del sexto decenio del siglo XVI. Pero sobre este particular toda conclusión científica parece hoy por hoy muy prematura. Es probable que debamos limitarnos a aceptar el criterio de que en el siglo XVI continuaron los abusos del oficial feudal y que a fines de esta misma centuria empezó a desarrollarse la corrupción como sistema administrativo, a consecuencia de la crisis producida por la brusca disminución en el poder adquisitivo de la moneda, según demuestra el estudio antes citado de Brown y Hopkins.


			Quizá pueda impugnarse esta distinción entre abusos y corrupción. El funcionario que, además de los emolumentos vinculados tradicionalmente al oficio, acepta un regalo o toma dinero para forzar la ley o acelerar su acción en detrimento de tercero, comete al mismo tiempo un abuso y un acto corrupto. Pero es preciso recurrir a palabras concretas para designar dos distintas mentalidades administrativas: la del funcionario que eventualmente se sale de su esfera moral, en acto individual e insolidario, y la del servicio administrativo que funciona corrientemente bajo el principio de la corrupción. La segunda mitad del siglo XVI separaría, grosso modo, el abuso en la administración medieval de la corrupción en la administración moderna, «la fraude, érigée en système».60


			Van Klaveren ha teorizado últimamente sobre la corrupción y ha intentado sistematizar sus orígenes y desarrollo. Sus teorías son interesantes, sobre todo cuando intenta comprender una experiencia histórica. Su principal afirmación es la de que existe una lucha por la distribución de ciertos caudales de la riqueza nacional entre el monarca, la burocracia y la oligarquía. La carencia de autoridad en el Estado o la menor variación en el standing de los funcionarios induce a los oligarcas —los grupos de presión— a ejercer su función corruptora. La oligarquía, evidentemente, puede estar constituida por las clases intermedias que cita Van Klaveren —con evidente intención hacia la burguesía—, o por clases superiores aristocráticas enquistadas en los aledaños del Poder. En todo caso, oligarcas y funcionarios juegan en un mismo ímpetu ascensional, muy vinculados, aunque los primeros actúen horizontal y los últimos verticalmente. En el reparto de los beneficios del sistema se nota la misma división: horizontal y equitativa entre los miembros del grupo de presión; vertical y selectiva entre la burocracia. Ello produce una división importante entre los altos y los bajos niveles de la administración y suscita resquemores en los escalones inferiores, con la inevitable consecuencia de frecuentes trastornos en el funcionamiento del sistema: caída de poderosos, depuración administrativa, etc.61


			Pueden aceptarse estas hipótesis de trabajo. Ellas nos inducen a reafirmar la nuestra de que la corrupción se produce cuando la administración intenta dominar un hecho económico importante con una legislación cerrada y arcaica. Tal fue la situación en que se halló la Corona española cuando la expansión económica en las colonias americanas desbordó por completo los horizontes monopolísticos y los instrumentos de acción que había concebido en la primera mitad del siglo XVI. Que España fuese durante los siglos XVI y XVII el epicentro de la corrupción62 no se justifica en absoluto por una propensión del administrador castellano al relativismo moral. La frase que si el rey no atendía a sus servidores, a éstos les era «lícito procurar por otra vía», aunque escrita en castellano, es de un italiano.63 Si en España arraigó la corrupción fue porque, pese a la actitud moralizante de la Corona y a sus reiteradas declaraciones contrarias a toda práctica corrupta, la administración tenía que hacer funcionar el mecanismo del comercio americano a pesar de las leyes. Tal es el fundamento lógico de la «psicosis del fraude», puesta de relieve por los esposos Chaunu en sus investigaciones sobre el comercio americano, psicosis que actuaba desde fines del siglo XVI desatando reacciones en cadena de la corrupción administrativa.64 El embite era tan extraordinario que es lógico sucumbiera ante él un desbordante aparato de Estado. Cuando Holanda e Inglaterra en el siglo XVII abordaron el mismo problema, cayeron en parecido sistema de corrupción administrativa.


			

			 



			VI. La venalidad de oficios, ¿defensa contra la corrupción? Las condiciones requeridas por el Estado para el buen desempeño de un oficio a lo largo del siglo XVI eran, de acuerdo con disposiciones reiteradas muy a menudo, las siguientes: idoneidad, capacitación, servicio personal y directo e ingenuidad en su provisión.65 Casi nunca se llegó a este resultado, y este fracaso se atribuyó, en primerísimo lugar, a la venta de oficios, considerada como fuente de prevaricación. Esto ha llevado a los historiadores a admitir un paralelismo fatal entre venalidad y corrupción y entre venalidad y desorganización administrativa. Tal fue la tesis sostenida por Martin Göhring en 1938 y por Konrad W. Swart en 1949.66


			Los trabajos más recientes han puesto en duda esta teoría. En primer lugar, la compra, la transmisión en herencia y el arriendo de un cargo público no son fenómenos que aparezcan con el Estado moderno, sino que, como el concepto patrimonial de la monarquía de donde proceden tales fórmulas, arrancan de la concepción feudal del poder público. Mousnier nos ha instruido sobre el particular desde su notoria tesis sobre la venalidad de los oficios en Francia.67 Desde que se constituyen administraciones modernas, el deseo de los príncipes es poner fin a la venta de oficios y a las corruptelas derivadas de ella. Pero las sucesivas coyunturas militares y las correspondientes presiones sobre el erario público motivaron, a lo largo del siglo XVI, que se prescindiera de norma tan elemental. Entonces se presentaron dos soluciones: o bien reconocer y legalizar la venta de oficios —como fue el caso de Francia desde 1532 a 1604—, o bien ignorarla oficialmente, aun consintiéndola en lo privado para determinados grupos administrativos o para todos —como es el ejemplo de España, cuyos apuros financieros eran menores por contar con el chorro argentífero americano—. Comparando los resultados de ambos sistemas administrativos en el siglo XVII, no sólo resulta que el francés fue capaz de poner trabas a la corrupción, sino también que dio mejores resultados en cuanto a idoneidad, selección y relativa pureza de la administración.68


			Teorizando sobre el particular, Van Klaveren afirma que en todos los países donde no existió la venalidad aumentó la corrupción.69 Esta hipótesis de trabajo merece retener nuestra atención, aun cuando no la consideremos absolutamente probatoria, puesto que muy bien pudo suceder que la corrupción se ejerciera en función de los defectos de una organización administrativa, de las diferencias estructurales de una sociedad y de los mayores atractivos de unos beneficios materiales, y no de un mayor o menor control de los cargos públicos por la monarquía a través de un sistema venal y de su dominio de la administración a sus órdenes.70 También deberíamos tener en cuenta otro factor, éste directamente relacionado con la venalidad y favorable, por tanto, a la hipótesis de Van Klaveren: la devaluación del sueldo de los funcionarios, compensada en el sistema venal71 y, en cambio, beatamente ignorada en el semivenal,72 con su inmediata repercusión en las mañas de los oficiales superiores e inferiores para equilibrar sus presupuestos a espaldas y en daño del Estado.


			Tales son las grandes líneas de la discusión que proponemos. ¿Sería posible esperar que, como conclusión de ella, se formulara un cuestionario colectivo para tratar de resolver las cuestiones planteadas, especialmente en lo que se refiere a un estudio sociológico de la condición del funcionario en los siglos XVI y XVII?


			

	    

	
			 

            LA INDUSTRIALIZACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO DE ESPAÑA DE 1800 A 1936* 


			

	    

	
			 

            El proceso de industrialización de España ofrece rasgos que le son absolutamente peculiares dentro de la tendencia general del desarrollo económico de Europa occidental en los siglos XIX y XX. Estos rasgos pueden sintetizarse así: a) fuerte regionalización de los grupos industriales, por lo menos hasta fecha reciente; b) dependencia de la expansión de tales grupos —a excepción de la industria textil— de las iniciativas o de las inversiones extranjeras, por lo menos en sus etapas iniciales; c) eliminación de la competencia extranjera gracias al principio de mercado reservado y la aplicación de altas tarifas aduaneras; d) dependencia del extranjero por lo que se refiere a materias primas, utillaje e innovaciones técnicas; y e) sumisión de la industria a las fluctuaciones de la actividad agraria del país, principal fuente de riqueza del mismo, hasta los umbrales de la actualidad. Nos hallamos, por tanto, ante un caso típico de industrialización en un área mediterránea, con escasa densidad demográfica, defectuoso reparto del suelo agrícola, débil capacidad de consumo, bajo nivel técnico y notoria deficiencia del sentido económico moderno, en gran parte del pueblo y en las altas esferas de la administración. Todo ello en contraste con la actividad de los citados grupos industriales regionales, cuya expansión condujo normalmente a la creación de peligrosas situaciones monopolísticas y a la inestabilidad del proceso económico, exagerando los trazos de las oscilaciones en las crisis cíclicas del período.


			Estos factores actúan conjunta e irregularmente a lo largo de unas etapas bien determinadas. Las correspondientes al siglo XIX y a los primeros decenios del XX no están cifradas estadísticamente; los datos posteriores no reflejan exactamente lo acaecido sin una previa corrección metodológica.


			

			 



			I. Comienzos de la industrialización. — Abarcan un largo período, que se extiende desde principios del siglo XVIII hasta los primeros decenios del siglo XIX. Durante su transcurso, la incidencia de la industrialización en el crecimiento económico de España es escasa, pues el país es esencialmente agrario y su principal fuente de riqueza deriva todavía de la comercialización de los bienes y necesidades de su imperio colonial americano. Las actividades industriales surgen como consecuencia de dos líneas de actuación. Una de ellas, la oficial, se despliega en el sentido de un proteccionismo anacrónico, con fundación de manufacturas de varia índole y protección a las de tipo militar o naval. Prototipo de esta actividad es la manufactura de paños de Guadalajara. El resultado de esta experiencia distó mucho de ser alentador. En cuanto a la segunda orientación, la privada, se despliega en cuatro parajes distintos: la industria sedera en Valencia, la metalúrgica en el País Vasco y Cantabria, la hullera en Asturias y la algodonera en Cataluña. De ellas, dos decaen paulatinamente en el curso del siglo XVIII: la sedera, ante la competencia de Lyon, y la metalúrgica, que se ve combatida por la expansión del hierro sueco. La actividad minera en Asturias se desarrolla lentamente. El único hecho nuevo es, pues, la creación del grupo industrial catalán, que se inicia hacia 1740 y consigue en medio siglo disponer de una estructura completa (hilados, tejidos pintados), con unos 3.000 establecimientos y unos cien mil obreros. Para Cataluña, el empujón de la industria textil representa un avance económico notable, hoy por hoy todavía no mensurable. La región rebasa el estadio agrícola y empieza a presentar una estructura industrial interesante.


			 


			II. Estancamiento industrial (1808-1830). — España experimenta dos graves contratiempos a comienzos del siglo XIX: la guerra de Independencia contra la Francia napoleónica y la escisión de la mayor parte de su antiguo imperio colonial en América. La primera dejó el país en ruinas; la segunda le arrebató uno de los elementos esenciales de su mecanismo económico. De aquí que se inicia para el país una difícil etapa, en el mismo momento en que la coyuntura se caracteriza por la depresión y el hundimiento de precios. Puede decirse que, en este período, la economía española se apoya exclusivamente en la agricultura. Las guerras y la ruptura con el mundo colonial hicieron desaparecer las industrias de Estado o subvencionadas por él mismo, y sólo se conservó el grupo formado por las fábricas de algodón catalanas, y aun con un sensible estancamiento de su actividad a causa de los fenómenos generales ya apuntados y, además, del contrabando. Entre 1822 y 1823 se señala el momento de mayor depresión en este sector desde sus orígenes.


			 



			III. Arranque de la nueva industria (1830-1854). — La industria moderna española se constituye en el segundo cuarto del siglo XIX. En todos los sectores se nota un aumento de actividad y la aparición de una verdadera mentalidad industrial. La industria hullera asturiana halla, por fin, una desembocadura hacia la costa (después de cuarenta años de vanos proyectos, lo que demuestra la parálisis del sistema económico español en el período precedente); pero su producción sigue estancada a causa del tradicionalismo de las empresas siderúrgicas, que preferían el uso de carbones vegetales. El despertar de las industrias del hierro es, no obstante, evidente: 1832, inauguración del alto horno de Marbella (Málaga); 1848, constitución de algunas empresas siderúrgicas en Vizcaya y Asturias (alto horno de Mieres); 1833-1854, desarrollo de varios grupos metalúrgicos en Cataluña (sobre todo, Barcelona) y Madrid. Pero el empujón de base lo da la industria textil algodonera en Cataluña, con la introducción del vapor (1832) y de maquinaria moderna en sus fábricas. Tras pacientes búsquedas hemos logrado establecer un cuadro del desarrollo de este sector de 1831 a 1851, teniendo en cuenta los capitales invertidos anualmente en la constitución de sociedades para la industria textil. Después de una etapa de profunda depresión entre 1832 y 1841, la actividad se anima entre 1842 y 1847 y adquiere nuevo y vigoroso desarrollo entre 1848 y 1851. En este último período, los capitales invertidos duplican los de los años normales del comienzo de la expansión. De este proceso sale definitivamente constituida la industria textil catalana. Aunque no puede fijarse su relación exacta con el desarrollo económico español —afectado, en el sector agrario, por el aumento del cultivo triguero a consecuencia de la desamortización de los bienes de la Iglesia y la desvinculación de mayorazgos—, todos los autores estamos de acuerdo en presentarlo como un gran empujón dado hacia su expansión.


			En este proceso de recuperación industrial actúan varios factores, algunos notorios y otros todavía hipotéticos: la política proteccionista del Estado inaugurada con el arancel de 1825 y reafirmada —con ligeros reajustes— por los aranceles de 1841 y 1849; la cancelación de la prohibición de exportar máquinas y patentes industriales, aprobada por Inglaterra desde 1841, y la inversión en la industria de capitales procedentes o bien del comercio de las antiguas colonias americanas, o bien de los beneficios realizados con el proceso de desamortización de los bienes de manos muertas.


			

			 



			IV. El paso decisivo al equipamiento industrial (1855-1881). — A mediados del siglo XIX, varios factores coincidirán en preparar la plataforma sobre la que se estructurará hasta 1914 la industrialización de España. En primer lugar, el sesgo favorable de la coyuntura económica internacional. La gran etapa de expansión decimonónica incide en España no sólo estimulando la actividad agrícola y comercial del país —lo que favorece el desarrollo del mercado de consumo y, por ende, el progreso de las industrias existentes, como la textil—, sino también la industrial, mediante la inversión en España de capitales extranjeros. De otro lado, el país conoce una etapa de paz y procede poco a poco a la reconstitución de sus actividades económicas. El episodio revolucionario de 1868 a 1876 facilitará este proceso imponiendo una política librecambista moderada y abriendo ampliamente las puertas a las iniciativas extranjeras. Las decisiones tomadas en este momento —arancel de 1869, supresión del derecho diferencial de bandera, venta de minas a sociedades inglesas, francesas y belgas— han sido muy discutidas. Si de un lado representan la expoliación de las reservas metalíferas de España a beneficio del capitalismo internacional, de otro lado entrañan la única posibilidad de salir del atasco económico en que había caído el país a consecuencia del marasmo de los decenios anteriores y de la práctica de una política económica excesivamente proteccionista.


			Cálculos bastante aceptables fijan la suma de las inversiones extranjeras en España de 1848 a 1881 en unos 3.400 millones de pesetas. De esta suma, de 1.500 a 2.500 millones se aplicarían a la construcción de ferrocarriles (la gran actividad de equipamiento de la época). Grandes sociedades extranjeras (los Pereyre, los Rothschild) drenaron hacia España los capitales franceses, ingleses y belgas desde 1859. El resto se invirtió en la adquisición de minas: hulla (Real Compañía Asturiana de Minas, 1853); piritas (Tarsis Sulphur, 1866); cobre (Riotinto Co., 1881), etc. Hay que tener en cuenta, además, las importantes compras de mineral de hierro de la cuenca de Vizcaya, que se inician desde 1877 y contribuirán a estimular la formación de la industria pesada en el norte de España.


			El estímulo recibido por estas inversiones benefició, asimismo, las industrias de transformación. La industria textil completó el equipo técnico e inició el proceso de concentración típico del capitalismo industrial. El caso más significativo lo hallamos en la rama lanera. Durante estos treinta años se derrumba la vieja artesanía textil de la lana, muy dispersa en toda España, y aparecen los modernos centros laneros catalanes (Sabadell, Tarrasa), también basados en una antigua tradición, pero remozados por el ejemplo de los métodos de mecanización y concentración propios de la industria algodonera desarrollada en la misma región desde el advenimiento de la máquina de vapor.


			

			 



			V. La constitución de la gran industria periférica (1881-1914). — Desde 1881, las inversiones extranjeras continúan afluyendo a España, siguiendo la tónica del período anterior, o sea, impulsando el desarrollo industrial del país en un régimen de grandes beneficios para las empresas y sociedades establecidas en él. Sin embargo, algunas características son propias de esta etapa. El capital extranjero se invierte ahora en sociedades de banca y crédito (Banco Hipotecario de España, 1875), en empresas de servicios públicos (agua, gas, alumbrado, transportes públicos) o de producción de energía eléctrica (Barcelona Traction Light and Power y Energía Eléctrica de Cataluña, 1911). Ello favorece de nuevo la industrialización. Pero el pago de los intereses de las inversiones precedentes —una sangría pertinaz en el seno de la economía española— constituye un obstáculo tremendo que agarrota las posibilidades de una industria nacional autónoma. A pesar del fenómeno favorable de la repatriación de los capitales formados en América por los emigrantes españoles (que importaba 1.200 millones de pesetas hacia 1902), el pasivo de la balanza de capitales aumentó todavía hasta 4.000 millones, o sea, que sufrió otro progreso, del orden de 300 a 500 millones de pesetas. Este fenómeno se registró especialmente en el sector privado (que aumentó en 1.500 millones de pesetas), lo que indica el peso de las inversiones extranjeras en el proceso industrial español contemporáneo.


			Los intereses de estos capitales se pagaron de modo muy diverso: con la afortunada campaña vinícola de los años 1881-1892, con la fabulosa exportación de minerales de hierro vizcaínos, con la venta de tejidos a las Antillas españolas de 1890 a 1898, con el sacrificio de las masas obreras y campesinas del país, sujetas a un régimen de bajos salarios; con la persistente quiebra del signo monetario. Con todo, hubo aún remanentes de esa riqueza que no salieron para el extranjero, y ellos contribuyeron a mejorar la industria textil catalana, a impulsar la hulla asturiana y a establecer definitivamente la industria siderúrgica vasca. De 1880 a 1900, y paralelamente a la venta de mineral de hierro a Inglaterra, se establece la hegemonía de Vizcaya como centro de la industria pesada nacional. Las antiguas empresas de corte familiar se desarrollan rápidamente, transformándose en sociedades anónimas, a las que una banca diligente y rica facilitará importantes medios de acción. Así aparecen distintas empresas siderúrgicas, metalúrgicas y navales, muy relacionadas entre sí por un proceso de concentración, de las cuales es el prototipo la S. A. Altos Hornos de Vizcaya (1902).


			Este empujón habría sido inútil sin la tutela del Estado. Bajo la presión de los industriales textiles y metalúrgicos, los gobernantes cambiaron el signo de la política aduanera. Ya en 1891 concedieron un arancel proteccionista. Cinco años más tarde, las leyes de 1896 salvaron a la metalurgia vasca. En 1906, el proteccionismo había ganado la batalla. La industria española surtía desde entonces el mercado interior, cubriendo el proteccionismo a expensas de las exportaciones agrícolas de calidad, sobre todo de la naranja, que de 1890 a 1913 inició su primera gran etapa exportadora, con importantes resultados para la balanza de pagos española.


			La contribución de la producción industrial al desarrollo global de la economía española al final de este período puede ser evaluada gracias a las cifras fijadas por José A. Vandellós. En su estudio, capital para el establecimiento de la renta nacional, este autor señala que, en 1913, la producción española valía 8.420 millones de pesetas, aproximadamente, de las cuales 5.550 correspondían a la agricultura y ganadería y 2.870 a la minería y productos industriales. Estos números indican que, a pesar del esfuerzo realizado en los últimos sesenta años, España continuaba siendo un país notoriamente agrícola, con una zona periférica industrial formada por el eje Cataluña-País Vasco.


			Los índices establecidos por el Consejo de Economía Nacional en 1945, a pesar de su imperfección y de las críticas objetivas que pueden formulárseles, permiten establecer un paralelismo entre la producción total, la agrícola y la industrial desde 1906 a 1913. He aquí las tablas:
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			Es fácil deducir de ellas las oscilaciones de la producción agraria (debidas al predominio en las tablas de los cultivos de secano y especialmente del trigo) y la marcha lenta y segura de la producción industrial (aunque contrarrestada por la disminución considerable de la producción minera a partir, precisamente, de 1906). Si el aumento en la producción total es de un 9,5 por 100 (1 por 100 anual), se debe especialmente al desarrollo de la producción industrial (2,2 por 100 anual). Pero no debe olvidarse que los años mejores para la economía nacional continúan correspondiendo a los años de óptimas cosechas; ni tampoco que el aumento de la producción industrial por habitante es menos acelerado que el total.


			

			 



			VI. Industrialización y desarrollo económico de 1914 a 1935. — La producción industrial española recibe un fuerte impulso a consecuencia de la primera guerra mundial. La neutralidad del país favoreció toda clase de actividades, sobre todo las especulativas. De esta manera, si la industria llegó a producir el 50 e incluso el 100 por 100 de lo que obtenía en 1913, sus rendimientos cuadruplicaron o quintuplicaron. El panorama aún habría sido mejor a no ser por el persistente estancamiento de la producción minera, a excepción de la hulla asturiana, que en este momento inicia una expansión considerable. En todo caso, los beneficios industriales de guerra, sumados a los agrícolas, incluso más cuantiosos que aquéllos, permitieron la liquidación de la deuda exterior, la nacionalización de empresas extranjeras y la mejora del utillaje. Todo ello favoreció las industrias clásicas establecidas en Cataluña y Vizcaya, sin que el resto del país experimentara ninguna expansión industrial. Sólo en el aspecto financiero, Madrid se convirtió, por la presencia de las grandes entidades bancarias del Norte, en un importante mercado de capitales.


			La fragilidad de la estructura industrial española, enmascarada por la primera guerra mundial, fue puesta de relieve en la crisis de 1921. Sin embargo, la expansión de los años veinte, traducida en España por un proteccionismo eficaz y una prudente política de obras públicas, sirvió para que se eliminaran algunos de los factores de desequilibrio. Así se desarrolló la producción de hulla y energía eléctrica, de hierro y acero, de ácido sulfúrico y sosa cáustica, de cemento e incluso de mineral de hierro y cobre, que tanto había decaído entre 1906 y 1920. En cambio, la industria textil no salió del marasmo en que había caído a raíz de la crisis de 1921, a pesar de que también logró recuperarse algún tanto a fines del decenio.


			La depresión iniciada en 1929 fustigó duramente a la industria española, sobre todo en aquellos sectores que más se habían beneficiado del proteccionismo oficial, como la minería y la siderometalurgia. Los descensos de la producción de tales ramas fueron fabulosos; pero quedaron contrarrestados por la resistencia de la industria textil y de los productos alimenticios. De todas maneras, es evidente que se imponía una nueva articulación económica que hiciera factible un progreso industrial efectivo basado en una sana plataforma agrícola. Las destrucciones de la guerra civil (1936-1939) la hicieron inevitable.


			Los índices de producción agrícola, industrial y total ayudan a comprender las características de este período y a cifrar la contribución de la industria al desarrollo económico del país.
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			De ello se deduce que el progreso real en veinte años fue de 1,5 por 100 anual en la agricultura, 2,5 por 100 en la industria y 1,9 por 100 en la totalidad de la producción. Ritmo lento, generalmente inferior al aumento de la población, que explica las dificultades de la sociedad española ante su gran crisis política del siglo XX.


			 


			NOTA. — En este estudio sintetizamos los resultados a que hemos llegado en nuestro Manual de Historia Económica de España, Barcelona, 1959, y en el tomo V de Historia Social y Económica de España y América, Barcelona, 1959. El lector encontrará en ellos, y también en otra de nuestras obras, Industrials i polítics (segle XIX), Barcelona, 1958, la bibliografía y el material de archivo en que basamos nuestras afirmaciones. No obstante, queremos hacer referencia a los estudios principales que se reflejan en estas páginas. En primer lugar, al de J. Sardá: La política monetaria y las fluctuaciones de la economía española en el siglo XIX, Madrid, 1948. Luego, para la producción minera y siderúrgica, Sánchez Ramos: La economía siderúrgica española, I, Madrid, 1945, y para la algodonera, L. Beltrán: La industria algodonera española, Barcelona, 1943. El estudio de José A. Vandellós que se cita expresamente se titula «La richesse et le revenu de la Péninsule ibérique», Metron, V (1925), 151-186 (reeditado en Revista de Economía Política, VI [1955], núm. 2, 185-223). Los índices de producción industrial, agrícola y total que figuran al final proceden del Consejo de Economía Nacional (1945), y son recogidos y comentados por H. Paris: Factores del desarrollo económico español, Madrid, 1957, 427 y ss. 


			

	    

	
			 

            ESPAÑA 1868-1917* 


			

	    

	
			 

            LAS DOS GRANDES ETAPAS DEL PERÍODO


			

			 



			El año 1868 vio surgir en la vida española una nueva generación de políticos, pensadores y escritores; su juventud había terminado en los últimos años del reinado de Isabel II y aspiraban, igual que sus predecesores de 1800, a una transformación de España que hiciera alcanzar a ésta el nivel de los restantes países de Europa occidental. Pero la primera solución aplicada, la solución democrática, chocó con la imposibilidad de gobernar que había hecho fracasar ya las experiencias anteriores, por ejemplo la de 1854. Por ello, estos mismos hombres aceptaron la fórmula de transacción preconizada por Cánovas del Castillo: una monarquía parlamentaria, cuyos destinos presidían los Borbones, restaurados en el trono. Es, pues, lícito, referirse a ellos como a la «generación de la Restauración».


			Durante más de veinte años, hasta 1898, el país vivió en un espejismo. Ignorado por las gentes que estaban en el poder, el pueblo se desinteresó de la cosa pública, para preocuparse exclusivamente de sus intereses inmediatos, tanto si consistían en obtener la anulación de un arancel o en protestar furiosamente contra una miseria demasiado amenazadora. Casi todos los conflictos fueron de importancia menor, excepto en los casos de excesos y atentados irresponsables. Fue un período apagado en el que la burguesía disfrutó de una prosperidad relativa, aumentaron las rentas individuales, y los servicios públicos, descuidados por un aparato administrativo cada día más deficiente, cayeron en la desidia. Es la época del gas, de los primeros tranvías eléctricos, de los poetas amanerados y la literatura declamatoria. Únicamente algunas regiones de la periferia conocieron una existencia de estilo nuevo, francamente europeo. Entre ellas y el centro —entre lo que vive y lo que vegeta—, los contrastes se dibujaron, se acentuaron y permitieron prever claramente la crisis de 1898.


			En 1898 se produjo el desastre colonial: España perdió la guerra contra los Estados Unidos, y sus últimas colonias en América y Oceanía: un verdadero desastre en tanto que «derrota sin honra». En la periferia, especialmente en Cataluña, donde todo estaba a punto para una reacción enérgica contra la apatía característica del período de Cánovas, el país manifestó brillantemente su vitalidad en todos los campos: tanto en el arte (wagnerismo), cuanto en la literatura (modernismo) y la política, dio fe de la magnitud de sus posibilidades. El triunfo de los candidatos burgueses sobre los del gobierno en 1901 fue la prueba de su potencia latente. Al llegar a la encrucijada de 1898, España vio abrirse ante ella horizontes nuevos. En el resto del país la reacción fue más lenta. Los anhelos de regeneración de algunos políticos se disiparon pronto ante una opinión pública demasiado lenta en despertarse. Únicamente algunos intelectuales de primer plano, profesores o escritores, analizaron a fondo el fenómeno vivido y, a través de sus obras, difundieron un nuevo concepto de España. Fueron los hombres de la generación llamada «de 1898», escritores brillantes, maestros eficaces, pero con un espíritu amargo y desconcertante para la masa de sus lectores.


			Al contrario de lo que pudiera creerse, los asuntos públicos no los rigieron ni la generación castellana de 1898, ni la generación catalana de 1901. Maura, Canalejas, Romanones, Dato, etc., pertenecían a la «generación acumulativa de la Restauración». De ahí el abismo, cada vez más profundo, entre la ineficacia política y la exuberancia intelectual. De ahí también la crisis inevitable que clausuró este período. El año 1917 encontró en un estado próximo a la rebelión armada a burgueses y proletarios, centralistas y regionalistas, católicos y laicos. El ejército, después de un período de relativo apartamiento, intervino de nuevo y desenvainó la espada. Pero esta vez, cambiando de bandera política, se alineó, sin vacilar, en el campo de los conservadores.


			

			 



			LA EXPERIENCIA DEMOCRÁTICA DE 1868 A 1871


			

			 



			¿Qué representaron para España los acontecimientos y los hombres de 1869, los que hicieron triunfar el pronunciamiento contra Isabel II? Nadie ha intentado, hasta el momento, responder a esta pregunta, ni siquiera a través de la biografía de los protagonistas: Prim, Serrano, Pi y Margall, Castelar, Ruiz Zorrilla. Claro está que los hechos son conocidos, pero lo son sólo superficialmente, bajo su aspecto anecdótico.1


			Los líderes de la revolución de septiembre se esforzaron, evidentemente, en realizar a fondo la experiencia democrática en España: ello comportaba la libertad de cultos, el sufragio universal, la instauración del jurado y de amplios derechos cívicos. No es menos evidente que fracasaron en su propósito; al cabo de cuatro años la fórmula democrática —representada en el trono por Víctor Amadeo de Saboya— cedió el paso a un régimen de tipo republicano (1873) que se descompuso como consecuencia de la secesión carlista y de la insurrección cantonalista. La historia al uso atribuye ese trágico desenlace al asesinato de Juan Prim, el hombre de la revolución, y a las luchas ciegas entre los partidos que hubieran debido apoyarla: unionistas (liberales), progresistas y demócratas integrales.


			Sin embargo, las causas deben buscarse en uno o varios factores estructurales, que impidieron el triunfo de la tentativa de democratización del país.


			El moderantismo y, con él, la corona de Isabel II, se habían estrellado contra el ascenso de la periferia. Los hombres más destacados de la nueva situación política procedían, en general, de las regiones costeras. De allí les venía, además, su fuerza electoral. En razón de su procedencia, algunos de ellos se proponían edificar el nuevo Estado siguiendo las teorías del federalismo científico, en boga entonces: tal fue el caso, por ejemplo, de Pi y Margall. Pero su acción quedó contrarrestada por las consignas de unidad y centralización típicas del liberalismo español del siglo XIX. El resultado de esta política sólo podía ser una viva desconfianza en Navarra y el País Vasco, e incluso en Cataluña, regiones tradicionalmente apegadas a los fueros. La rebelión armada de 1873 —tercera guerra carlista— confundió de nuevo la causa del particularismo hispánico con la del catolicismo amenazado en sus privilegios oficiales.


			En el litoral mediterráneo, el radicalismo republicano, estimulado por el anarquismo, degeneró en cantonalismo, es decir, en un carlismo de sentido diametralmente opuesto. El edificio democrático empezó a desplomarse —igual que en 1934— por sus propios baluartes exteriores. Su población no supo ni ver lo que debía ser la España futura, ni comprender la necesidad de transigir con las exigencias de una evolución tradicional. Esto es lo que permiten suponer algunas investigaciones sobre los periódicos de esos cinco años. El historiador de las ideas políticas españolas encontrará aquí un terreno de investigación fecundo.


			El movimiento obrero contribuyó a la exaltación general adoptando las doctrinas de Bakunin. Fue éste un fenómeno de los más complejos, del que nos ocuparemos más adelante. De momento, ignoramos cómo se realizó la fusión entre anarquismo y cantonalismo y cuáles fueron las causas profundas que determinaron los lamentables incidentes de Alcoy (julio de 1873) en el momento preciso en que el poder ejecutivo de la República estaba presidido por un federalista tan notorio como Pi y Margall. Conocemos en cambio la profunda impresión que estos incidentes produjeron en la opinión pública española, impresión que la propaganda carlista y monárquica supo explotar hábilmente. La República venció al cantonalismo a cañonazos, pero el cantonalismo había derrotado ya a la República.


			Un terrible torrente revolucionario, una explosión volcánica que agota todas las fuerzas de resistencia, un juego terrible de la revolución por la revolución: ¿son éstas las constantes de los movimientos revolucionarios españoles? He aquí otro tema de análisis para el historiador y el sociólogo.


			Contra el cantonalismo y el carlismo, la República contaba con un solo punto de apoyo: el ejército monárquico. El golpe de Estado reaccionario del general Pavía (3 de enero de 1874) puso el poder en manos de los oficiales hostiles a la República. Poco después de su actividad subversiva en 1868, que ellos mismos habían asumido tan voluntariamente, los mandos militares necesitaban una teoría que legitimara el golpe de Estado. Esta teoría la recibieron de Cánovas del Castillo, el político que iba a hacer posible la Restauración de los Borbones en España.


			

			 



			LA IDEOLOGÍA DE LA RESTAURACIÓN


			

			 



			La figura de Cánovas del Castillo domina el escenario político de 1874 a 1897. Este profesor de Málaga, que conocía a fondo la historia de la decadencia política de España, se había formado meditando, con un pesimismo lúcido, sobre el pasado y el presente del país. Su experiencia política, adquirida en las filas de la Unión Liberal, le había confirmado sus planteamientos teóricos. Protagonistas de la Vicalvarada, donde fue el brazo derecho de O’Donnell, había perdido las ilusiones sobre el sistema de los pronunciamientos y de los espadones. Los acontecimientos posteriores lo apartaron, a la vez, de una monarquía demasiado inclinada al personalismo y de un pueblo incapaz de plegarse ordenadamente a las exigencias de una democracia a la europea. Entre el autoritarismo y la anarquía, buscó una fórmula que permitiera a todos los españoles vivir en buena armonía. Imaginó la creación de una «zona de convivencia» entre las dos grandes corrientes ideológicas y políticas definidas a lo largo del siglo XIX, gracias a la cual la minoría —los 2.000 personajes de la Restauración a que se referirá un día Antonio Maura— podría colaborar en la vida pública.


			Los caracteres de esta «zona de convivencia» los precisó en sus distintos discursos al Parlamento y, sobre todo, en el Manifiesto de Sandhurst, proclamación que el futuro Alfonso XII dirigió al país poco antes de la restauración de la monarquía. Cánovas deseaba poner término al régimen de excepción a que había estado sometida hasta entonces la política española, restableciendo la monarquía tradicional; pretendía hacer admitir el principio de un «país común» situado por encima de las luchas partidistas, y la instauración de un gobierno constitucional de estilo europeo, en el que la autoridad y la libertad se conciliaran en la legalidad.2


			¿Hubiera podido Cánovas del Castillo emprender otra dirección? ¿Hubiera podido, concretamente, proponer en favor de Alfonso XII una solución conservadora que ignorase por completo las fuerzas liberales? Los historiadores de derecha, como García Escudero,3 le reprochan hoy con vehemencia el no haberlo hecho. Pero formular una tal crítica implica un desconocimiento de los elementos de la política de Cánovas y del clima en que se desarrolló. Europa entera admitía el libre juego de las instituciones parlamentarias como base para la acción política y, dentro de este juego, la izquierda desempeñaba un papel, y no de los menores. Por otra parte, el recuerdo de la revolución de septiembre estaba aún vivo en el país y no se podía ignorar un movimiento que había dado pruebas de su potencia, sin arriesgarse con ello a provocar una catástrofe en el momento más inesperado. El retorno al redil de la monarquía de las ovejas liberales, extraviadas por la política de Isabel II, fue el episodio más feliz de la obra de Cánovas.


			Los liberales españoles se dejaron seducir por el político conservador tanto más voluntariamente cuanto que su desconcierto después del fracaso de su experiencia entre 1868 y 1873 era evidente. Una solución de orden sin los «obstáculos tradicionales» y que permitiera la aplicación del triple postulado democrático (tolerancia, sufragio universal, jurado) podía obtener una aprobación unánime. Cánovas no tardó en conseguir el acuerdo de Práxedes Mateo Sagasta, jefe de los constitucionalistas, es decir, de los hombres que habían gobernado bajo Víctor Amadeo de Saboya. A Sagasta le siguió el republicano Emilio Castelar, el Castelar cuyo «posibilismo» político representaba, ideológicamente, el trazo de unión entre la monarquía y numerosos demócratas. Únicamente permanecieron al margen de la Restauración los republicanos de Ruiz Zorrilla, partidarios del pronunciamiento militar, y los federalistas de Pi y Margall, cuya acción se limitaba cada vez más a defender unos postulados que restaban toda fuerza a la idea republicana y carecían ya de influencia alguna sobre las masas.


			Pero Cánovas intentó también atraerse a las derechas. Los católicos integristas dudaron tanto más en dejarse seducir por sus cantos de sirena, cuanto que, durante los primeros años de la Restauración, el carlismo constituía todavía, en el País Vasco y Navarra, una fuerza armada. Pero la falta de un programa carlista preciso —y, sobre todo, de un programa adaptado al siglo XIX—, su derrota militar en 1876 y, en consecuencia, su escisión en integristas y tradicionalistas (1888), favorecieron la aparición de un grupo católico de caracteres muy definidos, que colaboró en la obra de Cánovas: la Unión Católica de los hermanos Pidal, conocidos pronto con el sobrenombre de mestizos, a causa de su participación en un gobierno liberal. La gran figura intelectual católica de la época, Marcelino Menéndez y Pelayo, debe situarse en el marco de este grupo católico de tendencias modernistas, aunque sus más recientes exegetas se esfuercen por presentarlo como un faro aislado en el estéril desierto de la Restauración.4


			

			 



			EL MECANISMO POLÍTICO DE LA RESTAURACIÓN


			

			 



			La obra maestra de Cánovas, expresión jurídica de su pensamiento, fue la Constitución de 1876, promulgada un año después de que Alfonso XII recobrara la corona, gracias al pronunciamiento del general Martínez Campos —un pronunciamiento que, esta vez, se realizó discretamente, por voluntad de Cánovas y también porque la burguesía comercial recibió con entusiasmo al nuevo soberano, después de la inquietud con que había visto morir la primera República.


			La Constitución de 1876 fue un código cuyas raíces deben buscarse en el pasado «moderado» de la monarquía, ya que en muchos puntos se limitó a transcribir literalmente la Constitución de 1845. Pero Cánovas la formuló de manera lo suficientemente liberal y flexible como para dar cabida dentro de su marco a los programas de los liberales. El texto constitucional no hacía referencia a un determinado número de cuestiones (sufragio, organización administrativa, etc.) que podían hacer fracasar la política de conciliación. En cuanto al importante capítulo de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, se redactó de forma que completara el contenido de la Constitución de 1845: se admitió la tolerancia legal de los cultos. Este texto caduco, que no satisfacía a católicos ni a liberales, permitió tanto a unos como a otros gobernar y, sobre todo, fomentar la educación religiosa de la juventud invocando para ello el principio de la libertad de enseñanza, proclamado por un artículo de la Constitución.


			Pero esto era tan sólo la letra del texto; darle vida, introducirlo en el ánimo del pueblo, llenarlo de savia popular, tales hubieran debido ser las aspiraciones de Cánovas o, cuando menos, de Sagasta. Pero ni uno ni otro dejaron que el pueblo se mezclara en política. Decepcionados, pesimistas, hicieron de la Constitución una capa destinada a disimular los apetitos de sus respectivas camarillas y, de la vida parlamentaria, una comedia grandilocuente. Esta ficción dramática —léase trágica para el futuro del país— limita evidentemente el alcance que conviene atribuir a la labor de la Restauración. Cánovas y Sagasta decidieron gobernar mediante una caricatura de la política bipartidista inglesa, y los gabinetes conservadores alternaron con los gabinetes liberales. Pero lo que en Gran Bretaña era fruto de movimientos de opinión, obedecía en España a conveniencias partidistas de jefes políticos. La muerte prematura de Alfonso XII, que dejaba la regencia a una extranjera, María Cristina de Habsburgo, hasta la mayoría de edad de Alfonso XIII, implicaba para la monarquía un riesgo grave; acabó de implantar en el país una política minoritaria, voluntariamente apartada de la masa de la población. Tal es el sentido del acuerdo de 1885, llamado Pacto de El Pardo.5


			Éstas son las razones por las que se sucedieron en el país los gobiernos liberales y conservadores, según el infalible mecanismo que exponemos a continuación: la corona otorgaba su confianza a un jefe político —Cánovas o Sagasta—; éste recibía de las urnas, gracias a una elección trucada, un número de diputados suficiente para sostener su acción parlamentaria; de esta forma se instauraba una situación, que duraba más o menos según los deseos de gobernar del partido rival, o las crecientes disensiones internas en el seno del partido que detentaba las sinecuras ministeriales. La única realidad viva, en un país al que se negaba sistemáticamente todo aprendizaje político, fue el caciquismo. Aunque se ha escrito mucho sobre este tema, clásico desde la famosa investigación que llevó a cabo en 1901 el Ateneo de Madrid a instigación de Joaquín Costa, no disponemos todavía de una monografía histórica que nos lo presente bajo sus múltiples aspectos y dentro de su contexto social. ¿Era una necesidad? ¿Era una degeneración feudal y oligárquica? ¿O era más bien un mal menor para la democracia en un país «sin pulso»? Hay un hecho cierto: el personaje del cacique, dueño y señor de las vidas, bienes y honor de todos, desafiando impunemente el código civil y el penal, porque su misión consistía en proporcionar mandatos de diputados a los clanes políticos madrileños, este personaje siniestro dominó la parodia política de la Restauración.


			

			 



			LA OBRA DE LA RESTAURACIÓN


			

			 



			La Restauración fue, esencialmente, un acto de fe en la posibilidad de la paz interior. Cánovas quiso fundar un Estado legal, sin arbitrariedades, que descansara sobre las fuerzas vivas del país (terratenientes, industriales, burgueses), y sobre un ejército sin veleidades de pronunciamiento. Su política fue pues conservadora, con las concesiones estrictamente indispensables para dar al juego parlamentario la elasticidad de una dialéctica activa, pero aplicada exclusivamente a cuestiones de interés secundario. El que los grupos liberales reunidos bajo Sagasta respaldaran sus deseos dio como resultado una democratización aparente del régimen, inoperante de hecho a causa de las elecciones trucadas y de la omnipotencia de los caciques.


			La Constitución de 1876, modelo de tacto político, dejó a la corona un conjunto considerable de atribuciones: el rey nombraba libremente los ministros y convocaba, suspendía, cerraba y disolvía el Parlamento. A pesar de ello, por lo que respecta a la primera de estas atribuciones, se sometió a la costumbre, corriente en el mundo occidental, de confiar el gobierno a los partidos que detentaban la mayoría absoluta en la Cámara baja o Congreso de los diputados. Dado que esta Cámara, por su modo de elección, no correspondía a la voluntad popular y no representaba un estado de opinión, Alfonso XII e incluso la regente María Cristina asumieron funciones de árbitro situado por encima de los partidos, función ésta muy peligrosa para la monarquía. De este modo el trono se encontró identificado con los éxitos y errores de sus hombres de confianza, en virtud de la tendencia, tan característica del temperamento español, a convertir la política en una cuestión de personas. Todavía no se ha escrito la historia exacta y ecuánime de las relaciones entre los jefes políticos y la monarquía: nos mostraría hasta qué punto ésta entorpeció el funcionamiento del régimen parlamentario suscitando crisis ministeriales inoportunas o hasta qué punto, por el contrario, conviene atribuir la responsabilidad de estas crisis a los mismos ministros y a su deseo desmedido de contentar, abriéndole el acceso al poder, a su clientela, la cual, a su vez, satisfacía sus aspiraciones egoístas más inmediatas.


			La administración pública funcionó como pudo a lo largo de un período caracterizado por frecuentes cambios de equipos ministeriales, cada uno de los cuales traía consigo sus partidarios, colocándolos en los puestos de responsabilidad. El cesante, funcionario del Estado puesto en la calle por la llegada al poder del partido opuesto, se convirtió en un personaje ridículo en las páginas de las revistas satíricas y en una triste realidad en la sociedad española de la Restauración. Con este sistema se implantaron en las oficinas hábitos de improvisación irresponsable, mientras los funcionarios se esforzaban sin escrúpulos en solventar rápidamente el mal estado de sus finanzas personales. La inmoralidad y la corrupción prosperaron bajo este régimen, mientras los servicios públicos, incluso los esenciales, como la policía y la enseñanza, se descuidaban por completo. Valdría la pena profundizar en serio este análisis de las realidades del Estado español bajo la Restauración, aunque sólo fuera para justificar la amargura de la generación del 98 y algunos otros aspectos de la política española posterior.


			Se tomaron algunas medidas jurídicas importantes: entre ellas el Código civil, vieja aspiración del liberalismo (exactamente desde 1851), promulgado en 1888-1889; la Ley Hipotecaria, las leyes de Enjuiciamiento civil y criminal, con instauración del jurado (1888). La más espectacular desde el punto de vista político fue la ley sobre el sufragio universal de 1890. Pero toda la vida española de entonces quedaba subordinada a la influencia directa que ejercían sobre la vida local el gobernador civil, el general al mando de la región militar y el obispo. Los gobernadores civiles de las provincias desempeñaron un papel decisivo porque tenían en sus manos tanto a los caciques como a la guardia civil. Dichos gobernadores, elegidos entre el personal político en el poder, fueron los símbolos de la mediocridad, incompetencia e ineficacia del régimen. Un estudio consagrado a estos personajes revelaría abismos aún insospechados en los fundamentos de la España moderna.


			En cuanto al ejército, plantea dos problemas que apenas han sido abordados por los historiadores: el problema de la modernización teórica y efectiva, después de las vanas tentativas de reforma del general Cassola en 1887, y el de su formación técnica e intelectual por medio de las distintas Escuelas organizadas en esa época. Éste es otro campo que necesita investigación y en el que se encontrarían, sin duda, la explicación del cambio de bandera política de los oficiales y las razones de su dramática reaparición en 1895 y 1905.


			Bajo la Restauración, el catolicismo hizo unos progresos considerables. Gracias al apoyo oficial, a la redacción de la Constitución y a la imprecisión del Concordato de 1851, un gran número de órdenes religiosas, de congregaciones españolas y extranjeras, extendieron su acción por el país, sobre todo en la enseñanza. A ellas se deben el retorno de la burguesía al catolicismo y la evolución de la Iglesia católica hacia una mística, una liturgia y un pensamiento más modernos; se les debe, igualmente, la aparición de un cierto cristianismo social, en el sentido preconizado por las encíclicas de León XIII. Era ésta una corriente de reformas potente, dominada desgraciadamente por las consignas del famoso libro del padre Sardá y Salvany, El liberalismo es pecado. A pesar de su importancia, ninguna de estas cuestiones ha sido objeto de un estudio sistemático.


			

			 



			LA EXPANSIÓN ECONÓMICA


			

			 



			La Restauración, que se insertó en una fase de expansión burguesa, fomentó decididamente la industrialización, sin pensar demasiado, sin embargo, en las exigencias futuras de la economía nacional. La razón para ello debe buscarse, igual que en el período anterior, en la falta de capitales y la necesidad de abrir el mercado a las inversiones extranjeras. Estas últimas (inglesas, francesas y belgas) permitieron terminar la construcción de la red ferroviaria española, cuyas grandes líneas quedaron constituidas desde 1881, y crearon empresas muy remuneradoras, tales como minas, bancos y servicios públicos. En 1873, la Río Tinto Co., con un capital de 300 millones de pesetas, compró las minas de cobre del mismo nombre por la suma de 98 millones de pesetas. En el mismo año, la Orconera Iron Co compró en Vizcaya yacimientos de hierro, y 1881 vio constituirse la Cía. de Peñarroya para la explotación de las minas de Bélmez y Puertollano. En 1875 se fundó con capital francés el Banco Hipotecario de España; en 1882, la Sociedad de Aguas de Barcelona, también francesa; en 1883, la Sevilla Water Works, inglesa, etc. A finales de siglo se estimaba que el conjunto de las inversiones extranjeras en España ascendía a más de tres mil millones de pesetas (sin embargo, hay un serio desacuerdo sobre esta cifra entre los autores españoles y extranjeros; desacuerdo que podría desaparecer si se estudiara a fondo la corriente de modernización de la industria española por parte de los capitales extranjeros).


			Las cifras de producción dieron un salto entre 1876 y 1900: el mineral de hierro extraído pasó de 280.000 a 7.900.000 toneladas; el carbón de 400.000 a 2.600.000 toneladas. La expansión más intensa se sitúa entre 1876 y 1882. Pero esta actividad no reportó ningún beneficio al país, ya que se limitó a hacer fructificar los capitales extranjeros, sin tener en cuenta las necesidades generales. Los objetivos de los financieros extranjeros consistían en explotar las minas y sacar partido de una mano de obra barata. La industrialización no modificó en nada la economía agraria de España, que continuó basada en la gran propiedad, la rutina y unas técnicas anticuadas.


			Sólo la periferia se benefició de las nuevas corrientes. La agricultura mediterránea, heredera de sólidas tradiciones en materia de irrigación, se especializó y consiguió imponer sus productos —vinos, naranjas, almendras— en los mercados mundiales. Una oleada de prosperidad, debida a los estragos de la filoxera en Francia, inundó de oro Cataluña, Valencia y Andalucía, aunque esas regiones sufrieron pronto, a su vez, los efectos de la epidemia. La industria textil catalana se aprovechó un tiempo de la prosperidad de su hinterland inmediato y del desarrollo de las explotaciones mineras en el resto de España. La exposición internacional de Barcelona (1888) dio la medida de su vitalidad, que se tradujo también en la extensión de esta ciudad más allá del recinto medieval fortificado. Pero este crecimiento quedó siempre limitado por un factor importante: la capacidad de consumo casi nula de la masa agrícola española. También hubo que volver al proteccionismo, reclamado por la burguesía catalana y aceptado por Cánovas en 1891 como base de su política económica, después de un período de librecambismo abierto en 1869 (arancel Figuerola) y cerrado definitivamente en 1906. A este cuadro cabe añadir el mercado colonial, que en 1895 absorbía un tercio de los tejidos catalanes, por un valor de 41 millones de pesetas oro.6


			La industria pesada vasca se desarrolló también a un ritmo rápido, estimulada por el equipamiento ferroviario y minero del país. Los capitales acumulados en sus importantes empresas dieron origen más adelante a potentes bancos e industrias navales. Pero en este terreno el País Vasco no se había disociado todavía de Cataluña, donde los bancos y las compañías navieras tales como la Compañía Transatlántica constituían instrumentos eficaces al servicio del conjunto de la economía española.


			

			 



			LA AGITACIÓN OBRERA Y CAMPESINA: EL ANARQUISMO


			

			 



			Hay un hecho innegable, establecido por los documentos y las estadísticas, que permite entender la infraestructura social de la Restauración. A consecuencia de la formación de los latifundios durante la Reconquista y de la desamortización de los bienes de la Iglesia a mediados del siglo XIX, el suelo de España meridional se encontraba, a partir de 1876, en manos de un número restringido de grandes propietarios: 11.000 personas poseían en esa zona, a principios del siglo XX, 6.900.000 hectáreas; 35.000 poseían 3.500.000; el resto, unas 9.300.000 hectáreas, estaba repartido entre 7.800.000 campesinos, de los cuales 6.000.000 poseían menos de una hectárea.7 Estas cifras son tan elocuentes que bastan para explicar cualquier movimiento de agitación social en Castilla la Nueva, Extremadura, Andalucía y la región de Murcia.


			Hay un segundo hecho también notable: el desarrollo del anarquismo. Conocemos sus fases principales: influencia de Bakunin, llegada a España de José Fanelli, en 1868; la constitución en Madrid de la Federación Regional Española (1869); los congresos nacionales de esta asociación en Barcelona (adhesión a la Internacional, 1870), Zaragoza (1872) y Córdoba (1873); las divergencias entre el grupo marxista (Madrid) y el grupo anarquista (Cataluña y Andalucía), y la escisión en el seno del movimiento obrero español; la prohibición de la Internacional en 1874; la ruptura definitiva entre socialistas y anarquistas en el congreso de Barcelona de 1881; la fundación del Partido Socialista Obrero Español y de la Unión General de Trabajadores en 1888; el crecimiento de la Federación de Trabajadores de la Región española entre 1881 y 1900. Conocemos también, cuando menos a grosso modo, la evolución de la teoría y de la acción anarquistas en Barcelona y restantes ciudades catalanas; su lucha despiadada contra la sociedad y el Estado (bombas y atentados de Barcelona, huelgas generales de 1890, procesos de Montjuic de 1894, asesinato de Cánovas del Castillo por Angiolillo en 1897). Finalmente, gracias al excelente estudio de Díaz del Moral,8 podemos hacernos una idea de la prehistoria del movimiento agrario en Andalucía y de sus relaciones con la acción del grupo llamado La Mano Negra.


			Por el contrario, no hay ningún estudio suficientemente profundo que muestre los vínculos entre la aparición de la agitación obrera en Cataluña, Vizcaya y Asturias y un programa concreto de acción política y de reivindicaciones sociales.9 Ignoramos igualmente cuál fue el pensamiento de los teóricos de los movimientos socialista (Pablo Iglesias) y anarquista (Anselmo Lorenzo, Tarrida del Mármol, Francisco Ferrer).10


			Pero el principal problema que se plantea consiste en saber de qué modo el anarquismo se implantó y extendió por España y, en particular, cómo llegó a ser representativo del movimiento obrero en regiones tan diferentes como la Cataluña industrial y la Andalucía campesina de los latifundios. Aparte de las consideraciones de carácter general contenidas en el excelente estudio de Brenan, The Spanish Labyrinth, creemos que las directrices para un futuro análisis quedan correctamente indicadas por Pierre Vilar en su Histoire de l’Espagne, cuando señala como causas del desarrollo del anarquismo el problema agrario, la dispersión orgánica de la industria textil catalana, la miseria en las grandes ciudades, la afluencia a éstas de elementos inmigrantes externos, la actitud «apolítica» de los obreros debida al excesivo mesianismo de determinados jefes y partidos y a la decepción producida por sus fracasos, la «tradición» revolucionaria, fiel a sus mártires y a sus principios, y, finalmente, el sello de una ideología contraria a la lógica científica de Marx y favorable a una educación enciclopédica y laica.


			Para terminar, una observación importante: durante los últimos años de la Restauración, el anarquismo terrorista atravesó una crisis. Por el contrario, el sindicalismo, especialmente en Cataluña, dio muestras de una fuerza creciente. La conquista del sindicalismo por parte del anarquismo iba a determinar la orientación del movimiento obrero hasta 1936.


			

			 



			LA EVOLUCIÓN DE LAS TENDENCIAS DISIDENTES: LAICISMO Y REGIONALISMO


			

			 



			Bajo la superficie apacible de la Restauración, se desarrollaron las divergencias espirituales que habían apuntado ya durante el reinado de Isabel II: laicismo y regionalismo. Estos dos movimientos, de origen diverso, convergían en sus críticas a la Restauración y en su deseo de interpretar y orientar la vida española por unos cauces distintos a los oficiales en el país. A ninguna de las dos corrientes le satisfacía España tal como era, no desde un punto de vista político, en cierto modo secundario, sino desde el punto de vista de su esencia histórica y de sus relaciones con la cultura extranjera.


			El primero de estos movimientos estuvo encabezado por la Institución Libre de Enseñanza, fundada en los albores de la Restauración por un grupo de personalidades liberales, alentada por el ideal krausista de Sanz del Río y dirigida con energía por Giner de los Ríos. La violencia de las pasiones ha hecho imposible, hasta el momento, estudiar científicamente el lugar que corresponde a la Institución en la cultura española moderna.11 Además de su obra en el campo de la enseñanza parauniversitaria y secundaria, además de su ambición por renovar la ciencia española formando en el extranjero las nuevas promociones intelectuales, además de sus métodos pedagógicos —realidades tangibles que nadie discute— queda por comprender el significado profundo de la Institución. ¿Tiene razón Pierre Vilar al considerar la intelligentsia krausista como un fenómeno limitado, artificial, al margen de la sociedad? ¿Pueden condenarse en bloque los institucionistas, como han hecho, a partir de 1936, los historiadores y publicistas de derechas, atribuyéndoles la entera responsabilidad de la guerra civil, y acusándoles de haber consumado la dislocación intelectual de España, en connivencia más o menos estrecha con la francmasonería?12 Su labor puede reconstruirse en función de los dos objetivos siguientes: constituir un nuevo tradicionalismo español, tras eliminar la estructura católica anterior; germanizar la ciencia española, sumándola a las conclusiones teóricas de los científicos alemanes y a las especulaciones metafísicas de los filósofos germanos. El valor de esta obra no debería medirse ni por la relevancia de los hombres que la llevaron a cabo, ni por los resultados concretos de una crisis en la que desempeñaron tan sólo un papel secundario.


			El regionalismo, importante sobre todo en Cataluña, descansó sobre bases distintas. Este movimiento no fue minoritario, sino popular; no se orientó hacia una pedagogía sino hacia una estética; no se encasilló en la especulación intelectual sino que, al contrario, se esforzó por guardar un contacto estrecho con las realidades económicas de las distintas regiones. Presentarlo como un producto del nacionalismo, digno de aplausos,13 o combatirlo,14 carece de sentido desde el punto de vista histórico.15


			En tanto que movimiento literario, la Renaixença catalana, que alcanzó su máximo esplendor bajo la Restauración con la obra del poeta Verdaguer, fue un fenómeno de carácter europeo. En tanto que movimiento político, el catalanismo fue consecuencia de dos decepciones: la de los republicanos federalistas y la de los carlistas; Valentí Almirall, que en 1886 escribió Lo catalanisme, se encuentra entre los primeros; el obispo Torras i Bages, autor de La Tradició catalana (1892), entre los segundos. Finalmente, como movimiento económico, nace de la lucha de las industrias textiles en el seno del Fomento del Trabajo Nacional, contra la política librecambista de las dos últimas décadas de la Restauración. Sin embargo, esta explicación de sus orígenes no da las razones por las que el catalanismo, a partir de 1882, se convirtió en un movimiento accesible a la gran masa (Bases de Manresa). Por nuestra parte, creemos que reflejó esencialmente un deseo profundo de salvar Cataluña —y, por lo mismo, España— del desastre a que la conducían la parodia gubernamental, la ineficacia administrativa, el desorden económico, la incompetencia de la ciencia oficial y la pedante mediocridad de los políticos, escritores y pensadores. «El regionalismo no negó a España en cuanto a realización histórica; negó la interpretación que de su historia había dado el liberalismo centralizante, el ajuste de la marcha del país al ritmo de Castilla, y las consecuencias políticas y económicas que se desprendían de tales hechos.»16 Tradujo en los hechos el divorcio social, ideológico y económico entre la periferia y el centro, divorcio puesto de manifiesto en el siglo XVIII y acentuado a lo largo del XIX.


			

			 




			LA RESTAURACIÓN Y LOS PROBLEMAS MARROQUÍ Y CUBANO


			

			 



			Un régimen da la prueba de su fuerza o debilidad en sus relaciones con las potencias extranjeras. Los políticos de la Restauración mostraron su pesimismo y su falta de confianza en el país al carecer de política exterior. Atados por todo lo que les hacía ineficaces en el interior, no supieron aprovechar la coyuntura internacional —Europa se escindió, en aquella época, en dos grandes grupos políticos—, se encasillaron en una neutralidad ambigua y forzada y se encontraron solos para afrontar los graves problemas que se les planteaban en África y en América. La tímida tentativa del partido liberal para intervenir en la vida diplomática a través del pacto con Italia, que vinculaba España a la Triple Alianza (negociaciones de Segismundo Moret, 1887), no tuvo continuación: en 1895, Cánovas se abstuvo de renovar la Convención con Italia, a pesar de haberla reafirmado él mismo en 1891. Jesús Pabón17 sostiene que Cánovas tomó su decisión sobre todo porque ni la Doble ni la Triple Alianza le ofrecían garantías precisas respecto a Cuba. Este punto merecería examinarse a la luz de una documentación que hoy es todavía inaccesible al historiador.


			En realidad, no sólo hacía falta una línea política capaz de consolidar la acción de España en Cuba, frente a la amenaza creciente que los Estados Unidos hacían pesar en el Caribe; también el futuro de España en Marruecos venía condicionado por una orientación diplomática firme. Ante la progresiva disgregación del sultanato, las potencias europeas, especialmente Francia y Alemania, estaban pendientes de lo que pudiera producirse. España, después de la guerra de 1860, continuaba llevando en África una política desconcertante. Las ideas en el país eran tan confusas que nadie sabía qué quería España, ni qué objetivos perseguía.18 Sin embargo, esto no impedía que se alardeara públicamente de ardiente patriotismo, capaz de afrontar los gigantes más terribles con las armas más modestas. Buena prueba de ello fue el incidente de las Carolinas que estuvo a punto, en 1885, de desencadenar una guerra contra la potente Alemania de Bismarck, en medio de manifestaciones improvisadas de orgullo nacional (sobre las cuales, al igual que sobre el conjunto del asunto, no existe ningún estudio crítico). En 1893, a raíz de una escaramuza con los marroquíes de Melilla, la prensa madrileña infló el incidente hasta tal punto que la capital quedó conmovida por un exceso de exaltación nacionalista que exigía el castigo de los «moros». Fue entonces cuando se popularizó la zarzuela La Marcha de Cádiz, que durante cinco años fue el himno del patriotismo vocinglero. Las operaciones militares en Melilla terminaron con un fracaso lamentable, debido a la falta de preparación militar y a la desorganización de la administración española.


			En estas condiciones, ¿qué política debía seguir España respecto al movimiento autonomista cubano? Los historiadores cubanos han estudiado este período; pero no han encontrado entre sus colegas españoles el eco que sería de desear, dada la importancia del problema, que en resumen se plantea de la manera siguiente: ¿era o no posible dar una articulación viva y satisfactoria al amplio mundo colonial y peninsular hispánico, ensanchando su estrecho marco y rompiendo la uniformidad de un centralismo concebido y realizado por Castilla? Es evidente que en el caso cubano debe atribuirse una responsabilidad importante a la política expansionista de los Estados Unidos, a los intereses aduaneros de los propietarios y comerciantes españoles y a la rutina de la administración colonial. Pero en último término nos encontramos siempre ante el problema fundamental: ¿era capaz España de otorgar a los cubanos la más mínima autonomía, liberándolos de la servidumbre impuesta por un gobierno lejano y de la presencia humillante de autoridades militares y administrativas demasiado próximas?


			La primera impresión, si se examina este punto a la luz de los estudios dedicados a este período y a sus políticos, es que la respuesta debiera ser negativa. Cuando la paz de Zanjón (1878) puso fin a la primera guerra separatista, las circunstancias parecían eminentemente favorables a la adopción de una política autonomista, que hubiera estrechado los lazos entre Cuba y España, según el método que Inglaterra empezaba a aplicar con gran éxito en su Imperio. En Cuba existía un grupo importante de intelectuales y propietarios que hubiera apoyado una política de este tipo: el Partido liberal autonomista, en el que figuraban las personalidades más prestigiosas de la isla (Gálvez, Montoro, Giberga). No se les escuchó y se les miró siempre con desconfianza. «Empezad por inspirarnos confianza», murmuraba Cánovas mientras repetía, haciéndola suya, la consigna lanzada por Sagasta: nos mantendremos en Cuba «hasta el último hombre, hasta la última peseta». Sólo un político entendió que el problema cubano no era asunto de cálculo sino de corazón. Nos referimos a Maura, quien, en tanto que ministro de Colonias, preconizó en 1893 una política autonomista. Su proyecto, boicoteado primero y aniquilado después, constituyó la última tentativa de salvar Cuba para España. Es posible que Jesús Pabón lleve razón cuando afirma que el desastre de Cuba se debe a la convicción unánime de los españoles de la época —desde los carlistas hasta los republicanos, con excepción de Pi y Margall—, que consideraban la isla como parte integrante e inviolable del territorio nacional. Esta concepción castellana aplicada a la política antillana era una extravagancia —para usar de nuevo los términos de Pabón—, y dio origen a las dramáticas realidades de 1898.


			

			 



			EL DESASTRE DE 1898


			

			 



			El fracaso de la fórmula de Maura cortó las alas del Partido liberal autonomista y preparó el levantamiento del Partido revolucionario cubano dirigido por José Martí. El grito de Baire (1895) señaló el principio de la segunda guerra separatista que, gracias a los Estados Unidos, colmó los deseos de medio siglo de conspiraciones y veleidades de secesión.


			Esta nueva guerra ilustró la incapacidad del Estado español para reinstaurar la paz o imponerse por la fuerza. Ni la política de «guante de terciopelo» del general Martínez Campos, ni la de «mano de hierro» del general Weyler consiguieron acabar con la insurrección de los manigüeros, que surgían de la jungla tropical en la provincia de Oriente (cerca de Santiago). Éste es un hecho evidente. El mando militar español sobreestimó la potencia de sus tropas e indujo gravemente a error a los políticos, especialmente a Cánovas. Las medidas tan inútiles como draconianas tomadas por Weyler fueron tanto más nocivas cuanto que sirvieron de arma a la propaganda cubana para ganar a su causa al pueblo de los Estados Unidos. Los separatistas vieron sus esfuerzos coronados por el éxito. La prensa americana exigió al gobierno federal una acción decisiva en favor de la independencia de Cuba.


			Pabón19 ha subrayado con clarividencia el papel de los protagonistas del drama: el gobierno de Cleveland, al igual que el de McKinley, hubiera preferido negociar la compra de Cuba —éste era el deseo de las compañías azucareras del país—, y Cánovas, igual que Sagasta, impulsado por el temor a un conflicto con los Estados Unidos, cuya fuerza no desconocía, hubiese preferido tratar con ellos de no haber tenido que pasar bajo las horcas caudinas de la venta. Llegadas las cosas a este punto, la prensa española, enardecida por los acentos de la Marcha de Cádiz, hizo imposible una negociación necesariamente larga e hizo el juego a los gringos imperialistas y a los políticos del Manifest Destiny. La explosión del acorazado Maine en la Habana determinó en España y Estados Unidos una psicosis de exaltación colectiva: la guerra se hizo inevitable, sobre todo cuando se supo que Inglaterra no quería entrar en conflicto con su hermana de raza para conservar el statu quo en las Antillas (nota Pauncefote). España pagó su aislamiento internacional. Pagó sobre todo la falta de confianza en el país, característica de los dirigentes políticos de la Restauración.


			«España necesita una paz con honra.» Los Estados Unidos respondieron a esta exigencia del gobierno español hundiendo su escuadra frente a Cavite (Filipinas) y Santiago de Cuba, y obligándole a aceptar el humillante tratado de París, por el que España quedaba estrictamente reducida al territorio de la Península, al que se le añadían el archipiélago de las Canarias y algunos territorios de África. Con ello el joven gigante asestó a España un golpe brutal, que desmoronó de un soplo todas las quimeras levantadas por la Restauración sobre la pobre realidad del país. Y el pueblo español fue tanto más sensible a este cruel revés cuanto que acababa de apuntar el alba de su renacimiento.


			

			 



			LA GENERACIÓN DE 1898 Y LA DE 1901


			

			 



			La generación de 1898 ha hecho correr ríos de tinta. A partir de 1909 —fue en esta fecha cuando Gabriel Maura bautizó así a la pléyade de escritores que empezaron a brillar en el dramático crepúsculo del Imperio americano— no hay libro consagrado a la España actual que no reserve un lugar a este grupo, sea para aplaudirlo, sea para combatirlo. Esta actitud polémica es buen testimonio de que nos hallamos ante los fundamentos mismos de la ideología española contemporánea.


			La generación del 98 ha entrado en la historia como movimiento literario. Sólo en fecha reciente se ha reconocido toda su importancia, gracias a Pedro Laín Entralgo,20 quien ha precisado en un ensayo brillante la esencia del pensamiento político y social de aquélla, centrado en lo que se ha dado en llamar el «problema de España».21 Laín, analizando especialmente las obras de Unamuno, «Azorín», Maeztu, Baroja y Antonio Machado, ha destacado especialmente los aspectos de la triste realidad española de su tiempo, sometida por aquéllos a una crítica acerba; ha señalado las raíces europeas de su angustia (Kierkegaard, Nietzsche); ha analizado los tres mitos que su dramática juventud puso sobre el tapete: Castilla, el hombre —Don Quijote— y la España posible (una España cuya realidad «intrahistórica» se fundiría en su universalidad actual). Ha mostrado también las tremendas paradojas que coronaron sus esfuerzos: exaltación del «casticismo» (a la vez que negaban los valores tradicionales del catolicismo) y negación del espíritu europeo fin de siècle (a la vez que rendían un homenaje ciego a todo lo que Europa representa en el terreno de la creación intelectual).


			Planteado así, el problema de la generación del 98 ha sido tratado desde distintos puntos de vista. Algunos críticos han querido disociar de ella a los escritores llamados «modernistas», tales como Valle Inclán, Manuel Machado, Villaespesa o Marquina.22 Para los hispanistas en general esta generación ensancha el abismo que separa las dos Españas surgidas del siglo XVIII, puesto que, animada por un espíritu nuevo, examina más a fondo la dirección tomada por la historia de España a partir de la época de los Reyes Católicos.23 La mayoría de los historiadores han creído encontrar en el pensamiento de los hombres del 98 las causas ideológicas de la guerra civil de 1936.


			Por nuestra parte, creemos que la investigación no ha dicho su última palabra sobre este tema. Los precursores —Joaquín Costa, Ganivet— no se han estudiado en función del cambio de clima producido en el país por la disidencia «silvelista». Francisco Silvela, uno de los dirigentes del partido conservador, se apartó de la política de Cánovas en 1891, y su actitud provocó incidentes tumultuosos: manifestación, en Madrid, de gente de orden (1895), ataque de los oficiales de la guarnición de Madrid a ciertos periódicos (1895). Los hombres del 98 no supieron ver la novedad que despuntaba entonces confusamente en el ámbito español: una oleada de repulsión ante la incapacidad y debilidad de los gobiernos de la Restauración. En este sentido, Costa es el mejor intérprete de la angustia española; por ello su figura y su obra merecen un lugar primordial en el análisis de las tendencias del pensamiento contemporáneo en España.


			La visión actual de la generación del 98 presenta otros inconvenientes graves. En primer lugar, le impone unos límites cronológicos que excluyen la obra y el pensamiento de personalidades destacadas, tan representativas como las que ya hemos nombrado y qué surgieron en la vida española tan sólo unos años más tarde (Ortega y Gasset, Américo Castro, etc.). En segundo lugar, reduce exclusivamente sus horizontes al terreno literario, descuidando los nombres de científicos y eruditos, que, de manera inmediata, dieron a España más gloria que los literatos y fueron los artífices eficaces del progreso contemporáneo (Ramón y Cajal, Menéndez Pidal, etc.). Finalmente, y éste es el error más grave desde el punto de vista metodológico, atribuyen a todas las regiones de España un uniforme «espíritu del 98».


			El movimiento intelectual de 1898, tal como hoy se le entiende, reflejó la amargura de una Castilla consciente del fracaso de su intento de forjar España. Por esa razón orientó el resurgimiento español hacia un culto hiperbólico de todo lo castellano, hacia un nacionalismo telúrico, utópico y ciegamente vinculado a los valores de la raza. Es ésta una de las raíces esenciales —junto con la exaltación de las minorías por Ortega y Gasset y de la Edad Media por Menéndez Pidal— de Acción Española (Maeztu, Vegas Latapié) y del movimiento falangista. En la periferia, especialmente en Cataluña, la actitud de los hombres del 98 fue muy distinta. Éstos, que habían creado el «modernismo» literario, que habían importado las corrientes estéticas parisinas (Rusiñol), que estaban impregnados de clasicismo (Eugenio d’Ors), reaccionaron con calor ante el desastre, y preconizaron una solución optimista, constructiva, fiel a los imperativos de la historia y de la economía. Fueron ellos quienes en 1901 libraron una batalla victoriosa contra el «caciquismo» y quienes se irguieron repletos de vigor, seguros de su fuerza y animados por la esperanza, porque pensaban haber salvado su destino. Pero lo que era posible y pudo hacerse en Barcelona —a saber, galvanizar la burguesía y el pueblo con un ideal colectivo de resurrección— fue impensable en Madrid hasta 1931. Esta diferencia considerable en el ritmo de la evolución, a la que debe añadirse el contraste entre generaciones nacidas bajo signos distintos, constituye una de las claves de la catástrofe que España iba a sufrir más tarde.


			

			 



			REGENERACIONISMO Y RADICALISMO


			

			 



			Después del desastre colonial se puso de moda, en las esferas políticas españolas, hablar de la «regeneración» de España. No hubo orador que no propusiera en sus discursos o en sus libros algunas recetas para transformar España en una gran potencia europea. Queda por escribir una historia ideológica del «regeneracionismo». Es indudable que éste encontró en la persona de Joaquín Costa un portavoz de talento que, entre 1898 y 1909, desplegó una actividad sorprendente, consiguiendo arrastrar tras de sí a la masa neutra de una gran parte de España e imprimirle un ímpetu parecido al que ya conocía Cataluña. Pero el impulso de las Cámaras de Comercio, al que Basilio Paraíso y su Unión Nacional dieron carácter político, no tuvo resultados positivos. Con ello se perdió una buena ocasión que hubo que sacrificar a la regla de la alternancia de los partidos. Sin embargo, es indudable que su influencia pesó en los esfuerzos renovadores de Antonio Maura y de José Canalejas, los dos últimos estadistas de la Restauración.


			En la práctica, el esfuerzo «regeneracionista» está ligado a la política del gobierno de la Unión Conservadora (1899-1901). Después de la muerte de Cánovas, Francisco Silvela reagrupó las fuerzas del antiguo partido liberal conservador y las fundió con las que, en muy breve tiempo, se habían agrupado en torno al general Polavieja. El general había lanzado, de acuerdo con la burguesía catalana, un manifiesto reclamando la extirpación del «caciquismo», la descentralización del Estado y la aplicación de una política favorable al comercio. Pero el gobierno de Silvela y Polavieja fracasó al cabo de varios meses, por culpa del ministro de Finanzas, Fernández Villaverde, quien perjudicó los intereses industriales. Sus intenciones quedaron en nada porque se sometieron una vez más a la costumbre de adular a los caciques, permaneciendo insensibles a las aspiraciones del país real. El resultado fue una decepción que dio origen al radicalismo español contemporáneo.


			Los antecedentes de esta última tendencia debieran buscarse en las revueltas populares de 1873 y en las jornadas sangrientas del anarquismo barcelonés bajo Cánovas del Castillo. No olvidemos tampoco que deberían buscarse también en la política anticlerical seguida durante aquella época por el gobierno de la III República francesa e imitada en Portugal. Todos estos factores merecerían un estudio especial. Los hechos, bien conocidos, muestran que, mientras se estaba ya enterrando el cadáver del republicanismo histórico, mientras los obreros estaban completamente desmoralizados por la acción terrorista de los anarquistas, el radicalismo laico y demagógico galvanizó de nuevo los ánimos y, en pocos años, con el apoyo de las masas obreras, se hizo dueño de las grandes ciudades españolas. Las grandes manifestaciones anticlericales de 1901 anunciaron el radicalismo republicano, cuya figura más importante fue Alejandro Lerroux (del que no existe biografía). Lerroux y sus jóvenes bárbaros se ganaron las simpatías del proletariado barcelonés y estuvieron a punto de apartarlo del anarquismo. Su exagerada demagogia empujó a las masas a la acción revolucionaria de 1909 y poco después, como veremos, las apartó de nuevo de la vida política. Pero el radicalismo, como factor fundamental, ocupó un lugar muy importante en los primeros años del siglo XX español, y preparó en cierta medida la dramática escisión de 1936.


			

			 



			LA EXPERIENCIA MAURA


			

			 



			Después del fracaso del gobierno «regeneracionista» de los años 1899-1901, la política española se elevó algo de nivel con el acceso al poder de Antonio Maura. Nacido en las Baleares, Maura ingresó en los primeros tiempos de su vida política en el partido liberal, inducido por su cuñado Gamazo, representante éste de los intereses agrarios de Castilla. Evolucionó luego hacia el partido conservador, cuya jefatura ocupó tras el abandono de Silvela (1903). Maura desempeñó un papel capital durante los primeros años del reinado de Alfonso XIII (1902-1931), exactamente de 1904 a 1909.


			La personalidad y la política de Maura fueron muy discutidas en aquella época. Aunque no se le ha dedicado ninguna biografía, tenemos buenos elementos de apreciación, especialmente después de la publicación de la obra de Gabriel Maura y Melchor Fernández Almagro, Por qué cayó Alfonso XIII.24 De su lectura, García Escudero25 ha deducido que Maura «hizo el juego» a la Restauración, es decir, que se esforzó por aplicar escrupulosamente la Constitución de 1876 y por imprimir vida al régimen edificado por Cánovas y Sagasta. Sin duda alguna el estadista mallorquín, representante de la generación de 1876, realizó los mayores esfuerzos en pro de la identificación del país legal y el país real, cuyo divorcio era evidente desde las críticas formuladas a raíz del desastre de 1898. Pero su pensamiento político, que hubiera convenido a la mentalidad de un Cánovas, fue incapaz de colmar el abismo moral que habían abierto, entre los españoles, la derrota militar y, posteriormente, la impetuosa irrupción de una parte del país en la política a partir de 1901 y 1902.


			Bajo la influencia del «regeneracionismo» de los primeros años del siglo, Maura, una vez en el poder, preconizó una serie de reformas sumamente necesarias. No se trata de que con ello pensara liquidar de un día para otro las viejas taras de la política nacional, como por ejemplo el «caciquismo», ya que por lo pronto su gobierno no dudaba en recurrir a los mismos recursos que desfiguraban el sufragio y, por lo mismo, la acción parlamentaria; pero se propuso sentar las bases de una legislación que las eliminara paulatinamente. En este orden de ideas su gran obra, desgraciadamente inacabada, fue la Ley de Administración Local, de la que él mismo decía que permitiría destruir lentamente el caciquismo. Más éxito tuvo en su esfuerzo por regularizar y sanear los escrutinios, con la ley de 1907 sobre el sufragio. Finalmente, fijó unos límites moderados y prácticos a la política internacional española; renunció a las empresas quiméricas y supo tener en cuenta las realidades nacionales; sus objetivos fueron la penetración en la zona norte del Imperio marroquí (cuyo protectorado acababa de confiarse a España por el tratado de Algeciras de 1905) y el aprovechamiento de la admirable situación geopolítica de España. Dentro de esta línea hizo aprobar una ley que reorganizó la flota española, modernizó sus bases y renovó su personal.


			Para enfrentarse con las exigencias de una política parlamentaria de estilo europeo, Maura necesitaba la cooperación de la masa neutra, es decir, de la burguesía ciudadana y de los pequeños propietarios rurales, quienes hasta entonces, excepción hecha de Cataluña, se habían mostrado poco dispuestos a tomar parte en la vida pública. Esta tentativa es la más interesante de todas las que constituyen la experiencia Maura, no sólo porque permitió al político exponer una doctrina clara («o hacemos la revolución desde arriba o nos la impondrán desde abajo»), sino porque consiguió galvanizar a una juventud que había perdido el gusto del sacrificio desinteresado en favor de la colectividad. El llamamiento de Maura originó una profunda corriente de conservadurismo dinámico —el «maurismo»—, cuyos representantes iban a constituir una fuerza de choque hasta el advenimiento de la dictadura del general Primo de Rivera. Más adelante, se escindieron, poniéndose unos a las órdenes del dictador, mientras los demás se disponían a abrazar la causa de una república conservadora. El «maurismo» es, pues, un movimiento que merecería ser estudiado aparte.


			El retraso de la «solución Maura» explica las paradojas entre las que, de hecho, transcurrió su carrera política hasta 1909: fundamentalmente liberal, fue considerado un déspota; demócrata, falseó el sufragio universal; partidario de la descentralización, enarboló la vieja bandera del unitarismo castellano. Lo que hubiera bastado en 1892, estaba ya superado en 1897. La Ley de Administración local no podía satisfacer a los políticos catalanes, quienes, agrupados en el seno de la Lliga, reclamaban la autonomía de su región. Para llegar a un acuerdo técnico sobre la administración era necesario obtener primero una pacificación moral. Pero ésta era cada día más hipotética después de los incidentes provocados por los oficiales del ejército, que asaltaron algunos periódicos catalanistas; el gobierno liberal de Segismundo Moret hizo votar una ley de represión llamada Ley de Jurisdicciones (1906), y la opinión pública catalana respondió enérgicamente con la constitución de la Solidaridad Catalana. Una vez desencadenadas las pasiones e invadidos los debates parlamentarios por los argumentos sentimentales de ambos bandos, le fue imposible a Maura imponer una solución de término medio, que hubiera chocado con el desprecio en Barcelona y con la hostilidad en Madrid.


			

			 



			LA CRISIS DE 1909


			

			 



			Pero los principales adversarios de Maura, a partir del momento en que éste reclamó el apoyo formal de la derecha y de la Iglesia, se encontraban entre los hombres del partido liberal y del partido republicano, que combatían la política clerical del primer ministro. Los radicales barceloneses, aliados a los anticolonialistas y anarquistas, aprovecharon la corriente de descontento fomentada por la prensa —especialmente por el «trust» formado por determinados periódicos madrileños—26 para aplicar las consignas de la propaganda revolucionaria de su jefe Alejandro Lerroux. El pretexto que utilizaron fue la intervención militar en Marruecos, impuesta por los incidentes de Melilla en julio de 1909.


			No disponemos de ningún estudio imparcial sobre los dramáticos acontecimientos de la Semana Trágica vivida en Barcelona a partir del 25 de julio de 1909. Leyendo algunas memorias, todavía inéditas, de los protagonistas de la crisis, confrontando los numerosos escritos publicados en esta ocasión, el historiador puede comprender de qué modo estalló una revuelta tan terrible, sin jefes, ni dirección, ni objetivos. La movilización de los reservistas había provocado el descontento general, incluso en los medios de derechas. Bastó un paro en el trabajo, decidido como señal de protesta contra el embarque de tropas, para desatar la huelga general. Las autoridades civiles y militares reaccionaron con tanta indecisión y la fuerza pública dio al principio tales muestras de pasividad, que los activistas, dueños de la situación, promovieron desórdenes e incendiaron iglesias y conventos. Ningún republicano quiso asumir la responsabilidad del levantamiento, que declinó a lo largo de unas jornadas dramáticas. Los refuerzos restablecieron el orden. El balance fue costoso: destrucciones, detenciones, procesos en Montjuic y finalmente ejecución de Ferrer y Guardia.


			Este anarquista, director de la «Escuela Moderna», había comparecido ya ante los tribunales cuando uno de sus discípulos, Morral, lanzó una bomba contra Alfonso XIII en Madrid, el día de la boda del rey (1906). En 1909 se le imputó la responsabilidad moral de los acontecimientos de Barcelona y pagó con la vida la siniestra reputación que le habían montado. Su ejecución suscitó una tempestad de protestas en los medios laicos, socialistas y libertarios del mundo entero, quizás a instigación de la francmasonería. (Otro punto sobre el que carecemos de datos precisos.)


			La represión del movimiento revolucionario presentó todos los caracteres de la lucha de clases: los obreros tuvieron que soportar la abrumadora brutalidad de la acción policíaca del gobierno. Faltos de apoyo en sus dirigentes republicanos, empezaron a perder confianza en la política; fue entonces cuando comenzó a desarrollarse, como veremos, el sindicalismo obrero catalán. La burguesía, intimidada primero, se recuperó lentamente; pero no olvidó nunca la experiencia de 1909; de ahí su desconfianza hacia el régimen parlamentario y más tarde, ante el ejemplo del fascismo italiano, sus sueños de dictadura y de política autoritaria. Las buenas intenciones democráticas de 1901 empezaron a desvanecerse en 1909. Los verdaderos precedentes del drama de 1936 remontan a esta crisis.


			Por otra parte, Maura no pudo resistir la tempestad que se levantó en Madrid en los medios políticos de izquierda. Demócratas y socialistas exigían su cabeza a los gritos de ¡Maura, no! Lo menos sorprendente no fue ver al partido liberal, que hasta entonces había alternado en el poder con el partido conservador, asociarse a la política de la agrupación llamada Conjunción republicano-socialista (una especie de Frente Popular anticipado). El haber faltado a los compromisos contraídos en El Pardo en 1885 costó sin duda la vida al gobierno Maura (1909). Pero su proyección histórica es mucho mayor: puso un punto final a la política de la Restauración y abrió la crisis española del siglo XX.


			

			 



			LA EXPERIENCIA CANALEJAS Y LA DESCOMPOSICIÓN DE LOS PARTIDOS EN EL PODER


			

			 



			Así como la política de Maura es y continuará siendo objeto de vivas polémicas, la de José Canalejas cuenta con las simpatías no sólo de los historiadores liberales y republicanos, sino también de los historiadores conservadores. Sin embargo, si dejamos aparte todas las biografías de la época, hemos de lamentar una vez más la falta de un estudio erudito y crítico que venga a situar exactamente esta figura, último nexo entre la monarquía y las realidades políticas de la vida nacional. Canalejas procedía del grupo constitucionalista de 1868 y aprobaba el respeto a las reglas que Maura había impuesto a la política de la Restauración. Pero este hombre poseía un sentido excepcional de las posibilidades de acción en un momento determinado y supo adaptar exactamente su pensamiento a los hechos de la vida española. No actuó como haría la intelligentsia en 1931: no intentó imponer brutalmente medidas destinadas a mejorar el futuro del país. Supo aceptar el diálogo y, con ello, maniobrar. Maura quedaba perplejo ante los proyectos que le comunicaba Canalejas, a quien tomaba por un hombre lleno de dudas respecto a la política a seguir. En realidad el dirigente liberal sabía exactamente lo que quería y la forma de conseguirlo. Su fatal desaparición —murió asesinado por un anarquista en 1912— abrió una crisis en los partidos en el poder, que sólo él hubiera podido retrasar gracias a su excepcional sentido político.


			La obra de Canalejas puede resumirse en pocos trazos: restableció en el mundo el prestigio de España, mediante una prudente política africana; limitó, sin faltar a la Constitución, la expansión en España de las órdenes y congregaciones religiosas (Ley del Candado, 1911), sin herir por ello los sentimientos religiosos del país; concedió a Cataluña un principio de autonomía con la Ley de la Mancomunidad que el gobierno Dato hizo aprobar después de su muerte; redujo un militarismo tumultuoso a los límites de sus funciones normales al servicio de la nación; limitó las actividades obreras a la expresión de las justas reivindicaciones sociales y combatió el mito de la huelga con objetivos políticos revolucionarios. Fue precisamente esta última postura, durante una huelga de los ferrocarriles, la que le costó la vida.


			Una vez desaparecido Canalejas de la vida política y excluido Maura por el veto de los liberales, el sistema parlamentario español inició una caída vertical. Como ya hemos dejado entrever, la causa lejana de este desplome se encuentra en el fracaso del «regeneracionismo» de 1899, en la obstinación por mantener una ficción frente a las tremendas exigencias del país real; su causa inmediata fueron los acontecimientos de 1909. Sin embargo, esto no explica suficientemente el mecanismo histórico de la descomposición de los partidos. Los interrogantes que cabría plantear son los siguientes: ¿En qué medida la responsabilidad de este fenómeno incumbe al soberano reinante, Alfonso XIII? Éste impuso al Parlamento un juego mediocre, enfrentando las distintas fracciones del grupo liberal dirigidas por personajes de segundo orden (Romanones, García Prieto, Alba), con los sucesores del gran partido conservador de 1907, conocidos bajo el nombre de idóneos (porque aceptaron, junto con su líder, Eduardo Dato, gobernar con los liberales). ¿O bien, por el contrario, el soberano se vio obligado, a causa de la debilidad misma de los partidos monárquicos, a sembrar la confusión en el ánimo de sus propios partidarios?


			Valga esto para los aspectos superficiales de la vida política. Otros problemas van más al fondo de las cosas: ¿Por qué la emancipación del cuerpo electoral, en vez de galvanizar a los partidos tradicionales los desintegró rápidamente? ¿Por qué este cáncer que minó el sistema parlamentario (Maura decía: «Que gobiernen los que no dejan gobernar»)? Además, y éste es el fondo del problema, ¿por qué la guerra europea de 1914-1918 estimuló el radicalismo obrero, el radicalismo catalanista y el radicalismo republicano, haciendo con ello imposible toda obra de conciliación nacional y de pacificación de los ánimos?


			La solución a estos problemas no se encontrará estudiando los acontecimientos sociales y políticos. La batalla de ideas de que habla García Escudero fue tan sólo espuma ligera en la superficie del desbaratado mar hispánico. Lo que había debajo, por vez primera desde 1808 e incluso desde el siglo XVI, era el pueblo español, enfrentado con dificultades graves y múltiples y reclamando un Estado que pudiera resolverlas de manera satisfactoria. El Estado creado por la Restauración demostró su impotencia en 1898; en 1914-1918, la conflagración europea reveló que seguía siendo ineficaz. A partir de entonces, el pueblo español viene buscando, cual elixir milagroso, una estructura política y social que corresponda a sus aspiraciones; su historia reciente es la historia de los sucesivos fracasos de las fórmulas imaginadas para alcanzar ese objetivo.


			

			 



			LA ECONOMÍA ESPAÑOLA ENTRE 1898 Y 1917


			

			 



			A falta de un estudio sistemático de la economía española durante estos veinte años (1898-1917), la obra de Antonio de Miguel27 puede constituir una buena entrada en materia. En ella se plantean los problemas principales y aquí los trataremos de nuevo, completando sus datos con informaciones procedentes de diversas fuentes.28


			Entre 1898 y 1917, la base de la economía española continuó siendo la agricultura. Casi el 60% de la población total vivía en el campo y más de la mitad de los trabajadores censados eran campesinos (frente a un 35% de obreros industriales). Esta masa rural, en continuo crecimiento —la población española pasó de 18.600.000 habitantes en 1900 a 21.300.000 en 1920—, no conseguía con su trabajo los ingresos mínimos necesarios para su subsistencia, especialmente en la regiones de grandes propiedades (Castilla la Nueva, Extremadura, Murcia y Andalucía). Excepto durante un breve período de prosperidad provocado por la primera guerra mundial, y cuyos principales beneficiarios fueron los propietarios, los salarios continuaron siendo ínfimos y las remuneraciones escasas. Esta grave situación agrícola, provocada por la falta de tierras y de medios técnicos necesarios para su explotación, no se reflejó en las crisis sociales de la época, debido al éxodo de la población rural hacia los grandes centros industriales. La descongestión del proletariado agrario aumentó, lógicamente, la presión social de las ciudades. Aragoneses y andaluces afluyeron a Cataluña. Los gallegos, los campesinos de la Mancha y de Extremadura, fueron a Madrid, Vizcaya y Asturias. Otros, para escapar a la miseria, emigraron a América (sobre todo hacia Cuba, México y Argentina). En 1910, 200.000 personas abandonaron el país.


			Precisamente en esta época el gobierno empezó a interesarse por la cuestión agraria. Creó un instituto, el Instituto de Reformas Sociales, al que encargó la preparación de un estudio sobre el problema económico y social (1902). Además, aplicando las ideas de Costa sobre la valorización de los terrenos agrícolas mediante la irrigación, estableció el primer plan nacional de trabajos hidráulicos (plan Gasset, 1902), que se adoptaría de nuevo y mejoraría en 1916. Pero las realizaciones no se multiplicaron: de 296 proyectos sólo se llevaron a cabo una treintena. La causa fundamental de ello fue la falta de capitales. Los bancos españoles y el capitalismo extranjero se desinteresaron por completo de este problema primordial. Menos del 1 % de los capitales de las sociedades anónimas se consagró a la agricultura.


			Las inversiones españolas y extranjeras continuaron orientándose hacia la industria. A partir de 1905, el dinero circuló de nuevo en España. Cerca de 800 millones de pesetas oro crearon amplias posibilidades, sobre todo en las minas, así como en las industrias metalúrgicas y químicas. La utilización de la energía hidroeléctrica comenzó en esta época bajo la iniciativa de los canadienses. Es indudable que el déficit de la balanza comercial española hubiera costado al país serias dificultades financieras de no haber estallado la guerra en 1914. Durante los cuatro años que duró el conflicto, la industria española consiguió unos saldos fuertemente positivos que le permitieron pagar el utillaje comprado, liquidar las deudas anteriores (entre otras, la de los ferrocarriles), acumular una importante reserva en oro (2.223 millones de pesetas) e incluso invertir capitales en empresas extranjeras (CHADE, en Argentina). Gracias a esta coyuntura altamente favorable, la renta nacional pasó en algunos años de 15.000 a 22.000 millones de pesetas (valor de 1929).


			La industria textil catalana, en decadencia desde la pérdida de las colonias, cobró nuevo vigor. En un determinado momento pareció incluso que iba a salir de una situación terriblemente paradójica, que consistía en vivir de un mercado interior miserable al precio de una política proteccionista aplastante. En escaso número de años se constituyeron fortunas fabulosas, que transformaron los marcos sociales de la región, y promovieron una nueva burguesía de tradiciones menos sólidas, más preocupada por sus intereses materiales que la de 1901. En cuanto a la industria metalúrgica vasca, la guerra le dio un impulso tan vigoroso que en breve plazo vio multiplicarse por catorce su cifra de negocios. Éste es el origen de la prosperidad y la potencia de la industria vasca contemporánea.


			Y, sin embargo, el español medio no se enriqueció en absoluto. Su renta individual se elevó sólo de 800 a 1.000 pesetas anuales. Esta diferencia se debe al aumento del coste de vida y a una política ineficaz de redistribución de la riqueza. El Banco de España y las grandes sociedades de crédito del país —Banco Hispanoamericano, Banco de Bilbao, Banco de Vizcaya— orientaron la inversión de los beneficios colectivos con un espíritu de gran egoísmo. Por ello la economía española no sirvió verdaderamente al interés nacional. La agricultura continuó sometida a los grandes propietarios y a los usureros, mientras los campesinos luchaban, en las ciudades, contra la incomprensión del medio, la carestía de la vida y la desmedida exhibición de riqueza de los nuevos ricos. Por estas razones, la expansión de la economía española contribuyó a agravar el problema social en vez de ayudar a resolverlo.


			

			 



			LA AGITACIÓN SOCIAL


			

			 



			Los grandes movimientos huelguísticos que señalan el comienzo del siglo XX en España fueron un aspecto de la crisis general suscitada por el desastre y la decepción de 1898. El anarquismo del siglo XIX puso en ellos sus últimas esperanzas. Pero las huelgas de 1901 y 1902, especialmente la huelga general de febrero de 1902 en Barcelona, no produjeron los resultados esperados. Al contrario, la agitación obrera fue menguando en 1903-1904, para estancarse en un largo período de paz que duró hasta 1908. Las famosas «bombas» de Barcelona, que mantuvieron viva la inquietud de la burguesía, eran fruto de agentes provocadores a sueldo de la policía (asunto Rull). Esta parálisis de los medios obreros obedecía tanto a los resultados decepcionantes obtenidos por los movimientos reivindicativos de orientación exclusivamente anarquista, cuanto a las falsas esperanzas suscitadas en ellos por la demagogia exaltada de Lerroux en torno a la inminencia de una revolución política radical.


			Pero, bajo una tranquilidad aparente, dos fuerzas potentes germinaban en el seno del movimiento obrero español, y los acontecimientos de 1909 en Barcelona y, posteriormente, el comienzo de la guerra europea los revelarían en toda su amplitud. En primer lugar, el sindicalismo socialista, que respaldaba la acción política, de tímidos progresos, del Partido Socialista Obrero Español. La Unión General de Trabajadores, fundada, como hemos indicado, en 1888, se organizó y desarrolló durante estos diez años: 33.000 afiliados en 1902, cerca de 140.000 en 1914. En 1910, los socialistas, aliados con la izquierda republicana y liberal, enviaron al Parlamento a su primer diputado (Pablo Iglesias), tras varios intentos infructuosos.


			A partir de 1916, la U.G.T., después de la prueba que representó la huelga de ferrocarriles de 1912, se consideró lo bastante fuerte como para lanzar un movimiento subversivo de conjunto.29


			La segunda fuerza de combate que polarizó la agitación social fue el anarcosindicalismo, llamado también movimiento libertario. Algunos autores quieren atribuir este desarrollo típico de la acción obrera en España a la influencia francesa,30 pero es evidente que subestiman la fuerza de la tradición sindicalista y corporativa en Cataluña y la fuerza de la tradición anarquista barcelonesa, corregida y aumentada por el espíritu celtibérico (individualista) introducido en la gran urbe mediterránea por los inmigrantes. Estos dos factores, conjugados gracias a los postulados sindicales de la Carta de Amiens, instauraron en Cataluña y después en España un período de hegemonía anarcosindicalista, dominado por la Confederación Nacional del Trabajo (C.N.T.). El primer germen de estos movimientos se encontraba en la Solidaridad Obrera, asociación surgida en Barcelona en 1907 y que publicaba un periódico bajo el mismo título. Un año más tarde hizo suyos los ideales bakuninistas de la I Internacional. Dicha agrupación desempeñó un papel de primer plano durante la Semana Trágica de Barcelona (1909) y, poco tiempo después, constituyó la Confederación Regional del Trabajo de Cataluña (1910), núcleo catalán de la C.N.T. que celebró su primera asamblea en 1911. La C.N.T. reagrupó las células anarquistas dispersas en el resto de España, pero especialmente activas en Extremadura y Andalucía. Su frenesí revolucionario se manifestó de inmediato. Poco después de su constitución, toda España se vio afectada por una huelga general (incidentes de Cullera), cuyos precedentes remontan a la agitación cantonalista de 1873. Tras su disolución oficial, la organización anarcosindicalista no llevó a cabo ningún acto público hasta 1914. La guerra y las contingencias sociales que se desprendían de ella la incitaron a entrar en contacto con la U.G.T. para lanzar la consigna de huelga general de protesta en toda España (1916). Las acciones revolucionarias llevadas a cabo por los socialistas iban a encontrar en la C.N.T. una colaboración tan interesada como eficaz.


			

			 



			EL DESARROLLO DEL REGIONALISMO CATALÁN


			

			 



			La acción política iniciada en Barcelona por la generación burguesa de 1901 progresa de manera coherente hasta 1917. No debe sorprendemos encontrar en esta ciudad el epicentro de los fenómenos sociales más hostiles al Estado español de la Restauración. Su potencial económico, su vida espiritual intensa y su dinamismo le hacían insoportables, tanto desde el punto de vista social como desde el punto de vista político, los métodos en curso en el Parlamento y en la administración madrileña.


			La fuerza que prestó cohesión al movimiento regionalista fue la Lliga Regionalista,31 fundada en 1901 para servir de arma de choque a la burguesía y a la masa neutra de Barcelona contra el «caciquismo»; su conversión en un partido lleno de vida se debe a la acción de dos políticos: Enric Prat de la Riba y Francesc Cambó. No existe una biografía completa del primero; la del segundo se ha esbozado bastante felizmente en un trabajo que es también útil para la comprensión de la política española hasta 1917.32 Prat de la Riba fue el teórico más eminente del nacionalismo catalán,33 pero sus ideas no implicaban una separación de España. Por el contrario, quería una «gran España», basada en el reconocimiento de las realidades históricas y geográficas del país.34 Esta disociación entre espíritu constructivo y nacionalismo —paradójicamente unidos en Prat de la Riba— fue lo que permitió que los grupos catalanistas más heterogéneos aceptasen su doctrina.


			Prat de la Riba fue sobre todo un gran organizador. Al frente de la Diputación provincial de Barcelona, dio muestras de una eficacia tanto más digna de elogios cuanto que la confusión gubernamental y administrativa era muy grande. Rodeado de un excelente equipo de colaboradores, modernizó decididamente la economía, la vida cultural y los servicios públicos catalanes. En 1907, creó el Institut d’Estudis Catalans que, a la par que la Junta para la Ampliación de Estudios madrileña, simbolizó en el extranjero los más altos valores de la erudición hispánica. Pero la gran victoria de Prat de la Riba consistió en obtener del gobierno Dato el decreto que fundaba la Mancomunitat de Cataluña, organismo regional que, de 1914 a 1923, reveló en todos los aspectos de su actividad una competencia excepcional. La muerte de este hombre valioso (1917) señaló un cambio neto en el rumbo de la historia.


			Cambó fue el representante en Madrid de la política catalanista. Llevado allí por una amplia victoria electoral de la Solidaritat Catalana (1907), defendió en brillantes discursos los postulados de la Lliga. Se le acusa de haber roto la unanimidad de la acción catalana, provocando primero la escisión del Centre Nacionalista Republicà (1904), y, más tarde, la alianza de la izquierda catalana con Lerroux (Pacte de Sant Gervasi, 1914). De hecho, la difusión de las ideas autonomistas de Cataluña exigía la formación de dos grandes corrientes de opinión, así como la de un partido exclusivamente obrero (que no llegó a crearse nunca en razón de la actitud apolítica del anarcosindicalismo barcelonés). Si la burguesía conservadora veía en la Lliga la encarnación de su ideal, era lógico que la pequeña burguesía y los obreros buscaran una solución más liberal y más «a la izquierda». Este movimiento abortó a causa de las reticencias de los radicales barceloneses, y la Lliga pudo entonces dominar por completo la vida política de Cataluña de 1916 a 1922.


			

			 



			LA EVOLUCIÓN INTELECTUAL


			

			 



			Entre 1902 y 1914 España reconoció el valor literario y la importancia espiritual de la generación castellana de 1898. Fue entonces cuando Unamuno, Azorín, Baroja, Antonio Machado, Valle Inclán y Benavente alcanzaron la fama. Después de la guerra europea sus nombres cruzaron las fronteras y, desde 1921-1922, sus obras fueron comentadas y juzgadas por doquier como una expresión del genio español y el testimonio de su difusión universal. En 1922, Benavente recibió el premio Nobel, atribuido ya algunos años antes a Ramón y Cajal: fue la consagración intelectual otorgada al nuevo florecimiento de las letras y de la ciencia españolas.35


			A la nueva importancia que cobraron en el mundo las letras hispánicas, correspondió la de la obra realizada por numerosos intelectuales en diversas ramas de la ciencia. A pesar de la escasa ayuda recibida del Estado o de los particulares, un grupo de científicos, pertenecientes también a la generación de 1898, revitalizó el legado del pasado o se adentró en terrenos científicos nuevos. Todos llevaban el sello de la ciencia germánica; las universidades del poderoso II Reich les habían formado en ella durante su juventud y, posteriormente, aplicaron sus enseñanzas en tanto que profesores de las universidades españolas. Este nuevo carácter europeo de la ciencia española quedó consagrado por la fundación, en 1907, de la Junta para la Ampliación de estudios, organismo oficial cuyo propósito era conceder becas de estudio en el extranjero y subvencionar trabajos y ediciones científicas. Impregnada por el espíritu de 1898, influida por las doctrinas de la Institución Libre de Enseñanza, la obra de la Junta ha suscitado violentas polémicas en los últimos años, al quererse establecer una relación entre ella, el fracaso de la Segunda República, la guerra civil y la decadencia del catolicismo español. Así, pues, todavía no se ha escrito su historia imparcial; pero su balance, cuando pueda establecerse sin prejuicios, será sin duda positivo.


			Menéndez Pidal, Gómez Moreno, Asín Palacios en las ciencias humanas; Rey Pastor, Torroja, Odón de Buen en las ciencias puras; Torres Quevedo en las ciencias aplicadas, están en la vanguardia de un grupo que, aunque en minoría en la universidad, supo encumbrarse a los más altos destinos. Estos hombres formaron la generación de profesores jóvenes que, hacia 1918, introdujeron en la enseñanza los métodos científicos modernos. Más adelante jugarían un papel importante maestros como Ortega y Gasset, Marañón, Sánchez Albornoz, Bosch Gimpera, etc.


			La estructura oficial de la enseñanza no sufrió prácticamente ninguna alteración, a pesar de la ley que el conde de Romanones hizo votar en 1901 y que, con ligeras modificaciones, estuvo en vigor hasta 1926. El intento de liberalización que declaró facultativos para los alumnos los cursos de enseñanza religiosa, provocó una batalla de ideas cuya intensidad y repercusiones no se han estudiado como merecen; sin embargo, constituye el primer síntoma neto de la escisión espiritual de España en los albores del siglo XX. A pesar de las protestas que esta ley suscitó en los medios eclesiásticos españoles, es evidente que, después de entrar en vigor, la enseñanza privada de las congregaciones y órdenes religiosas prosiguió su vertiginoso progreso. La publicación de estudios recientes sobre las órdenes nos permite formarnos una idea sobre la intensificación de la formación católica de la juventud española a partir de 1900; éste es, pues, un factor de peso entre todos los que explican la guerra civil de 1936 y la orientación de la política española que se desprendió de ella.


			

			 



			LA IGLESIA Y EL EJÉRCITO


			

			 



			Conocemos muy pocas cosas sobre la historia de la Iglesia española durante los primeros años del siglo XX: las fechas de sus principales apariciones en la vida política del país (1901, ley Romanones; 1912, ley del Candado), y la enorme cantidad de literatura polémica suscitada por la tempestad radical y antirreligiosa. Pero ignoramos lo más importante, a saber, la extensión del movimiento de renovación espiritual surgido en la periferia a principios de siglo (también la Iglesia tuvo su generación del 98);36 la interpretación correcta de sus aspiraciones políticas (carlismo de Vázquez de Mella, integrismo católico, conservadurismo de Maura); el lugar que ocuparon sus intereses en la vida económica nacional, especialmente en el caso de determinadas órdenes religiosas, como los jesuitas; el nacimiento y desarrollo, quizás sin grandes consecuencias, de una acción católica verdaderamente social. Un estudio imparcial de estos cuatro puntos permitiría abordar con muy pocos riesgos de error el estudio de la influencia ejercida por la Iglesia sobre la conciencia nacional desde los primeros años de este siglo; influencia paradójica, como reconoce Brenan37 al definir a la Iglesia española como «el poder que permanece, a pesar de su obstinación en crearse enemigos y de su incapacidad para adaptarse a los tiempos modernos».


			De los cuatro factores apuntados más arriba el que nos resulta más evidente es el primero. La Iglesia española, que durante el siglo XIX había conocido un largo período de decadencia, asiste, a partir de la Regencia, a la reanimación de algunos de sus sectores. Se formaron entonces pequeños grupos de sacerdotes de élite, especialmente en la periferia, donde el movimiento de renovación social y cultural era más vivo, sobre todo en Cataluña. La huella de Verdaguer, el tradicionalismo regionalista del doctor Torras i Bages, la acción litúrgica de lo que podría llamarse el «grupo de Tarragona» (círculo de Vidal i Barraquer), provocaron una regeneración del clero catalán, el cual se interesó eficazmente tanto por los problemas sociales como por las nuevas corrientes científicas y literarias, y no temió preconizar una acción política de carácter más democrático. Todos estos aspectos merecerían un estudio minucioso, así como la posible repercusión de estas tendencias periféricas sobre el aumento de la piedad popular, que se traducen en la vitalidad e influencia crecientes de determinados centros religiosos (en Cataluña, Montserrat). Hacia 1911, el catolicismo español había recobrado parte de su vigor, como lo demostró el éxito del Congreso Eucarístico celebrado aquel año en Madrid.


			Este fenómeno, que influyó en la mentalidad burguesa a través de la enseñanza dispensada por las congregaciones religiosas, vino a sumarse a la angustia exasperada que sufría España desde 1898, para dar origen a un catolicismo extremista y combativo. Es aquí donde debe buscarse el punto de partida de un carlismo rejuvenecido, que se expresará de forma pacífica en los discursos de Vázquez de Mella (tradicionalismo dogmático, apego a los fueros, hostilidad al espíritu europeo), y de forma violenta en la acción de los requetés, formaciones paramilitares que cobraron un cierto dinamismo a partir de 1917. Al radicalismo anticlerical se enfrentó un extremismo clerical. Esta profunda fisura se encuentra en los orígenes mismos del desgarramiento de la España contemporánea.


			La Iglesia española adoptó, pues, en su conjunto, una posición conservadora muy pronunciada, no sólo desde el punto de vista político sino también desde el punto de vista social, y ello en el preciso momento de abrirse la gran crisis revolucionaria española. Los acontecimientos de Barcelona de 1909 y los progresos del movimiento libertario y ateo acabaron de dibujar la frontera entre los dos campos. Pero esta vez la Iglesia iba a disponer de un aliado poderoso, el ejército, que le había sido hostil, en su casi totalidad, desde 1833.


			El deslizamiento del ejército español hacia el conservadurismo es un fenómeno propio de la época. Los grandes jefes militares son todavía liberales y, en algunos casos, de tradición republicana (Weyler, Luque, Aguilar, el primer marqués de Estella); pero ya entre los oficiales se advierten síntomas del cambio que se está produciendo. Las intervenciones violentas de los mandos militares en los sucesos de 1895 y 1905 respondieron sin duda a la influencia de los siguientes factores: contaminación del extremismo reinante en el país; reacción ante los ataques de los antimilitaristas, que tomaban como pretexto las derrotas sufridas por el ejército en las campañas coloniales de Cuba y Marruecos; insuficiencia de los sueldos y mediocridad de los ideales. Surgió, así, una peligrosa solidaridad profesional y un recuerdo nostálgico del papel desempeñado por el ejército en la política española antes de 1875. Sin embargo, para determinar el verdadero alcance del cambio de mentalidad del ejército, debería estudiarse: a) la formación recibida en las escuelas militares, especialmente en la de Toledo; b) los vínculos creados entre la sociedad civil y el ejército por los matrimonios de los oficiales y, sobre todo, de los oficiales procedentes de la aristocracia; c) la influencia, en el desarrollo de una ideología militar, de los órganos de una prensa especializada, tales como La Correspondencia Militar, y d) por último, la influencia global de la personalidad de Alfonso XIII que encontró en el mundo militar la forma de satisfacer una de las inclinaciones más acusadas de su temperamento.


			La nueva ideología del ejército se concretó, principalmente, ante el problema social catalán y el problema de la autonomía catalana. Pero fue Marruecos lo que dio al ejército su cohesión sentimental. A partir de 1909, las operaciones militares que se sucedieron sin tregua en la zona del Protectorado español forjaron poco a poco un nuevo tipo de soldado, el «africano». Fue esta generación, paralela a la de 1898, la que decidió el resultado de la guerra civil de 1936.
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			* Publicado en Estudios de Historia Moderna, IV (Barcelona, 1954), 351-391. Reproducido en Obra dispersa de J. Vicens Vives, vol. II, 36-55. 
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64. C. Batlle: «La ideología de la “Busca”», Estudios de Historia Moderna, V (1955), 165-167. 


			

	

65. Según investigaciones de C. Carrère. 


			

	

66. Según C. Carrère, Valencia tuvo hasta entonces una economía de tipo colonial, con productos alimenticios de exportación (fruta, almendras, vino), materias primas (esparto, seda) y manufacturas exóticas («espartería» y «cerámica»). 


			

	

* Publicado en XIe Congrès des sciences historiques. (Stockholm, 21-28 août 1960). Rapports, IV (Estocolmo-Upsala, 1960), 1-24. La muerte impidió a Vicens Vives la exposición de esta ponencia general, cuya discusión en el Congreso fue encomendada a M. Batllori. Reproducido en Obra dispersa de J. Vicens Vives, vol. II, 359-377. 


			

	

1. «Quelques problèmes concernant la Monarchie absolue». X. Congresso Internazionale di Scienze Storiche. Relazioni, Storia Moderna, IV. Firenze, 1950, 1-55, y Atti del X Congresso Internazionale, Roma, 1957, 429-443. Fueron especialmente interesantes las intervenciones de L. Bulferetti, A. Meusel y S. D. Scaskin. 


			

	

2. Tal fue la influencia ejercida por la escuela alemana en los días anteriores a la segunda guerra mundial, cuya huella es notoria en W. Näf.: Die Epochen der neueren Geschichte, Aarau, 1945, 2 tomos, y especialmente en A. Ferrari: Fernando el Católico en Baltasar Gracián, Madrid, 1945. 


			

	

3. Véase la defensa de Mousnier ante las conclusiones de S. D. Scaskin en Atti del X Congresso Internazionale, 438-439. 


			

	

4. «Y a-t-il un État de la Renaissance?», en Actes du Colloque sur la Renaissance organisé par la Société d’Histoire Moderne, París, 1959, 57-74, especialmente p. 73. 


			

	

5. Esta premisa indica claramente que no intentamos dar a esta ponencia un carácter bibliográfico. Nos lo impide, además, el restringido espacio de que disponemos. Sin embargo, el lector encontrará los principales datos bibliográficos en las obras que iremos citando. 


			

	

6. Tal ha sido generalmente el caso de España. Sin embargo, en su Historia de la Administración española e hispanoamericana (Madrid, 1958), Juan Beneyto ha evitado aplicar el calificativo de absoluta a la monarquía de los siglos XVI y XVII. 


			

	

7. En su notoria obra sobre La Méditerranée et le monde méditerranéen sous Philippe II, París, 1949, F. Braudel apunta claramente este hecho («L’État et la montée seigneuriale», 628-637). 


			

	

8. Como en el caso de los Reyes Católicos en Castilla, en donde la expansión de la justicia regia no fue óbice a la consolidación de un régimen señorial de grandes preeminencias jurisdiccionales. El argumento exigiría ser desarrollado con mayor precisión de detalles. 


			

	

9. Especialmente sensible desde comienzos del siglo XVII. En la primera mitad de esta centuria, los grandes ministros de la Corona española fueron todos miembros de la aristocracia latifundista. 


			

	

10. Ha hecho una tentativa de este género, para el Norte de Cataluña, S. Sobrequés en una tesis sobre la familia Margarit, desgraciadamente inédita. 


			

	

11. Tal es, como es bien sabido, la teoría de Näf, tan aceradamente combatida por F. Hartung desde 1932: «Die Epochen der absoluten Monarchien in der neueren Geschichte» (Historische Zeitschrift, CXLV, 1932). 


			

	

12. En España, fue obligado referirse al «poderío real absoluto» desde 1418 a los comienzos del reinado de Felipe II; después desapareció, por considerarse un principio ya admitido por todos (Luis Sánchez Agesta: «El «poderío real absoluto» en el testamento de 1554», en Carlos V. Homenaje de la Universidad de Granada, Granada, 1958, 439-460). 


			

	

13. Éste es un tópico de la historia del Poder en España durante los Austrias, que halla su comprobación en la reciente tesis de Jesús Lalinde: La institución virreinal en Cataluña (1479-1716), leída y discutida en 1958. 


			

	

14. El factor demográfico continúa reclamando interés primordial, a pesar del abandono de que su estudio fue objeto en el X Congreso de Ciencias Históricas. Después de la riquísima ponencia ante el IX Congreso que presentaron Cipolla, Dhondt, Postan y Wolff (IXe Congrès International des Sciences Historiques, I, Rapports, París, 1950, 54-80), los estudios de historia demográfica se han desarrollado y deben conducir a afirmaciones importantes sobre el tema de que nos ocupamos. Es imposible que no exista relación estrecha entre la forma del Estado y el declive demográfico del siglo XVII. Pienso en la gran peste de 1649-1652 y sus repercusiones en los países de la cuenca occidental del Mediterráneo. 


			

	

15. Yves Renouard: «1212-1216. Comment les traits durables de l’Europe occidentale moderne se sont définis au début du XIIIe siècle» (Annales de l’Université de Paris, XXVIII, 1958, 5-21). 


			

	

16. Creo que he demostrado este fenómeno en las relaciones entre Francia, Aragón, Castilla y Nápoles (Juan II de Aragón, Barcelona, 1952). 


			

	

17. Para no utilizar el adjetivo absoluto, que no puede aplicarse a la monarquía entre 1450 y 1550, el vocablo exacto habría sido monarquía preeminencial (o sea aquella que por encima de todo, intenta defender sus «preeminencias», como en el caso de España bajo los Reyes Católicos y Carlos V). Así se lee en los documentos de la época (véase mi Ferran II i la Ciutat de Barcelona, Barcelona, 1936, I). Pero el escaso eco de este término en el mundo actual me indujo y continúa induciendo a emplear esta terminología, aun a sabiendas de su posible confusión con el autoritarismo político moderno, fórmula de superabsolutismo. 


			

	

18. El «ejército de mercenarios», equiparable, según Chabod, a la «burocracia de mercenarios» de la misma época. Art. cit. nota 4. p. 66. Merece citarse, asimismo, la posición de V. C. Kiernan: «Foreign mercenaries and absolute monarchy» (Past & Present, n.° 11 [1957), 66-83], aunque su tesis sobre la formación del ejército mercenario para evitar el armamento del pueblo nos parezca excesivamente unilateral. En realidad, si los príncipes querían contar con mercenarios era para asegurar su posición en tanto que vencedores de la guerra civil a que hemos aludido en el texto. La entrada de Carlos V en España en 1522 con un ejército de tres a cuatro mil alemanes y 74 cañones, aludido por Kiernan, se halla en esta trayectoria y no en la de dominar «al pueblo». 


			

	

19. Este hecho explica la decadencia de las Cortes castellanas durante el reinado de Carlos V, especialmente desde 1538, cuando la Corona cuenta con medios sobrados para hacer frente a sus ingentes necesidades financieras. Anteriormente, su posición era de irreductible resistencia. (J. Sánchez Montes: «Sobre las Cortes de Toledo de 1538-1539», en Carlos V. Homenaje de la Universidad de Granada, 595-663, y varias comunicaciones del II Congreso de Cooperación Intelectual: Gabriel Maura: «Las Cortes Castellanas no compartieron ni secundaron la idea imperial de Carlos V», y José Martínez Cardós: «Carlos V y las Cortes de Castilla». Referencias en Índice Histórico Español, núms. 27661 y 27662). 


			

	

20. No puedo entrar en la discusión general del problema político y social planteado por esta crisis tal como ha sido debatido recientemente en Inglaterra por un grupo de estudiosos «Seventeenth-century Revolution» (Past & Present, núm. 13 (1958), 67-72). No obstante, recogemos el parecer general de que las revoluciones europeas de este período fueron desencadenadas por la presión financiera correspondiente a los gastos militares y diplomáticos de la Guerra de los Treinta Años. 


			

	

21. El cálculo más preciso sobre el aumento de la Deuda Pública durante el período de Carlos V lo debemos a F. Braudel y Ghislaine Bellart: «Les emprunts de Charles-Quint sur la place d’Anvers», en Charles-Quint et son temps, París, 1959, 191-200. Cada conflicto internacional acarreó un brusco aumento de la deuda imperial en Amberes: de 500.000 a 1.000.000 de libras en 1521; un nuevo millón en 1528-1529; de medio millón a ¡más de 6 millones! en 1551-1555. 


			

	

22. R. Mousnier en su notoria obra La vénalité des offices sous Henri IV et Louis XIII, Rouen, 1947, señala el ritmo de las ventas de oficios en Francia y el desarrollo del aparato estatal en relación con las necesidades bélicas. Momentos culminantes serían 1532, 1554, 1586, 1620-1622, 1627 y 1633. Es obvia la relación de estas fechas con coyunturas bélicas precisas. 


			

	

23. Sobre este particular F. Braudel nos informa que de 1534 a 1575 los armamentos marítimos por lo menos triplicaron (La Méditerranée, 666). 


			

	

24. Sobre este particular véase la última contribución de Charles Verlinden, «Paz Hispánica en la América colonial» (Historia Buenos Aires, IV, 1958), que no envejece la obra fundamental de Silvio A. Zavala: Las instituciones jurídicas en la conquista de América, Madrid, 1935. 


			

	

25. La obra que resume la tesis de Verlinden es Précédents mediévaux de la colonie en Amérique. Période coloniale, México, 1954. 


			

	

26. Aún no poseemos el estudio que aclare el enlace entre las instituciones virreinales de la Corona de Aragón en el Mediterráneo y las de la misma clase en América, ni tampoco el que compare el funcionamiento de los virreinatos españoles en América y Europa durante los siglos XVI y XVII. No nos parece muy convincente la opinión de Sigfrido Radaelli: La institución virreinal en las Indias, Buenos Aires, 1957, que niega todo parentesco, excepto el nombre, entre el virreinato americano y el europeo. 


			

	

27. Santoro: Gli uffici del dominio sforzesco (1450-1500), Milán, 1948. 


			

	

28. Mousnier: La vénalité, 79 y ss.; Jacques Ellul: Histoire des institutions, II, Institutions françaises, I, París, 1956, 297-298. 


			

	

29. No existe bibliografía moderna sobre el tema que apuntamos. Inédito el trabajo de Lalinde, al que ya se ha hecho referencia en la nota 13, la exposición que hacemos se basa en sus datos y en investigaciones propias. 


			

	

30. Un buen resumen de los trabajos clásicos, como el de C. H. Haring: «El origen del gobierno real en las Indias españolas» (Boletín del Instituto de Investigaciones Históricas, Buenos Aires, III, 1924-1925), y Lilian E. Fisher: Vicerregal Administration in the Spanish American Colonies, Berkeley, 1926, en José M. Ots: Manual de Historia del Derecho Español en Indias, Buenos Aires, 1945, y en el mismo C. H. Haring: The Spanish Empire, Nueva York, 1947. 


			

	

31. Esta relación se pone de relieve en el artículo de A. Rumeu de Armas: «Franceses y españoles en el Atlántico en tiempos del Emperador», en Charles-Quint et son temps, París, 1959, 61-75. El problema general, en Ramón Carande: Carlos V y sus banqueros, 2 vols., Madrid, 1943-1949. 


			

	

32. E. Schäffer: El Consejo Real y Supremo de las Indias, traducción española en dos tomos, Sevilla, 1935 y 1947. 


			

	

33. La polémica sobre el imperialismo de Carlos V como fruto de una concepción humanista, castellana o flamenca se ha desarrollado ampliamente con motivo del IV Centenario conmemorativo de su muerte. Una visión sumaria de las posiciones opuestas en Charles-Quint et son temps, artículos firmados por R. Menéndez Pidal y J. Vicens Vives. Pero debe recordarse, además, la posición de F. Braudel, P. Rassow, R. Konetzke y R. Clavería, entre otros. 


			

	

34. The Government of Sicily under Philip II of Spain, Londres, 1951, 72. 


			

	

35. Más que por un deseo de quebrantar la unidad de la expansión territorial de la Corona de Aragón en el Mediterráneo, según opina Batista i Roca, en el prólogo de la obra acabada de citar. 


			

	

36. Koenigsberger: Sicily, 68. 


			

	

37. Mousnier: La vénalité, 103 y ss. 


			

	

38. Ellul: Histoire des institutions, II, 1, 417. 


			

	

39. «État et commissaire. Recherches sur la création des intendants de province (1634-1648)», en Forschungen zur Staad und Verfassung. Festgabe für Fritz Hartung, Berlín, 1958, 325-344. 


			

	

40. Conclusiones de un trabajo inédito de Eduardo Asensio sobre El Consejo Real de Aragón en tiempos de Carlos II. 


			

	

41. Además de los de Mousnier, ya citados, mencionamos los de Federico Chabod: «Stipendi nominali e busta paga effettiva dei funzionari dell’amministrazione milanese alla fine del Cinquecento», en Miscellanea in onore di Roberto Cessi, Roma, 1958, II, 188-363, y «Usi e abusi nell’ammisnistrazione dello Stato di Milano a mezzo il ‘500», en Studi Storici in onore di Gioacchino Volpe, Firenze, 1958, 95-154, y los ya clásicos de K. W. Swart: Sale of Offices in the Seventeenth Century, La Haya, 1949, y J. H. Parry: The sale of public offices in the Spanish Indies under the Habsburgs, Berkeley, 1953. 


			

	

42. La vénalité, XXVIII. 


			

	

43. Stipendi e busto paga, 251-253. 


			

	

44. Esta definición corresponde al estudio de Jacob van Klaveren: «Die historische Erscheinung der Korruption, in ihrein Zusammenhang mit der Staats- und Gesellschaftsstruktur betrachtet», Vierteljahrschrift für Sozial- und Wirtschaftsgeschichte, XLIV (1957) y XLV (1958). 


			

	

45. Es la teoría de B. F. Porchnev: Die Volksaufstände in Frankreich vor der Fronde, Leipzig, 1954, y combatida por R. Mousnier en «Recherches sur les soulèvements populaires en France avant la Fronde» (Revue d’Histoire Moderne et Contemporaine, París, 1958, 81-113). 


			

	

46. En el coloquio inglés recogido por Past & Present, n. 13 (1958), se aceptó la teoría de Mousnier de que el funcionario francés ante el movimiento de la Fronda viose enfrentado con el siguiente dilema: ¿volver al sistema feudal?, ¿combatir en favor de una monarquía absoluta? Las dos soluciones le repelían igualmente. 


			

	

47. Recherches, 106-113. 


			

	

48. Para ascender socialmente la burguesía inglesa presionó más en el sentido de la compra de títulos nobiliarios que de cargos administrativos (por otra parte, reducidos en número). Tal es la realidad que se desprende del estudio de Stone-Lawrence: «The inflation of honours» (Past & Present, núm. 14 (1958), 45-70). La venta de títulos nobiliarios fue practicada por la Corona inglesa desde que, en 1588, se rompió su estructura administrativa y financiera a consecuencia de una «full-scale war». El autor citado distingue tres períodos: 1604-1611, 1615-1628 y 1641. El total de la venta de títulos de 1603 a 1629 fue de 620.000 libras (800.000 ingresó la Court of Wards en el mismo período). 


			

	

49. Méditerranée, 526-527. 


			

	

50. Sicily, 70 y 91. 


			

	

51. Usi e abusi, 145 y ss. 


			

	

52. Como en el caso de la oposición de los consejeros togados del Consejo de Aragón a la política absolutista de Carlos II de España. 


			

	

53. En las disputas de preeminencia, por ejemplo, la discusión de un sitio de preferencia en la reunión de un Consejo, bastaba para paralizar su labor durante meses (nota facilitada por E. Asensio). 


			

	

54. F. Chabod: Stipendi e busta paga, 210. 


			

	

55. F. Chabod: Usi e abusi, 181. 


			

	

56. F. Chabod: Stipendi e busta paga, 205-209. 


			

	

57. Mousnier: La vénalité, 13-17, y F. Chabod: Stipendi e busta paga, 240. 


			

	

58. Charles Verlinden: «Crises économiques et sociales en Belgique à l’époque de Charles-Quint», en Charles-Quint et son temps, 177-190. E. H. Phelps Brown y Sheila V. Hopkins: «Builder’s wage-rates, prices and population: some further evidences» (Económica, Londres, XXVI, 1959), es continuación de «Wage-rate and prices: evidence for population pressure in the sixteenth century» (Económica, XXIV, 1957). 


			

	

59. Parece que en el reino de Nápoles la rentabilidad de los oficios fue muy escasa durante el siglo XVII, y que por ello los virreyes españoles preferían vender rentas y pensiones que oficios (Giuseppe Coniglio: Il viceregno di Napoli nel secolo XVII, Roma, 1955). El caso de Nápoles es expresivo de la variante mediterránea de la estructura burocrática. 


			

	

60. Van Klaveren: Die Korruption, 294. 


			

	

61. Ibíd., especialmente 299 y ss. 


			

	

62. C. H. Haring: The Spanish Empire in America, 143-165, 298. Swart: Sale of Offices, 35. 


			

	

63. Del secretario milanés Maona (F. Chabod: Usi e abusi, 137). 


			

	

64. Huguette y Pierre Chaunu: Séville et l’Atlantique (1504-1560), I, Introduction méthodologique, París, 1955, 97 y ss., especialmente 121. 


			

	

65. Edictos de Carlos V de 1538 y 1544 (F. Chabod: Usi e abusi, 108). 


			

	

66. Die Ämterkäuflichkeit im Ancien Régime, Berlín, 1938, y Sale of Offices. Swart condena fuertemente la venalidad, a la que atribuye la exclusión del Poder de la clase media, la ruina financiera del Estado y la deteriorización económica del país a causa de la fijación de las rentas en «improductive goods», y la condena como «forma primitiva de administración» (p. 123). 


			

	

67. La vénalité, 1-12. 


			

	

68. Ellul: Histoire des institutions, II, 1, 328. 


			

	

69. Die Korruption, 323. 


			

	

70. En el caso de España, parece que la venalidad no pudo arraigar por las escasas disponibilidades monetarias del país. Aparte la práctica de la renunciación, que afectaba a los oficios municipales, muy codiciados en el siglo XVI, parece que no tuvieron éxito las ventas de cargos públicos realizadas en los momentos de mayor apuro: 1557, 1619, 1621-1640. En este momento se llegó a vender el cargo de consejero del Consejo de Castilla, lo que jamás había sucedido. Swart en Sale of Offices afirma (p. 32) que la población no respondió a la iniciativa del gobierno: de 1621 a 1641 se vendieron solamente 90.000.000 de ducados respecto a una oferta de 509.000.000. Estos datos merecen ser discutidos en forma más adecuada a la realidad social y económica de España en el siglo XVII. 


			

	

71. Mousnier: La vénalité, 390. El alza continuada del precio de venta de los oficios de 1593 a 1622 puede atribuirse al saneamiento del mercado por el establecimiento de la paulette. 


			

	

72. Como en el caso del ducado de Milán, donde la paga de los funcionarios venía aún agravada por la cuenta en dos monedas: la corriente y la corta (F. Chabod: Stipendi e busta paga, 211, 230 y ss.). 


			

	

* Publicado póstumamente en Première Conférence Internationale d’Histoire Économique. Contribitions. Communications. Stockholm. Août 1960 (París - La Haya, 1960), 129-136. Reproducido en Obra dispersa de J. Vicens Vives, vol. II, 110-116. 


			

	

* Traducción castellana, realizada por M. Dolors Folch, del estudio «L’Espagne», publicado en L’Europe du XIXe et du XXe siècle. Problèmes et interprétations historiques (1815-1870), Carlo Marzorati ed., Milán, 1960, 729-761. Reproducido en Obra dispersa de J. Vicens Vives, vol. II, 120-145. 

			

	

1. El único estudio reciente sobre estos años se refiere a la constitución de 1869: Antonio Carro Martínez, La Constitución Española de 1869, Madrid, 1953. 

			

	

2. La excelente biografía de Melchor Fernández Almagro, Cánovas. Su vida y su política, Madrid, 1951, resume la tesis clásica, esbozada ya en la obra más anecdótica de Gabriel Maura, Historia de la Regencia, Madrid, 1924. 

			

	

3. José M. García Escudero: De Cánovas a la República, Madrid, 1951. 

			

	

4. Calvo Serer: España sin problema, 1949, y Teoría de la Restauración, 1951. 

			

	

5. Llamado también Pacto de la Castellana, según los trabajos que Melchor Fernández Almagro condensa en el libro indicado más arriba. 

			

	

6. Lucas Beltrán: La industria algodonera española, 1943. 

			

	

7. Pascual Carrión: Los latifundios en España, Madrid, 1932. 

			

	

8. Juan Díaz del Moral, Historia de las agitaciones campesinas andaluzas. Córdoba, Madrid, 1929. [Reed.: Madrid, 1967.] 

			

	

9. Nadie ha seguido las directrices propuestas a los investigadores por M. Reventós: Els moviments socials a Barcelona durant el segle XIX, Barcelona, 1925. 

			

	

10. Aunque Max Nettlau haya consagrado a este último «Impresiones sobre el desarrollo del socialismo en España» (Revista Blanca, 1928-1929). Los distintos episodios de la acción de estos movimientos se encuentran en Eduardo Comín: Historia del anarquismo español, Madrid, 1948. 

			

	

11. El mejor análisis es el del inglés Trend: The origins of Modern Spain, Cambridge, 1934. Pero este análisis sigue siendo insuficiente. 

			

	

12. Cf. Eduardo Comín: «Historia secreta de la Segunda República», Ateneo, 1952-1953. 

			

	

13. Rovira i Virgili: Història dels moviments nacionals. 

			

	

14. García Venero: Historia del nacionalismo catalán. 

			

	

15. La mejor interpretación del movimiento catalanista se encuentra hoy en las páginas de Anton Sieberer: Katalonien gegen Kastilien (Viena, 1936). 

			

	

16. J. Vicens Vives: Aproximación a la historia de España. 

			

	

17. El 98, acontecimiento internacional, Madrid, 1952. 

			

	

18. T. García Figueras: Marruecos, 1939. 

			

	

19. El 98, acontecimiento internacional, Madrid, 1952. 

			

	

20. La generación del 98, Madrid, 1947. 

			

	

21. Este problema, planteado ya por un libro que lleva precisamente este título (Laín, España como problema), es negado, por un sentimiento de fidelidad al tradicionalismo, por Rafael Calvo Serer: España sin problema. 

			

	

22. Díaz Plaja: Modernismo y Noventa y ocho, Madrid, 1951. 

			

	

23. Franz Niedermayer: Zwei Spanien, 1952; Parker: The roots of Spanish Dilemma, Cambridge, 1953. 

			

	

24. Madrid, 1948. 

			

	

25. De Cánovas a la República. 

			

	

26. Cf. García Venero: Antonio Maura, 1907-1909, 1953. 

			

	

27. El potencial económico de España, Madrid, 1945. 

			

	

28. Especialmente en los de la publicación oficial Principales actividades de la vida española en la primera mitad del siglo XX, Madrid, 1952. 

			

	

29. Manuel Buenacasa: El movimiento obrero español, 1928. 

			

	

30. Solà Cañizares: Les lluites socials a Catalunya, 1934. 

			

	

31. Cf. Trenta anys d’actuació política, Barcelona, 1933. 

			

	

32. Jesús Pabón, Cambó. 

			

	

33. La Nacionalitat Catalana, 1906. 

			

	

34. Olivar, «Prat de la Riba», Arbor, 1951. 

			

	

35. Véase J. Vicens Vives, Aproximación a la historia de España. 

			

	

36. Jaume Vicens Vives, Aproximación a la historia de España. 

			

	

37. En la introducción a la segunda edición de The Spanish Labyrinth.
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